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[bookmark: _Toc366755199]Nº 046-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas cuarenta y siete minutos del catorce de noviembre de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, y del director 1, doctor Alexander Arguedas Vindas; todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentra ausente con justificación.
[bookmark: _Toc150504984]ARTÍCULO I
Documento N° 1077-2023
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc150504986]ARTÍCULO II
Documento N° 1078-2023
Aprobación del acta N° 044-2023, correspondiente a la sesión celebrada el 31 de octubre de 2023.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 044-2023, correspondiente a la sesión celebrada el 31 de octubre de 2023.
[bookmark: _Toc149203054][bookmark: _Toc150177503][bookmark: _Toc150504990][bookmark: _Toc149203050]ARTÍCULO III
Documento N° 869-2023 / 1034-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0003-FC/DJA-2023 del 19 de octubre de 2023, suscrito por la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:
“Conforme a la reglamentación que debe cumplir la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) y en atención a lo establecido en el Reglamento de Gobierno Corporativo, en donde dispone los alcances que tiene la Unidad de Cumplimiento, específicamente en el artículo N.° 37, como responsable de promover y vigilar que la entidad opere en cumplimiento de la norma, se indica lo siguiente: 

El Reglamento de Gobierno Corporativo, establece en el artículo N.° 08 inciso 8.2 lo sucesivo: 

“Aprobar la selección y remoción de los funcionarios de la Alta Gerencia, y de los responsables de los Órganos de Control; asimismo, debe realizar una evaluación periódica de su desempeño.” (lo destacado no corresponde al original) 

Así mismo en la “Política de Idoneidad de las Personas Integrantes de la JUNAFO y la Alta Gerencia” aprobada por la JUNAFO, indica lo siguiente: 

“Las personas del Órgano de Máximo de Dirección y de la Alta Gerencia deben ser evaluados individualmente, además, se debe evaluar al Órgano de Dirección en su conjunto. (lo destacado no corresponde al original) 

Aunado a los anterior el acuerdo CONASSIF 15-22 “Reglamento sobre idoneidad y desempeño de los miembros del órgano de dirección y de la alta gerencia de entidades y empresas supervisadas” en la consideración 21 indica: 

“La evaluación del desempeño constituye una buena práctica al permitir retroalimentación sobre la manera de cómo se ejecuta el trabajo y del grado de compromiso con que se asumen las responsabilidades y encargos. Una política, junto con mecanismos formales y sistemáticos de evaluación, facilita esos procesos y brinda información relevante para la toma de acciones correctivas cuando no se cumplen las expectativas”. 

En resumen, de lo anterior, y en concordancia con la normativa que nos rige se le solicita al Honorable Órgano de Máxima Dirección la aprobación de la “Política del Desempeño de las personas Integrantes de la JUNAFO, Comités Técnicos y la Alta Gerencia” y una vez aprobada está política se procederá a realizar la evaluación de desempeño para las personas integrantes de la JUNAFO, la Alta Gerencia y los Comités.

(…)

Anexo:




(…)”.

- 0 -
Manifestaciones:
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, comenta: “Sí, buenos días. Respecto a este artículo que se trasladó para el día de hoy. Tenía algunas inquietudes particularmente en los instrumentos a aplicar, tanto a los comités de Inversiones, Riesgos y Auditoria, así como a la Junta Administradora, y también así la Presidencia que también tiene que aplicar este reglamento a la Alta Gerencia. Yo no los vi en este documento, creo que en algún momento se vieron, pero no recuerdo, pero si me gustaría antes de aprobarla que estén incorporados. Y sí, hacer una reflexión importante al respecto y que quiero que quede en actas.
Esta es la primera evaluación que tiene esta Junta Administradora y los comités, de tal forma que la política está un poco ligera porque estamos empezando, pero sí, de hecho, viene un apartado dentro de la misma con un plan de mejora, que eso es muy importante que lo haya puesto la compañera Vanessa. Me parece bien y entonces ir implementando y mejorando la calidad de la evaluación del desempeño, tanto en los directores como en los integrantes de los Comités y la alta gerencia de la Junta Administradora de Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, que es importante.
Si me gustaría que se incorporaran las herramientas o los instrumentos a aplicar para también ir poco a poco mejorando. Es un tema de la administración, no quiero co-gerenciar ni mucho menos, pero si es importante ir mejorando porque puede haber preguntas más importantes en algún momento para poder calificar o valorar el desempeño de los integrantes de la Junta Administradora y los demás integrantes de los Comités y la Alta Gerencia, como lo dije anteriormente, para hacer una mejora continua en ese tema.
Me parece importante que eso diga y se incorpore también esos instrumentos. Esa era mi opinión señor presidente.”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, agrega: “Yo solamente ahí en la parte donde viene la actualización de la política lo precisaría de mejor manera, es que dice cada dos años. Entonces el lapso de dos años se puede entender de enero a diciembre. Entonces, lo que haría es que digamos que la política del desempeño a las personas integrantes de la JUNAFO, Comités Técnicos y Alta Gerencia será revisada por la Junta administradora como mínimo en el mes de enero cada dos años, para que exista una obligación tanto de la oficial de cumplimiento como de nosotros en revisarlo en el mes de enero exacto y no dejarlo ahí.
Como no dice, hoy estamos nosotros el día de mañana no sabemos quién va a estar, entonces creo que sí sería bueno precisarlo de mejor manera.
Respetuosamente creo que al finalizar el punto uno y la observación o el comentario del aporte que nos hace Parris; creo que debería ir incorporando los modelos de formato de evaluación de las personas aquí indicadas. Por lo menos algo así para cerrar ese punto uno, si les parece”.
El licenciado Quesada Madrigal, afirma: “Sí, por favor. Eso más bien es lo que falta”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0003-FC/DJA-2023 del 19 de octubre de 2023, suscrito por la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y aprobar la Política del Desempeño de las personas Integrantes de la JUNAFO, Comités Técnicos y la Alta Gerencia. Lo anterior, en el entendido que dicha Política será revisada por la Junta administradora como mínimo en el mes de enero cada dos años. 2.) Convocar a la licenciada Mesén Arroyo, a una sesión de trabajo el próximo 28 de noviembre de 2023, al finalizar la sesión ordinaria de ese día, con el fin determinar y analizar las herramientas que se utilizarán para realizar las citadas evaluaciones. 3.) Hacer este acuerdo de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. 
La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc150504992][bookmark: _Toc150436517][bookmark: _Toc150504997]ARTÍCULO IV
Documento N° 541-2022 / 1074-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0459-DJA-2023 del 03 de noviembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:
“Para su estimable conocimiento y en atención a lo solicitado por la Supen sobre el seguimiento mediante oficio SP-565-2022 del 31 de mayo de 2022, se adjunta el “Informe de Indicadores Actuariales del FJPPJ”, está actividad pertenece al Plan de Acción de Recuperación Actuarial, el cual es responsabilidad del Actuario Raúl Hernández González.

· Plan de Acción de Recuperación Actuarial

[image: Texto

Descripción generada automáticamente con confianza media]

Dado lo anterior, de la forma más atenta se solicita a ese honorable Órgano Máximo de Dirección dar por conocido y aprobar el “Informe de Indicadores Actuariales del FJPPJ”. Se queda a la entera disposición para cualquier aclaración u observación al respecto.

(...)

Anexos:

1. Informe de Indicadores Actuariales del FJPPJ.




...”.

- 0 -
Manifestaciones:
Se le concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO: “Estoy de acuerdo con el contenido y la propuesta, solamente al final propondría un punto tres en donde diga que sea trasladado a la Auditoría del Fondo, por el tema que estamos tratando, no sé si los demás estarían de acuerdo”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “Entonces el acuerdo quedaría así, una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone; uno, tener por conocido y aprobado el oficio N° 0459-DJA-2023 del 03 de noviembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, relacionado con el Informe de Indicadores Actuariales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 30 junio de 2023. Dos, hacer este informe de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en respuesta a lo requerido mediante oficio N° SP-565-2022 del 31 de mayo de 2022. Tres, hacer el traslado de este informe a la ¿Auditoría Interna don Rodrigo?”.
El integrante Arroyo Guzmán, responde: “Sí señor, a la Auditoría cómo tal”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Entonces le agregamos ese punto tres”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido y aprobado el oficio N° 0459-DJA-2023 del 03 de noviembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, relacionado con el Informe de Indicadores Actuariales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 30 junio de 2023. 2.) Hacer este informe de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en respuesta a lo requerido mediante oficio N° SP-565-2022 del 31 de mayo de 2022. 3.) Trasladar este acuerdo a la Auditoría interna de la JUNAFO para lo de su cargo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc149203052][bookmark: _Toc150504994]ARTÍCULO V
Documento N° 1085-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0326-SAF/DJA-2023 del 08 de noviembre del 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, el cual literalmente dice:
“La Ley N.° 9544, denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas”, estableció en relación con el cobro del canon por supervisión de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), el cual según el artículo 241 señalaba:

	“La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (Destacado no es parte del texto original).



Al respecto, se indica que a partir del año 2019 se canceló a SUPEN lo correspondiente a la supervisión aplicando lo señalado en el artículo citado; considerando que antes de este año se le informaba a la SUPEN que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones no tenía ingresos propios y los pagos relacionados eran cancelados con recursos del presupuesto del Poder Judicial, a continuación, se muestran los pagos efectivamente realizados:

	Año
	Monto pagado

	2019
	13 046 957,00

	2020
	19 007 374,00

	2021
	22 974 842,00

	2022
	19 303 757,00


Fuente: Estados Financieros FJPPJ
Nota: Monto promedio anual de ₡18 583 232,50.

Respecto al pago del año 2023 la SUPEN comunica el monto a cancelar de enero a noviembre 2023 por un total de ₡19 532 678.00, es costumbre que posteriormente realizan un ajuste para determinar el monto final a cancelar, el cual puede incluso disminuir la cantidad total estimada para cada año. 

De lo anterior se concluye, que la metodología previa de estimación de cálculo del Canon de supervisión arrojaba niveles inferiores a los ₡20 millones de colones anuales, monto que dese la conformación de la JUNAFO, había sido oportunamente cancelado a la SUPEN, conforme dictaba la Ley Orgánica del Poder Judicial.

No obstante lo anterior, es de vital importancia destacar que mediante la Ley N° 9746[footnoteRef:1] publicada el 16 de octubre del 2019, específicamente en el transitorio II se indica lo que a continuación se destaca: [1:  REFORMA DE LA LEY N.º 7732, LEY REGULADORA DEL MERCADO DE VALORES, DE 17 DE DICIEMBRE DE 1997; LEY N.º 3284, CODIGO DE COMERCIO, DE 30 DE ABRIL DE 1964; LEY N.º 8653, LEY REGULADORA DEL MERCADO DE SEGUROS,DE 22 DE JULIO DE 2008; LEY N.º 7558, LEY ORGANICA DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA, DE 3 DE NOVIEMBRE DE 1995; LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, LEY N.º 7523-1, RÉGIMEN PRIVADO DE PENSIONES COMPLEMENTARIAS, DE 7 DE JULIO DE 1995;Y DE LA LEY N.º 4573, CÓDIGO PENAL, DE 4 DE MAYO DE 1970] 


	“TRANSITORIO II- Plazo para alcanzar el aporte al financiamiento de las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).

El incremento en el porcentaje de contribución de las entidades supervisadas por la Supén, la Sugef y la Sugeval, conforme a lo dispuesto en los artículos 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997, se alcanzará a razón de un incremento del siete coma cinco (7, 5) puntos porcentuales por año, a partir del presupuesto correspondiente al quinto año inmediatamente siguiente a la entrada en vigencia de esta ley y hasta completar el cincuenta por ciento (50%) dispuesto en los citados artículos; de forma tal que durante los cuatro años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley se aplicarán los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes antes de esta modificación.

Durante la vigencia de este transitorio, el Banco Central de Costa Rica continuará sufragando la diferencia del monto de los gastos para garantizar el correcto y eficiente funcionamiento de las superintendencias”. (Destacado no es parte del texto original).



Por su parte los artículos citados en el transitorio supra, destacan dos artículos relacionados con Ley de Reguladora del Mercado de Valores, los cuales son citados a continuación: 

	“Artículo 174- Financiamiento

El presupuesto de la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval), la Superintendencia de Pensiones (Supén) y la Superintendencia General de Seguros (Sugese) será financiado en un cincuenta por ciento (50%) con recursos provenientes del Banco Central de Costa Rica y en un cincuenta por ciento (50%) mediante contribuciones obligatorias de los sujetos fiscalizados. Para estos efectos, se entenderá que el presupuesto de cada Superintendencia incluye el gasto del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), el cual se asignará anualmente, de manera proporcional, al monto de sus respectivos presupuestos.

Asimismo, el Banco Central será el responsable de que las superintendencias reciban oportunamente los fondos para cubrir su presupuesto.

Las propuestas de presupuesto de las superintendencias y del Conassif serán enviadas en consulta a los sujetos supervisados. Sus observaciones serán analizadas, pero no serán vinculantes para la versión final de los presupuestos que se envíen para conocimiento de la Junta Directiva del Banco Central y para la respectiva aprobación de la Contraloría General de la República. Las observaciones deberán ser enviadas, en la forma y el medio que se indique reglamentariamente, en un plazo máximo de diez días hábiles después de recibidas las propuestas de presupuesto. El resultado del análisis de las observaciones recibidas, tanto de las aceptadas como de aquellas rechazadas, se publicará dentro de los siguientes diez días naturales después de cerrado el periodo de recepción, en los sitios web de cada superintendencia, del Conassif y del Banco Central de Costa Rica.

El gasto corriente del presupuesto de las superintendencias y el Conassif, anualmente no crecerá más del sesenta y cinco por ciento (65%) del crecimiento promedio del producto interno bruto nominal, para los últimos cuatro años previos al año de formulación de dicho presupuesto. Para determinar el crecimiento anual se tomará como referencia el gasto corriente del presupuesto institucional aprobado, inmediato anterior.

(Así reformado pro el artículo 1° de la ley N° 9746 del 16 de octubre del 2019)

Artículo 175- Contribución de cada sujeto fiscalizado al financiamiento de los gastos de las superintendencias

Cada sujeto supervisado por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval) y la Superintendencia General de Seguros (Sugese) contribuirá, hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de sus ingresos brutos anuales, al financiamiento de los gastos efectivos de la respectiva superintendencia. Para las entidades aseguradoras y reaseguradoras supervisadas por la Superintendencia General de Seguros no se tomarán en cuenta, para los efectos de este artículo, los ingresos provenientes de las reaseguradoras.

Cada entidad supervisada por la Superintendencia de Pensiones (Supén) contribuirá hasta con un máximo de un cero coma cero dos por ciento (0,02%) de los activos administrados o de un cero coma cero cero dos por ciento (0,002%) del monto pagado por pensiones, en el caso de aquellas entidades supervisadas que no administren activos. Dentro de estos límites máximos, las superintendencias podrán cobrar a cada sujeto supervisado una contribución marginal superior cuando el perfil de riesgo del supervisado exija un mayor esfuerzo de supervisión. El cálculo del costo de ese esfuerzo adicional se hará con base en el costeo de las tareas realizadas y según los procedimientos que se establecerán en el reglamento respectivo.

En el caso de los emisores no financieros, la contribución será hasta de un cero coma uno por ciento (O,1 %) anual sobre el monto de la emisión. Los sujetos obligados por los artículos 15 y 15 bis de la Ley N. º 7786, Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo, de 30 de abril de 1998, contribuirán con un canon. Este podrá ser diferenciado, según lo defina el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) en función del perfil de riesgo del sujeto supervisado, su estructura, la cantidad y el monto de sus transacciones, y su vulnerabilidad al riesgo. El Conassif fijará el monto de dicho canon anualmente, según los cambios que se den en relación con la cantidad y tipo de sujetos inscritos y costos del proceso de supervisión. El canon se pagará anualmente.

Mediante reglamento del Poder Ejecutivo se especificarán los porcentajes de la contribución tanto regulares como los marginales por concepto de esfuerzo superior en la supervisión, según los diversos tipos de sujetos supervisados, dentro de los límites máximos antes indicados, de manera que se cubra el cincuenta por ciento (50%) de los gastos de cada una de las superintendencias. No se impondrá una contribución adicional, cuando un mismo sujeto quede sometido a la supervisión de más de una superintendencia, sino que el sujeto de que se trate contribuirá únicamente al presupuesto de su supervisor natural o principal, conforme a los términos del reglamento.

En caso de mora, el monto de las contribuciones adeudadas devengará la tasa de interés moratoria definida en la Ley N.º 4755, Código de Normas y Procedimientos Tributarios, de 3 de mayo de 1971. (Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9746 del 16 de octubre del 2019)”. (Destacado no es parte del texto original).



Referente al trámite de esta Ley, conviene destacar que la misma al ser publicada en el año 2019, aún no se encontraba conformada la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, órgano que inicia funciones hasta el 27 de enero de 2020. De tal manera, la Ley N°. 9746 es consultada directamente al Poder Judicial, en calidad de administrador del régimen del FJPPJ y como Poder de la República, sobre la afectación a su organización y funcionamiento, emitiendo en sesión de Corte Plena N.° 023-2019, artículo XII del 10 de junio de 2019 que en lo que interesa se destaca:”

“…Profundiza la obligación de los supervisados y regulados para sostener las supervisiones y para la Superintendencia de Pensiones se modifica la base de cálculo de la contribución para que esta no sea con base en los ingresos brutos sino sobre el activo administrado. Se proponen las bases de cálculo. En cuanto a Poder Judicial, directamente, propone modificar el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para que la Junta Administrativa quede sujeta a la supervisión y regulación de la Supen y del Conassif y a los cobros por esa supervisión que imponen estas reformas.

De acuerdo con los artículos 167 de la Constitución Política y 59 inciso 1° de Ley Orgánica del Poder Judicial se consulta si incide en el funcionamiento del Poder Judicial. Estrictamente el Poder Judicial realiza la labor jurisdiccional y auxiliar de Justicia. El Fondo de Jubilaciones no es labor jurisdiccional de manera que, a mi criterio, estas propuestas de reforma legal NO afectan el funcionamiento del Poder Judicial.”

[…]

“Sometido el asunto a votación, se acordó: Tener por rendido el informe del magistrado Rivas y hacerlo de conocimiento de la Comisión Especial que se encargará de conocer y dictaminar proyectos de ley requeridos, para lograr la adhesión de Costa Rica a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada, con la indicación expresa de que el proyecto de ley consultado no afecta la organización y el funcionamiento del Poder Judicial. Así votaron las magistradas y los magistrados Cruz, Rivas, Solís, Rojas, Molinari, Aguirre, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, las Suplentes y los Suplentes Chavarri Negrini, Zúñiga Morales, Desanti Henderson y Segura Bonilla.” (Destacado no es parte del texto original).

Conforme al criterio emanado por Corte Plena, en su momento aún administradora del régimen del FJPPJ (proyecto de Ley fue consultado entre los meses de mayo-junio 2019), al no oponerse al cambio suscitado, no analizar el impacto ni la magnitud de este sobre las finanzas del FJPPJ o su Junta Administradora, dio el aval necesario para la continuidad del citado proyecto. 

Así las cosas, la reforma indicada en la Ley N.° 9746, cambia lo estipulado en el artículo 241 de la Ley N.° 9544, denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. Por lo que, al aplicar lo indicado se varía la base del cálculo de utilizar “ingresos anuales” de la Junta Administradora del FJPPJ (JUNAFO) a utilizar los “activos administrados” del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), pasando a calcularse con una base mucho mayor de recursos y por ende a aumentar la cuantía de dicho canon.

Ahora bien, los activos administrados, según las Normas Internacionales de Información Financiera, se define como “un recurso controlado por la entidad como resultado de sucesos pasados, del que la entidad espera obtener, en el futuro, beneficios económicos". Esta definición se desglosa en tres momentos clave: resultado de hechos pasados, recurso controlado y beneficio económico futuro. Para el caso del FJPPJ se consideran como tal, a los aportes, las inversiones y el efectivo, correspondiendo con el activo total del Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios.

El artículo 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, en términos sucintos indica que se "Contribuirán hasta con un máximo de 0,02% de los activos administrados". Para la propuesta de proyección se decanta más por una tasa de crecimiento, que utilizar por ejemplo el rendimiento esperado considerando que este normalmente se establece en el siguiente año, después de que se haya publicado el documento de Políticas Monetarias, que existen factores implícitos en el documento como lo son la inflación esperada, el tipo de cambio, la tasa de política monetaria y esta a su vez va a influir en si es restrictiva o no, por lo tanto, es más conveniente utilizar de parámetro para el cálculo el monto máximo que podrían cobrarle al Fondo; y a través de la tasa extrapolar datos para los siguientes períodos.

A continuación, se muestra el escenario con tasa de crecimiento a 4 años, para demostrar en términos numéricos el impacto máximo que podría llegar a realizarse como pago del canon tomando en consideración que es un 0,02% de los activos administrados:
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donde Valor presente es el dato más reciente
donde Valor pasado es el dato más antiguo 
1/n= es el valor de los periodos a considerar 
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De lo anterior, se puede observar, que los activos administrados van a crecer a una tasa del 0,95%, esto generando que el pagado máximo anual estimado crezca en un 777% del monto anual promedio pagado. Esto considerando que pasa de 18 millones a 144 millones para diciembre de 2024, continuando su crecimiento conforme crezcan las reservas de este régimen básico del primer pilar.

Es importante acotar que el crecimiento del presupuesto de la SUPEN va a trasladar un aumento anual de un 7,5% entre todos los administrados, pasando de un nivel actual de cobertura del 20% de su presupuesto total al 50% de este por parte de los administrados de dicha Superintendencia, por lo cual esta estimación no resulta ser la que verdaderamente aplique y únicamente busca ejemplificar los niveles máximos que podrían llegar a cancelarse, conforme los parámetros establecidos con la citada reforma. 

Ahora bien, según la información recibida mediante el N° SP-775-2023 del 19 de junio del 2023, la SUPEN indico que, con respecto al “Canon de Supervisión”, este se estima un incremento para el año 2024 según se detalla a continuación:
	
“El monto formulado para el 2024 es de 57 904 242,00 colones. Es importante destacar que este monto corresponde a una estimación por lo que no puede considerarse como la contribución definitiva que debe realizar su representada en el año referido. Al respecto, posteriormente, se les estará comunicando el monto definitivo por cobrar”



Del cual, se dio respuesta a la SUPEN mediante oficio N.° 0245-DJA-2023 de fecha 21 de junio de 2023, indicando lo siguiente:

“[..] 3. De acuerdo con la estimación por los servicios de supervisión, a partir del comportamiento de las partidas de los años 2021, 2022 y 2023, se informa que la JUNAFO posee presupuestados los recursos suficientes para cubrir el concepto de supervisión de SUPEN para el periodo 2024.

4. Se destaca que, los recursos por concepto de cobro por los servicios de supervisión fueron formulados en la cuenta presupuestaria “6.01.06 Transferencias corrientes a instituciones Públicas Financieras” que se está solicitando.”

Posteriormente, el oficio de la SUPEN fue conocido y comunicado en el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N.° 028-2023 celebrada el 13 de julio de 2023, en el cual dan por recibido el mismo y aceptan la directriz sobre la subpartida presupuestaria a considerar. 

Adicionalmente, conviene destacar que el porcentaje que es asumido para el periodo 2024 es del 27.50% (para el año 2023 es 20%), llegando en el año 2027 a cubrir el 50% del presupuesto de la SUPEN distribuido entre sus supervisados, situación que hacer prever un crecimiento inercial significativo en los siguientes periodos fiscales, aún sin considerar ningún crecimiento en el monto total del presupuesto de la SUPEN por concepto de inflación o de nuevos requerimientos, el traslado del peso a cubrir entre los supervisados, será significativo y representa una obligación financiera importante a considerar en los próximos años. Para ejemplificar esta situación, a continuación, se presenta un estimado de los niveles monetarios y porcentuales a cubrir por parte de la JUNAFO: 


[image: ]
Fuente: elaboración propia con datos de Ley 9746 y canon SUPEN 2024.

No se omite indicar que, esta estimación se mantendría valida siempre y cuando no desaparezca algún ente supervisado en el mercado que obligue a redistribuir la carga presupuestaría entre los obligados restantes o que la SUPEN decida realizar un incremento en su presupuesto por inflación o nuevos requerimientos, lo cual parece ser la tónica y lo esperable para los próximos años considerando, la historia previa de crecimiento de esta Superintendencia. De tal manera, como se señaló anteriormente en este documento, el nivel máximo a cubrir por parte de la JUNAFO se estima entre ¢ 140 a ¢ 150 millones de colones por año, representando más de un 777% de incremento en el nivel de aporte a esta contribución obligatoria con respecto a la metodología anteriormente establecida, rubro que a todas luces resulta desproporcionado y alarmante, para las finanzas de cualquier organización.

Como idea de marras, se puede entender que el monto aproximado a cancelar por concepto de “Canon de Supervisión” para el año 2024 será de ₡57 904 242,00 colones; considerando que pasa de un promedio de ¢ 18 millones a casi ¢ 58 millones para diciembre del 2024 y esto genera un crecimiento en el pago del canon de un 312% del pago promedio anual solo durante el primer año, siendo este incremento ya una realidad y que para los próximos años se estiman variaciones significativas al alza por concepto del pago de este canon, provocando una presión adicional al presupuesto de la JUNAFO que se tramita. Sobre este aspecto, es importante acotar, que en consulta realizada a la SUPEN el 31 de octubre de los corrientes, mediante correo electrónico, indica que este dato no es definitivo, hasta contar con los saldos finales al 31 de diciembre de 2023, aunado a que el reglamento que establece la metodología está en proceso de consulta externa, hasta que sea aprobado y comunicado en el Diario Oficial La Gaceta se podrá comunicar el proceso de cobro.

Dado lo anterior, se remite la presente información para el conocimiento y análisis del estimable cuerpo colegiado que usted preside, con el fin de que se valore las posibilidades reales de manifestación u observaciones ante la SUPEN o en su defecto, se instruya a la administración para tomar las consideraciones necesarias en la tramitación de los presupuestos futuros de este cuerpo colegiado.

Esperando que la información les sea de utilidad, se despiden, 

(...)
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Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “De esto no nos queda otro remedio que acatarlo, creo yo, de acuerdo con lo que leí en cuanto a lo que nos pone don Oslean, sobre ese canon, que no sé cómo llamarlo, porque no sería ni un impuesto, pero que en realidad no queda otro remedio que cancelarlo, ¿no, don Oslean?”. 
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, explica: “Efectivamente don Juan Carlos, del análisis que se realiza, se considera que no hay ahorita mucha posibilidad de berreo, por así decirlo.
Esa modificación a la ley ocurre cuando todavía la Junta no estaba conformada, durante la etapa donde todavía era Corte Plena y Consejo Superior, quienes podían referirse y podían oponerse a la modificación de la ley. Nunca se cuantificó, cuánto incremento sería este ajuste, y con la premisa de que era un requisito de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos - OCDE, todos los poderes se alinearon para que el proyecto pasase.
Lo cierto del caso es que, aquí tratamos de ejemplificar la cuantía tan significativa de incremento, estamos diciendo que como máximo podemos pasar a pagar ciento cuarenta y cuatro millones, ciento cuarenta y cinco millones de colones por año, de los dieciocho millones que pagamos actualmente, un incremento de más de 777%, es así de grave esa situación.
El informe se hace para que ustedes conozcan este tema, y número uno, si a bien lo estiman, dejen manifestada alguna oposición, dejen manifestado algún señalamiento, algún cuestionamiento a la Superintendencia de Pensiones - SUPEN por este incremento tan absurdamente alto, y si a bien lo estiman, instruyan a la Administración para que lo considere dentro de la ejecución del presupuesto cada año. Porque como les menciono, veo que se limita montones la posibilidad de oponerse, ya es una ley de la República, ya se encuentra definitivamente en validez, y no creo que a estas alturas vayan a echar para atrás lo que ya le prometieron a la OCDE que iban a hacer, sin embargo, sí hay voces en el mercado que se están oponiendo a esta situación.
Hay que decirlo con lujo de detalles, aquí lo que están cobrando es con base en el activo administrado, entonces, si el Fondo de Jubilaciones se recupera y aumenta sus reservas, más caro nos va a salir ese canon de supervisión, entre mejor estemos, más caro va a salir ese canon de supervisión, esa es la realidad, y, por ejemplo, nosotros estamos pagando esas cantidades, la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional – JUPEMA, está brincando y está buscando por todos los medios oponerse a esta modificación porque para ellos representa una cantidad absurdamente alta, con la ventaja de que JUPEMA de alguna manera, proporcionalmente el canon entre los ingresos que recibe anualmente JUPEMA, es sumamente bajo a nosotros, ese monto del canon máximo entre los ingresos que nosotros recibimos, sí nos golpea muchísimo más, porque nuestros ingresos son aproximadamente mil ochocientos millones por año.
Pero era como para que ustedes supieran de esta situación, supieran que esto fue ley de la República, que no fue responsabilidad de sus personas, fue realmente Corte Plena y Consejo Superior quienes no actuaron o no se opusieron en su momento y oportunidad, y que efectivamente aquí hay muy poco margen de maniobra”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, comenta: “Yo realmente me opongo al pago de este canon así, sin tener ninguna disposición técnica de ese aumento tan excesivo que se tiene, y solicitarle a la SUPEN que nos indique a qué se debe ese aumento tan desproporcionado que nos están haciendo. Así que, de mi parte, protesto en ese sentido de la metodología que usaron, en no sé, en qué forma, para inflar tanto de dieciocho millones a ciento y resto”.
El integrante presidente Segura Solís, interviene: “Don Arnoldo, si mal no entiendo, para que no metamos la pata, podemos hacer una protesta, pero la SUPEN está actuando amparada a la ley, entonces aquí lo que está mal es la ley, eso es lo que yo estoy captando, es la ley la que determina ese porcentaje y entre más activos hayan, más impuesto, sé que no es un impuesto, es un canon como dijo don Oslean, pero así será. Aquí lo que habría que hacer es estudiar el punto con un constitucionalista para determinar o no la inconstitucionalidad de esa norma”.
El integrante Hernández Solano, señala: “Me parece entonces que podríamos pasárselo a la Asesoría Jurídica para que determine qué forma podemos hacer una acción en ese sentido, ¿o no?”.
El integrante presidente Segura Solís, refiere: “Bueno, ahora lo discutimos, voy a darle la palabra a don Alexander”.
El doctor Alexander Arguedas Vindas, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “En este caso don Juan Carlos, mi comentario es el siguiente, si bien es cierto, es una ley y hay que pagar un canon de supervisión que sabemos que cualquier entidad supervisada, por cualquiera de las superintendencias, ellos siempre van a buscar como fondear su presupuesto, y obviamente SUPEN no es la excepción, sí tal vez sería bueno que la Administración, en este caso don Oslean aclare, porque esto va a golpear los Estados Financieros del Fondo, pasar de un canon de un cierto gasto que se tenía, obviamente, como decís a un 700%, para que también no vayan a decir después, conociendo al conglomerado judicial, de que las decisiones que tomó la Junta están perjudicando los números del Fondo y que ahora se paga más por la supervisión, no sé, porque hay que también estar preparados desde el punto de vista de revelación en los Estados Financieros cuando se de este efecto, porque obviamente, pasar de dieciocho a ciento cuarenta y cuatro millones, es una exageración, hay que cumplirlo porque es la ley, y no queda de otra en este país, por eso es que la regulación es tan cara, y ellos abusan de esto.
Pero sí sería bueno también, cuidar ese aspecto de revelación también a nivel de Estados, y también en lo que es comunicación a los cotizantes del Fondo, para que después no vayan también a achacar a la Junta algo que, como dice don Oslean, es algo que ya viene por ley, pero hay personas que eso no lo entienden, ese era mi comentario”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Esto es pagar errores del pasado, es la falta a la vigilancia, no de la Junta, no del mismo Poder Judicial, sino de toda la industria como tal, creo que nos dejamos meter un gato por liebre, ese es un tema. En concreto, nosotros debemos cancelar por hoy conforme a la ley un monto por la supervisión, lo que no me quedó claro, porque en el estudio no, o en el oficio, creo que nada más nos faltó precisar que era el 951 el que tiene que pagar esto don Oslean”.
El máster Mora Valdez, dice: “Sí señor, el programa 951 y lo paga el dinero de la JUNAFO, no del Fondo, sino de la Junta Administradora”.
El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Correcto, del 5x1000”.
El máster Mora Valdez, afirma: “Así es, sí señor”.
El integrante Arroyo Guzmán, prosigue: “Gracias don Oslean más bien, y lo otro que me gustaría incluir en un acuerdo, solicitarle a la SUPEN, que nos indiquen los criterios que operarían en el futuro, cuando la situación del país mejore, porque esa es la esperanza de todo el mundo y lo ideal es que nosotros tengamos claramente definida la metodología a seguir.
Y, por último, creo que sería buenísimo, que la alta gerencia se acerque a la JUPEMA para analizar la posibilidad de unir esfuerzos, y formar una sola oposición que me gustaría que esa parte, la empezaremos a explorar también, nosotros no tenemos por qué dejarnos solo un lado, creo que si es una o más entidades, como en nuestro caso, que tenemos que pelear y no pagar esa barbaridad de dinero, que lo hagamos en forma conjunta y no como islas separadas”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, menciona: “Primero que todo esa estimación de incremento de este canon de supervisión, lo considero desproporcionado, aquí pasa algo que no sabemos, pero está desproporcionado porque en el 2023 se pagó dieciocho millones en promedio, 2020 cincuenta y siete millones, 2025 proyectado setenta y tres millones, 2026 ochenta y nueve millones, 2027 ciento cinco millones, 2028 ciento treinta millones, ya hice la proyección, es de locos, es decir, eso es desproporcionado.
Diría que, a pesar de que es una ley de la República y todo, nosotros hagamos en dos vías alguna gestión, desde el punto de vista administrativo, que la Alta gerencia de la JUNAFO se una en esta oportunidad con la Asesoría Legal de la JUNAFO, para ver la parte matemática de por qué ese incremento tan desproporcionado lo vuelvo a decir, y la norma específica en los artículos de la ley o de las leyes que se modificaron para tales efectos, siendo así que lo estudien, que lo analicen, y nos digan qué fue lo que sucedió con certeza, ¿por qué?. Y después de ese informe, tomar la decisión de ver si hacemos una apelación al respecto, indicar que no estamos de acuerdo por esto, esto y esto, pero ya con más estudio de la norma y de la parte matemática, porqué esos indicadores tan altos.
Entonces hay dos vías, la parte de administrativa en la parte matemática, y la parte legal, indicar por qué, el hecho generador de esto, debemos de conocer qué generó estos incrementos tan increíbles, y lo decía muy bien don Alexander, nosotros no podemos aprobar este incremento así porque así, sin apelación, es decir, esto es de todos los asociados y asociadas a este Fondo, y debemos de velar ese gasto, que realmente es un gasto, pasa por gasto, y eso implicaría desmejora de los estudios actuariales, no crea, de una u otra manera.
Entonces, incorporar digamos, la tasa creciente, yo la veo desproporcionada, disculpe que vuelva a repetir la palabra, pero es que es exagerada, es decir, más de un 700% de incremento de aquí al año 2028, es de locos, yo no estoy de acuerdo, es decir, si nos meten esto así, en el año 2050, quien sabe cuánto se le va a pagar a la SUPEN por supervisión.
Entonces creo que, hay que hacer un precedente, y también aprovecho para que quede en actas, hacer esos enlaces, ver qué está haciendo también JUPEMA, y otras, para ver qué están haciendo, unir esfuerzos por medio de una parte de Asesoría Legal nuestra, para que nos indaguen que están haciendo, y unir esfuerzos y enviar un documento en conjunto de la afectación realmente de los recursos del Fondo, esto es un tema sumamente abrupto, muy fuerte, es que a uno le pueden aumentar un porcentaje considerable y razonable, hay cosas razonables, pero esto no es razonable, esto es demasiado incremento, de un 700% que hasta yo me asusto de lo que está pasando, no.
Hay que ver entonces la base y todo, esta Junta Administradora por favor, hacer ese estudio por parte de la Administración, Alta Gerencia, y Asesoría Legal, y cruzar ideas con otras organizaciones que tienen este mismo problema para ver qué podemos hacer en conjunto”.
El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Si he entendido bien, lo primero es oponernos e indicarle a la SUPEN los motivos por los cuales el canon es tan abruptamente alto”.
El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Correcto”.
El integrante presidente Segura Solís, prosigue: “Dos, hacer un estudio con la Asesoría Jurídica acerca de la naturaleza jurídica del mismo. Sería así, ¿verdad?”.
El integrante Quesada Madrigal, afirma: “Sí señor, exactamente, el hecho generador”.
El integrante presidente Segura Solís, continúa: “Y luego cruzar ideas con otros, sistemas de fondos para ver si de forma conjunta se pueden tomar algunas medidas en contra de dicha ley. Así quedaría el acuerdo en ese artículo V”.
Todos los integrantes manifiestan estar de acuerdo.
El integrante Quesada Madrigal, agrega: “Perdón, faltaba, porque dejamos desarmada a la Administración, aun así, tenemos que incorporarlo al presupuesto de 951, para autorizarle a don Oslean que lo proyecte, porque no podemos dejarlo, ni modo, tenemos que hacerlo, entonces también esa parte faltaba”.
El integrante presidente Segura Solís, menciona: “Sería entonces, el punto uno sería este que usted está diciendo, el que era uno pasa a dos, el dos pasa a tres y el tres pasa a cuatro”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° 0326-SAF/DJA-2023 del 08 de noviembre del 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, relacionado con el aumento del cobro del canon de supervisión de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. 2.) Manifestar a la SUPEN, la oposición de está Junta Administradora ante tal aumento en el cobro del canon de supervisión, por cuanto se considera abruptamente alto, al ser más de un 700%, por lo que se solicita se indique a qué se debe dicho aumento tan desproporcionado. Así mismo, solicitarle a la SUPEN, que indique los criterios que operarían en el futuro, cuando la situación del país mejore, a fin de que esta Junta tenga claramente definida la metodología a seguir 3.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO para que, en conjunto con la Dirección de la JUNAFO, realice un estudio acerca de la naturaleza jurídica o hecho generador del aumento antes mencionado, y de cómo lo están manejando las otras entidades supervisadas, con el objetivo de que se pueden tomar algunas medidas conjuntas. 5.) Autorizar a la Direccion de la JUNAFO, para que incorpore el pago del canon por supervisión de la SUPEN dentro del presupuesto del programa 951.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO VI
Documento N° 472-2023 / 1082-2023
En sesión N° 022-2023 del 30 de mayo de 2023, artículo XV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0305-JP/DJA-2023 del 11 de mayo de 2023, comunicaron lo siguiente:

“Esta Dirección en fecha 02 de diciembre de 2022 (15 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Marisol Castro Dobles, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

Mediante informe N.° 22-001894-0725-TS y recibido por esta Dirección el 11 de abril de 2023, suscrito por la Licda. Priscilla Gómez Cerdas, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Castro Dobles.

En dicho informe, se constata que la señora Castro Dobles es beneficiaria de una pensión por parte de Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, percibiendo mensualmente en bruto ¢ 2.582.636,31 (dos millones quinientos ochenta y dos mil seiscientos treinta y seis colones con 31/100) y en liquido el monto de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) según se pudo observar en la documentación aportada por la persona gestionante, sin embargo, la profesional en Trabajo Social es clara en indicar en su informe lo siguiente:

“Limitaciones

No se cuenta con documentación sobre los egresos del grupo familiar, ni sobre la condición de salud de la persona referida, debido a que se solicitó y al momento de la redacción del presente informe esta no fue aportada.”

Es por lo anterior que, se considera que la ausencia de documentación genera limitaciones y restringe el análisis relacionado con la situación de dependencia económica de la persona gestionante.

Normativa atinente al caso:

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...” El resaltado no corresponde al original.

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…”

Conclusiones:

Con base en todo lo antes expuesto, se extraen las siguientes conclusiones: 

· Ante la ausencia de información relativa a los egresos que posee la señora Castro Dobles, esta Administración se ve limitada para la determinación si existe o no dependencia económica establecida en el artículo N.° 228 en la L.O.P.J vigente, así como la magnitud de esta. 

· La Licda. Priscilla Gómez Cerdas, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología finaliza su documento con la siguiente conclusión: 

“La Finalmente, a pesar de que se refieren limitaciones económicas para la satisfacción de necesidades y el estilo de vida que se mantenía antes del fallecimiento del señor Ricardo, la falta de documentación genera limitaciones metodológicas para la caracterización de la dinámica de egresos desarrollada al momento de la presente valoración, limitando el análisis relacionado con la situación de dependencia en términos exclusivamente económicos.

Es por todo lo antes expuesto que, se considera conveniente denegar la solicitud de pensión y el archivo de las presentes diligencias, ante la ausencia de elementos probatorios que permitan establecer un esquema de gastos de la persona solicitante, requerido por la persona profesional en Trabajo Social. 

Así la cosas, se hace del estimable conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para lo que a bien estime resolver, quedando a la mayor disposición de ampliar cualquier elemento que surja al respecto, atentamente;

(…)

Anexos:

Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
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Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, manifiesta: “No estoy de acuerdo con la propuesta que viene en este artículo”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Yo tampoco don Juan Carlos, por lo tanto, me aparto de la propuesta, por cuanto no veo en ninguna parte, la prueba sobre la solicitud de los documentos de gastos, porque es lo que están alegando las personas, esperaría fuera parte de la actuación del Poder Judicial. Se menciona gastos, estimo que normales, de esta forma, devolvería esta gestión a la Dirección de la JUNAFO, a fin de que se verifique la solicitud de los documentos probatorios, esto porque es la Dirección la que nos traslada el caso por medio del oficio 305-JP/DJA-2023”.

El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Parece ser que cuando la trabajadora social llegó, doña Marisol estaba pasando por un momento… que se enmudeció, y lo único que dijo fue que él era el que se encargaba de todos los gastos de la casa y que ella no sabía cuáles eran esos gastos. Que un trabajador o trabajadora social me venga a decir eso es un informe deja mucho que desear”.

El integrante Arroyo Guzmán, prosigue: “Correcto, entonces por eso don Juan Carlos había estimado, que le volvería la gestión a la Dirección de la JUNAFO, no por una carga de trabajo, sino como la intermediación de la Dirección, para que le solicite a Trabajo Social, ¿dónde está la prueba que ustedes le pidieron eso?, y si no, entonces que le digan, o tiene la prueba o rehacen eso, que me parece que sería, porque es totalmente inhumano para mí. Eso es como un tema de carrera, me parece que es un tema como de aprehensión, más que una técnica profesional que deberían de tener las personas de Trabajo Social, por lo menos desde mi perspectiva”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta “También estoy de acuerdo con usted”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, refiere: “Este tema si ustedes ven, desde Trabajo Social es que se determina que no se cumple con los requisitos, la Dirección de la JUNAFO no puede hacer otra cosa más que indicar esto para que eventualmente se valore, si se acoge o no, interpreto que en este momento la gestionante no cumple con el requisito y no hay un informe técnico que avale, que sean cinco pesos, que sean cien pesos o que sea un millón, no hay en este momento nada. 

Entonces no tengo el insumo para poder dar una recomendación de lo que sea, ni asignarle un cinco ni asignarle un ochenta, no podría en este caso la Dirección de la JUNAFO. Concuerdo con ustedes y no dudo que las personas de Trabajo Social tendrán evidencia de algún correo o alguna gestión que ellos hayan realizado para solicitar esto, pero respetuosamente, sugeriría más bien remitirle al Departamento de Trabajo Social del Poder Judicial, para que rehaga el informe, y que vuelva a citar a la persona y le solicite la información correspondiente.

Regresarlo a la Dirección de la Junta, somos intermediarios, que en este caso no podemos hacer otra cosa más que hacer eso mismo, volverlo a remitir a Trabajo Social, pero honestamente, no tenemos el peso en la Dirección que tendría un acuerdo directamente de Junta, donde se le indique a Trabajo Social que debe hacer tal cosa, sugeriría respetuosamente que el acuerdo más bien se dirija a Trabajo Social, y que efectivamente, lo que se les ordene, ni siquiera es que me muestre la documentación de que no lo presentaron, rehaga el estudio, pídale con más tiempo, haga una nueva cita y vuelva a evidenciar la información que se necesita para que se valore la situación”.

El integrante Arroyo Guzmán, expresa: “Totalmente de acuerdo con don Oslean, de una u otra forma esto está malo, habría que rechazarlo y devolverlo”. 

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “¿Quería saber si esto ha pasado anteriormente?, ¡qué es esa barbaridad!, ¿qué es eso?, ¿cómo van a poner eso?, ¡qué extraño!, hay cosas que no calzan”.

El integrante presidente Segura Solís, interviene: “A mí me llegó la información por un amigo de ellos, la actitud de la trabajadora social al momento en que llegó a hacer el estudio, o sea, da de verdad lastima el trabajo que hace una persona con una “expertis” como es un trabajador social, que haga semejante informe”.

El integrante Quesada Madrigal, expresa: “No, eso no es un informe, ¡qué terrible!, no tiene el contenido esencial, ¡qué barbaridad! ¿Ya esto había sucedido alguna vez, alguien sabe?, ¿algo así parecido?”.

 El integrante presidente, Segura Solís, comenta: “Lo que me han llegado a decir es que depende del Trabajo Social, depende de la provincia, las personas son más amables o no a la hora de hacer el estudio, eso es lo que me ha llegado, mucho más accesible y comprensiva a la hora de llegar a hacer el informe de Trabajo Social”.

El integrante Quesada Madrigal, indica: “Lo que hay que hacer es devolverlo y que por favor lo hagan bien”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, señala: “De acuerdo”.

Se acuerda: Una vez conocida la gestión anterior relacionada con la solicitud de pensión presentada por la señora Marisol Castro Doble, así como lo indicado en el informe N° 22-001894-0725-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, esta Junta dispone: 1.) Devolver al Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial el informe rendido, a fin de que rehaga el estudio con el objetivo de aclarar la situación de la persona gestionante y contar con los recursos necesarios para determinar si se otorga o no la pensión. 2.) Notificar el presente acuerdo a la petente. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes. 

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.
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Posteriormente, en sesión N° 028-2023 del 13 de julio de 2023, artículo XV, se tomó el acuerdo que, en lo conducente, literalmente dice:
“(…)

En relación con lo anterior, conoce esta Junta Administradora, el oficio N° DTSP-103-2023 del 19 de junio de 2023, suscrito por la máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, que dice:

0. “En atención al oficio N° 0400-JUNAFO-2023, acuerdo tomado por la JUNAFO en sesión N° 022-2023 celebrada el 30 de mayo de 2023, artículo XV, relacionado con la valoración socioeconómica realizada a la señora Marisol Castro Dobles, ante solicitud de pensión por fallecimiento del exfuncionario judicial jubilado, señor Ricardo Zamora Carvajal, me permito hacer las siguientes manifestaciones para su consideración. 

En vista de que se acordó “Devolver al Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial el informe rendido, a fin de que rehaga el estudio con el objetivo de aclarar la situación de la persona gestionante y contar con los recursos necesarios para determinar si se otorga o no la pensión”, se considera que hacer un nuevo estudio sería revictimizante para la señora Castro Dobles, en tanto el aspecto que quedó faltante en el estudio socioeconómico es la información detallada de los egresos del grupo familiar y el aporte de los documentos que lo acrediten, para poder sustentar o no la dependencia económica de la solicitante respecto al cónyuge, lo cual podría solventarse con una ampliación del dictamen ya existente. Por lo que se solicita reconsiderar si en lugar de rehacer el estudio, se proceda a la ampliación de este, y así evitar exponer a la señora Marisol a un nuevo proceso de valoración completo.

Por otra parte, se estima importante aclarar que, en el apartado de metodología del dictamen, se aprecia la consulta de diversas fuentes de información a las que la perito tuvo acceso, no así a los documentos que solo la parte interesada puede aportar y que no se recibieron para poder integrarlos en el análisis.

Al respecto y en aras atender a la inquietud expuesta por el señor Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, en cuanto a señalar que “… no veo en ninguna parte, la prueba sobre la solicitud de los documentos de gastos”, de lo cual se aclara que lo indicado por la perito en el informe, responde a las actuaciones realizadas dentro del proceso de investigación social establecido en este Departamento, todo lo cual queda respaldado en el expediente social y preocupa si en adelante se va a tener que aportar prueba de todo lo actuado, teniendo la perito que justificar como en un contradictorio su intervención profesional. Para los efectos se adjunta la constancia mediante la cual la Licda. Priscilla Gómez Cerdas le indica por escrito a la señora Marisol Castro los documentos que se requieren para el estudio socioeconómico al 8 de marzo 2023, documento donde consta la firma de la usuaria. Asimismo, se aporta constancia de correos electrónicos intercambiados entre la perito y el señor Rubén Zamora Castro, hijo de la solicitante de la pensión, en los cuales se le indica a este los documentos que se requiere aporte su madre y se le extiende el plazo, inclusive, al 17 de marzo 2023.

No se omite indicar que también consta en el expediente social el consentimiento informado, instrumento mediante el cual se explica a la persona referida la metodología y técnicas de investigación a utilizar, dentro de las cuales destaca la revisión documental, que para este tipo de caso se refiere a documentación probatoria de egresos familiares, entre otros.

Acerca de lo indicado por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: “Ante la ausencia de información relativa a los egresos que posee la señora Castro Dobles, esta Administración se ve limitada para la determinación si existe o no dependencia económica establecida en el artículo N.° 228 en la L.O.P.J vigente, así como la magnitud de esta.” Se destaca que si bien esa Dirección fundamenta su criterio de no se puede determinar la dependencia o no de la solicitante por la ausencia de información de los egresos del grupo familiar, por otra parte, tal como se desprende del Dictamen Social, tanto en el cuerpo del informe, como en las conclusiones se hace alusión a la dependencia del señor Ricardo Zamora. Véase página 4 del dictamen, párrafo quinto, “Por un lado, el señor Ricardo asumía el rol de proveedor subsidiando y realizando el trámite de los pagos de servicios públicos de la vivienda, impuestos municipales, seguridad de la urbanización, alimentación, mantenimiento de la vivienda, servicios médicos en el ámbito privado, complementos nutricionales. Asimismo, era quien se ocupaba de brindar asistencia a la señora Marisol en momentos de deterioro de salud.” En las conclusiones se anota “… se reconoce que mantenía una relación de dependencia con la persona fallecida en términos de la organización de la pareja y de los roles asumidos en la dinámica familiar.”, de esta manera, si queda consignado en el informe la dependencia de la señora Castro hacia su cónyuge, siendo que el faltante de información detallada de los egresos, limitó concluir los gastos exactos en que incurría el jubilado fallecido y la inversión de la pensión de la solicitante.

En torno a lo referido por el integrante presidente de la JUNAFO, señor Juan Carlos Segura Solís: “Parece ser que cuando la trabajadora social llegó, doña Marisol estaba pasando por un momento… que se enmudeció, y lo único que dijo fue que él era el que se encargaba de todos los gastos de la casa y que ella no sabía cuáles eran esos gastos. Que un trabajador o trabajadora social me venga a decir eso es un informe deja mucho que desear”. De lo indicado es necesario señalar que el 100% de las personas solicitantes por vez primera del beneficio de pensión del Fondo, se encuentran en proceso de duelo, ante lo cual el personal de este Departamento ha cumplido con su trabajo de manera empática y respetando el dolor humano que subyace a la pérdida. En el caso particular de la señora Marisol Castro, se conoce que la trabajadora social al atenderla en la oficina percibió que se encontraba afectada no solo por la reciente pérdida de su cónyuge, sino también por la posterior muerte de uno de sus hijos, el cual estaba bajo su cuidado debido a discapacidad que presentaba. Es, por lo tanto, que la profesional le consulta si se encontraba recibiendo atención que le permitiera procesar la pérdida, y ante la respuesta negativa, le sugiere valorar ese tipo de apoyo. Siendo que, como resultado de esta sugerencia, cuando la trabajadora social realiza posterior valoración en domicilio a la señora Castro, esta le refiere agradecimiento, ya que había iniciado proceso de atención y que, según le indicó, se encontraba más un poco mejor. 

En ese sentido, llama la atención de que se asuma como cierto de que hubo falta de empatía por parte de la perito, respecto a la afectación emocional de la usuaria, con base en el dicho de un tercero ajeno al proceso y cuya identidad se desconoce, según se desprende de lo manifestado por el integrante presidente Segura Solís: “A mí me llegó la información por un amigo de ellos, la actitud de la trabajadora social al momento en que llegó a hacer el estudio, o sea, da de verdad lastima el trabajo que hace una persona con una “expertis” como es un trabajador social, que haga semejante informe”.

Aunado a lo anterior, además señaló el integrante presidente Segura Solís: “Lo que me han llegado a decir es que depende del Trabajo Social, depende de la provincia, las personas son más amables o no a la hora de hacer el estudio, eso es lo que me ha llegado, mucho más accesible y comprensiva a la hora de llegar a hacer el informe de Trabajo Social”. Al respecto se estima relevante se conozcan las fuentes que han referido este tipo de comentarios al señor presidente de la Junta, si se va a partir de esos dichos como una realidad, para poder este Departamento tomar medidas e intervenir con las personas profesionales que en apariencia no han brindado un trato adecuado y un servicio de calidad a las personas usuarias. 

Por su parte, el integrante Arroyo Guzmán, además plantea acerca de la supuesta actitud de la trabajadora social con la señora Marisol Castro: “Correcto, entonces por eso don Juan Carlos había estimado, que le volvería la gestión a la Dirección de la JUNAFO, no por una carga de trabajo, sino como la intermediación de la Dirección, para que le solicite a Trabajo Social, ¿dónde está la prueba que ustedes le pidieron eso?, y si no, entonces que le digan, o tiene la prueba o rehacen eso, que me parece que sería, porque es totalmente inhumano para mí. Eso es como un tema de carrera, me parece que es un tema como de aprehensión, más que una técnica profesional que deberían de tener las personas de Trabajo Social, por lo menos desde mi perspectiva”. De lo expuesto, se difiere de la apreciación en el tanto, como se indicó no concuerda lo referido por el “amigo” de la familia, con lo expuesto por la Licda. Priscilla Gómez de su intervención ética y empática con la solicitante de la pensión; además de que se asumió como cierta tal apreciación de ese tercero ajeno al proceso, sin antes haber siquiera consultado a la perito o bien a la misma persona usuaria, quien tampoco se conoce que a la fecha haya establecido alguna inconformidad con la actuación de la profesional trabajadora social.

Se desprende además del contenido del acuerdo de la JUNAFO, las manifestaciones del señor integrante Parris Quesada Madrigal: “¿Quería saber si esto ha pasado anteriormente?, ¡qué es esa barbaridad!, ¿qué es eso?, ¿cómo van a poner eso?, ¡qué extraño!, hay cosas que no calzan”, así como: “No, eso no es un informe, ¡qué terrible!, no tiene el contenido esencial, ¡qué barbaridad! ¿Ya esto había sucedido alguna vez, alguien sabe?, ¿algo así parecido?”. “Lo que hay que hacer es devolverlo y que por favor lo hagan bien”. Acerca de estas apreciaciones dadas las aclaraciones hechas en el presente oficio respecto a lo contenido en el Dictamen Social, donde se indicó la condición de dependencia de la señora Marisol Castro respecto a su cónyuge, siendo que lo que no se pudo concluir fue relacionado con los egresos, y esto lo pueden corroborar en el contenido del informe en su totalidad, se estima necesario conocer desde el criterio del señor Quesada Madrigal a qué se refiere con las afirmaciones de que el estudio social no es un informe, no tiene el contenido esencial y que hay cosas que no calzan. Esto para poder comprender en qué aspecto se debería realizar la nueva pericia o en su defecto si autoriza la Junta sea una ampliación del dictamen, dado que la perito actuó de conformidad con sus competencias y lineamientos técnicos, siendo que lo que quedó faltando fue información que no fue aportada por la persona valorada, a quien oportunamente se le solicitó, al igual que se le reiteró al hijo de ella, según consta en documentos adjuntos. 
 
Finalmente, no omito indicar que las anteriores aclaraciones se hacen con sumo respeto y en afán de comprender las inconformidades referidas respecto a la actuación de la Licda. Priscilla Gómez Cerdas, como perito en trabajo social respecto al estudio de la señora Marisol Castro, para poder tomar las acciones necesarias si es del caso. De igual manera, quedo en total disposición para atender consultas, así como para proceder a asignar la realización de un nuevo estudio a la persona usuaria, si así lo estiman o si es viable proceder con la ampliación del informe para evitar la revictimización, tal como se solicitó al inicio de este oficio.

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Comunicar a la máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, que esta Junta en sesión N° 022-2023 celebrada el 30 de mayo de 2023, artículo XV, devolvió el informe rendido, por dicho Departamento, efectivamente, con el fin de que se rehiciera la valoración socioeconómica a la señora Marisol Castro Dobles, con los insumos necesarios aportados por la petente. Por lo que este órgano queda a la espera de que sea remitido dicho estudio. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señora Castro Dobles.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad”.”
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Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0745-JP/DJA-2023 del 06 de noviembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 22-2023, celebrada el 30 de mayo de 2023, artículo XV, conoció el oficio N.º 0305-JP/DJA-2023 de la Dirección de la JUNAFO, referente a la solicitud de pensión presentada por la señora Marisol Castro Dobles, cédula de identidad 02-0349-0026, cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Ricardo Zamora Carvajal, cédula de identidad 02-0232-0954, acordando:

“(…) Devolver al Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial el informe rendido, a fin de que rehaga el estudio con el objetivo de aclarar la situación de la persona gestionante y contar con los recursos necesarios para determinar si se otorga o no la pensión (…)” 

I. Segunda valoración socioeconómica practicada

En razón de lo antes dispuesto, el pasado 16 de octubre, se recibió por parte del Departamento de Trabajo Social del Poder Judicial, el estudio N.º 23-002256-0160-TS suscrito por el Licenciado Kendall Chavarría Guillén, perito de dicha oficina, en el que indica textualmente:

“(…) La persona valorada responde al nombre de Marisol Castro Robles, con número de identificación 2 0349 0026, suma 66 años de edad, con fecha de nacimiento 28-10-1956, costarricense, pensionada, viuda, vecina de Curridabat.

La señora Marisol conformó una familia de tipo nuclear con su esposo, el señor Ricardo Zamora Carvajal, actualmente fallecido, se desempeñó como magistrado de la Sala I del Poder Judicial, con quien procreó dos hijos de nombres Rubén Zamora Castro, 43 años de edad, abogado y su hijo menor Raúl Zamora Castro, actualmente fallecido.

En cuanto a la dinámica sociofamiliar se identifica un núcleo con presencia de roles compartidos en los que ambas personas progenitoras estaban insertas en el mercado laboral, siendo el señor Ricardo el principal ingreso de la familia. Se niega la presencia de violencia de tipo psicológica o patrimonial que pudiera influir en la dependencia u organización económica del grupo familiar.

En lo concerniente al ámbito de la salud, la persona referida ha sido diagnosticada en el sistema de salud privado de “(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)”. En la consulta realizada en la CCSS se corrobora que la señora Marisol cuenta con seguro social activo.

Respecto al contexto sociolaboral, previo al fallecimiento del señor Ricardo, la persona referida se desempeñaba como directora general del Registro Nacional cargo que desempeñó por 30 años, espacio laboral del cual se retira en calidad de jubilada. En la actualidad no se identifican actividades laborales ni ingresos diferentes a los devengados por la pensión que recibe.

Asimismo, en lo atinente a la situación socioeconómica, previo al fallecimiento del señor Ricardo, su pensión neta era de ₡4,047,763 y fungía como el principal ingreso para la satisfacción de necesidades básicas, la totalidad de las compras y pagos del hogar así como la administración económica de esta, pues la señora Marisol refiere que sus ingresos personales se depositaban a una cuenta de ahorro en el Banco Popular y se utilizaban una vez al año en actividades de la iglesia o para cubrir gastos esporádicos de vestimenta del núcleo familiar, sin embargo, no formaba parte de la suplencia de otras necesidades básicas ni egresos del núcleo.

En este contexto, al ser el señor Zamora el encargado de la totalidad de las compras y pagos de servicios del grupo familiar, al momento de la valoración la señora Marisol refiere dificultad para gestionar económicamente los gastos del núcleo pues desconocía los montos que se pagaban para suplir necesidades básicas, lo cual implica una dependencia en términos funcionales y logísticos del hogar como parte de su estilo de vida previa al fallecimiento de su esposo.

Al momento de la valoración, se identifica que la persona referida logra suplir sus necesidades de alimentación, vestimenta, vivienda, acceso a salud privada, educación, servicios públicos, recreación, transporte y protección por medio de su pensión personal.

Con respecto a su situación económica previa y posterior al deceso del señor Zamora, en los siguientes cuadros se detallan los montos y rubros mensuales para su posterior análisis

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Tomando en cuenta que previo al fallecimiento del señor Zamora el grupo familiar era conformado por tres personas, se determina que el ingreso per cápita del núcleo era de ₡1 941 071 colones mensuales

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Tomando en cuenta el cuadro anterior se realiza la salvedad de que no se registra el monto de alimentación debido a que esta necesidad se suple por medio de las tarjetas de crédito por lo que dicho monto está incluido en este rubro. En lo relativo a la variación del ingreso per cápita del grupo familiar tomando en cuenta que previo al fallecimiento del señor Zamora era de ₡1 941 071 y posterior a este es de ₡1 775 450, es posible determinar que la diferencia neta percibida es de ₡-165 621.

Se corrobora por medio de la consulta realizada al Registro Nacional, que la señora Castro posee un bien inmueble a su favor en calidad de Finca y un bien mueble a su nombre en la categoría de Vehículo, el cual concuerda con las características del automotor personal de la persona referida. Se niega algún ingreso o actividad económica proveniente del uso del vehículo. En lo relativo a los hallazgos de la valoración domiciliaria, se determina que el mueble reúne las características de seguridad, protección higiene y accesibilidad necesarias para el desarrollo cotidiano de la persona valorada. En la valoración comunal, por lo que se le reconoce como un espacio de fácil acceso y seguro en el que no se refieren actividades al margen de la ley o que coloquen el vulnerabilidad y riesgo a la señora Marisol. Respecto a las redes de apoyo, al momento de la valoración no se reconoce el acompañamiento por parte de ninguna institución o profesional, a nivel familiar se refiere al señor Rubén, hijo mayor, como el principal apoyo psicoemocional, se niega el apoyo económico proveniente de redes de apoyo (…)” El resaltado no corresponde al original. 

II.  Conclusiones

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Ricardo Zamora Carvajal era de ¢ 8,115,151.66 (ocho millones ciento quince mil ciento cincuenta y un colones con 66/100) mensuales en bruto, por lo que el monto máximo al que podría aspirar la señora Castro Dobles es el 80% del monto bruto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, que para este caso equivale a ¢6,492,121.33 ( seis millones cuatrocientos noventa y dos mil ciento veintiún colones con 33/100) mensuales en bruto.

· Según lo concluidos por la trabajadora social en cargada del peritaje, se concluye que:

“(…) es posible reconocer modificaciones en el estilo de vida de la persona referida, mas no así, en la satisfacción de necesidades básicas; por tanto, no se identifican indicadores de vulnerabilidad socioeconómica.

Con base en lo anterior y en el análisis realizado respecto a los ingresos y egresos del hogar; tomando en cuenta la estructura familiar; no se identifica dependencia económica de la señora Marisol con respecto al señor Zamora Carvajal (…)” el resaltado no pertenece al original

· Asimismo, es importante mencionar que en el informe se incluye una nota aclaratoria que señala lo siguiente:

“(…) Al momento de la valoración, la persona referida se niega a firmar la declaración jurada de egresos, refiere que su negativa responde a que hay montos que podrían quedar fuera del análisis debido a que desconoce la cuantía o no tiene forma de corroborarlos. Debido a ello, para el fin de este dictamen, sólo podrán ser utilizados aquellos montos reflejados en comprobantes de pago aportados.

Al momento de la valoración no se cuenta con comprobantes de gastos previos al fallecimiento del señor Ricardo Zamora Castro (…) el resaltado no pertenece al original

· La señora Castro Dobles cuenta con un ingreso fijo, ya que es beneficiaria de una pensión por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS), donde percibe un monto neto mensual de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

· Del cuadro de ingresos y egresos mensuales, posterior al fallecimiento del señor Zamora, se desprende que existe un superávit de ¢578,810.00 (quinientos setenta y ocho mil ochocientos diez colones con 00/100), lo cual, hace denotar que actualmente la señora Castro Dobles puede solventar los gastos reportados, con el ingreso que percibe de su pensión.

· Finalmente, como se ha indicado en otras ocasiones el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.º 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera.

III. Recomendaciones

Con base en las conclusiones antes descritas y teniendo en consideración los nuevos elementos valorados en el segundo estudio N.º 23-002256-0160-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, esta Dirección estima oportuno mantener lo recomendado en el informe N.° 0305-JP/DJA-2023 en cuanto a denegar la solicitud de pensión a la señora Marisol Castro Dobles, toda vez que no cumple con lo establecido en el artículo N.º 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, en cuanto a la dependencia económica que debe existir de los ingresos de la persona fallecida.

De esta forma, se hace del estimable conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para lo que a bien estimen resolver, quedamos a la mayor disposición de aclarar cualquier duda que surja al respecto.

(…)

Anexos

1. Acuerdo de la JUNAFO (nuevo estudio)

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2.  Primero estudio de Trabajo Social N.° 22-001894-0725-TS

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

3.  Segundo estudio de Trabajo Social N° 23-002256-0160-TS

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

...”.
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Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expone: “Ya ese asunto había venido, nosotros lo devolvimos porque le faltaba fundamento, en cuanto al informe de Trabajo Social de porqué venía denegado, ahora viene de nuevo con un informe negativo.
A mí me preocupa mucho este caso, por el análisis que se hace del mismo.
No sé qué opinan ustedes, quiero escucharlos”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, dice: “En este caso, desde la primera vez que hay una manifestación de uno y demás, el tema de que una persona reciba una pensión y eso no le pueda satisfacer sus necesidades básicas, no puede dejar de lado, el hecho de que hicieron un vida juntos, eso es un aspecto para mí importantísimo, el segundo tema, no podemos ver tampoco la necesidad de forma fría dada solo en número matemáticos, es decir, yo recibo un millón y gasto 800 000 colones, me quedan 200 libres no, pero es que con aquella otra persona, yo tenía un estilo de vida, tenía otros gustos, me podía tal cosa, aunque viva con un hijo y demás, y todo lo que está en el estudio. No voy a referirme si el estudio tiene razón o no, porque la verdad es que lo que diga trabajo social, es poco lo que uno podría llevar la contradicción desde la parte técnica, ahora hablo más de la parte social.
A mí me parece que en este caso sí existe una dependencia de la señora, se puede notar cuando señala que con él era el encargado de todas las compras, lo dice el estudio, no lo digo yo. En caso como el presente, en mi opinión, existe una clara diferencia entre depender totalmente, que es cuando la persona jubilada es la única fuente de ingresos y la otra que es muy distinta, es indicar que los ingresos le cubren sus necesidades, porque a decir verdad, ya eso existía antes del fallecimiento de una persona jubilada, pero sí existe una dependencia con alguna razonabilidad en la parte sentimental, con los años de convivencia, la conformación de un hogar, entre otros, incluso procrear a los hijos y uno ya fallecido. Considero que sí, la intención es apegarse estrictamente a la sobrevivencia de una persona, en términos económicos, bajo el paraguas de decir es por ser pro - fondo, cosa que yo todavía discuto, esas acciones pro – fondo deberíamos entenderla porque tienen que tener un techo y un piso, no puede ser siempre el piso, tiene que tener un margen de acción, entonces, deberíamos proceder a ejecutar una revisión de todas las pensiones que se han otorgado, porque, la lógica me dice, que, al pasar el tiempo, las condiciones han cambiado. Pero bueno, volviendo al caso, en mi humilde entender, del estudio se desprende que existió convivencia y dependencia para aplicar gastos, manteniendo un estilo de vida, propio de las parejas, yo modificaría la recomendación, pasando a otorgar un 15% del monto bruto de la jubilación a la señora, en razón de los años de convivencia y el apego que, de alguna manera, se generaron en esa vida juntos. Ya que no estaría de acuerdo de asignarle un cero por ciento, en cuarenta y tantos años de convivencia”.
El integrante presidente Segura Solís, añade: “Este asunto es muy particular en todos sabemos quién fue don Ricardo Zamora. A mí me siguen dejando mucho que desear estos informes, yo no veo ahí que me estén hablando del edificio que tenía don Ricardo, que resulta ser que está ahora lleno de okupas, porque antes de la pandemia, él tenía ahí la oficina y los de abajo tenía locales comerciales y resulta ser que el punto no pegó mucho, entonces lo que había era como una pulpería, después había un centro de fotocopiado y después de la pandemia eso está muerto, entonces eso hay que mantenerlo, eso se hizo en la vida conyugal, como usted lo dijo don Rodrigo. El hijo se le murió ahora en febrero, pero cuando don Ricardo murió, había que hacerle frente a la enfermedad que ese muchacho tenía y, por último, que ella coja de su pensión para dársela a las obras de caridad, a mí no me importa.
Como fue el caso de don Román Solís que le daba tantos millones para gastos de la esposa, y ella vería a ver que hacía con los millones que fuera ya no me acuerdo, cuánto era, pero que vengamos a decir que en lo absoluto no hay una dependencia económica, cuando el mismo informe dice que era don Ricardo, el qué era el proveedor absoluto y total de los gastos de ese hogar, yo sigo teniendo muchas dudas de los informes de Trabajo Social”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, señala: “Yo estoy de acuerdo con lo manifestado por don Rodrigo, entonces igual recomiendo un 15% de pensión para este caso. Gracias”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Bueno, voy a someterlo a votación. ¿Sí, don Parris?”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, interviene: “Disculpe don Juan Carlos. En los comentarios que vienen en esta discusión, que esto ya se fue o volvemos a enviar este, hay una parte de presunción, es que nosotros no podemos, es que no sé cómo hace Trabajo Social, nosotros no podemos eliminar cosas que fueron reales, ese tema que uno presume, como la realidad o el vigor de un matrimonio, una relación que existió, también que existió una dependencia económica de alguna manera, nosotros no podríamos dejar en cero a la gente, eso es un tema que a veces, a no ser de que se compruebe totalmente, que la persona quedó muy bien, pero en este caso es una situación muy específica y difícil, en el informe que se hace porque manda un informe más o menos y después manda informe radical, más bien se complicó el asunto, nosotros esperábamos otra cosa y entonces uno se vuelve, se ponen un poco estresado en el tema porque sí no podríamos dejar de pensar en eso, es más, de hecho, para que recordemos, en Costa Rica y en otros países hay pensiones no contributivas, me explico, es decir, hasta por sobrevivencia, gente que no ha colaborado al régimen le dan pensión, aunque sea para sobrevivir, es decir, tiene todos los elementos para poder aportarle algo, algún beneficio, no el máximo ni el mínimo, que es cero, entonces en ese, ínterin de análisis, es recomendable darle algún porcentaje, entonces eso es lo que podríamos valorar, yo estoy de acuerdo también con la propuesta de darle algún porcentaje para esta familia”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Yo no estoy de acuerdo con el 15%, pero bueno, lo someteré a votación. Yo daría mínimo un 50%. Don Rodrigo vota por un 15%. Don Arnoldo vota por un 15%. ¿Don Parris?”.
El integrante Quesada Madrigal, dice: “Yo le daría un 30%”.
El doctor Alexander Arguedas Vindas, integrante de la JUNAFO, señala: “Analizando los aspectos, yo había pensado más bien, cuando don Rodrigo dijo un 15%, en un 20, 25 %, entonces voy a apoyar a don Parris en el 30%”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Estamos dos con un 15%, dos con 30% y uno con 50%. No sé frente a tal votación, como se va a resolver”.
El integrante Arroyo Guzmán, dice: “Plantearía una segunda ronda a ver que acordamos, no sé los demás”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Someto a segunda ronda”.
El integrante Arguedas Vindas, responde: “Me mantengo en el 30”.
El integrante Quesada Madrigal, dice: “30%”.
El integrante Hernández Solano, contesta: “15%”.
El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “No sé, tal vez moción antes de decir un porcentaje, yo les plantearía que variaremos un poquito todos y lo plantearé en un 25%, verdad como para ver si podemos coincidir todos en un porcentaje, pero les plantaría un 25%, basándonos también en que la persona tiene un ingreso ahí, y que es 25%, eso sí, un 25% del total de la jubilación al que tendría derecho el señor fallecido. Si todos estarían de acuerdo, más bien en que podemos llegar a concordar un porcentaje”.
El integrante presidente Segura Solís, agrega: “Un 25% del 80%. O sea, termino esa votación, yo sí, yo mantengo el 50, paso a la siguiente votación. ¿Don Alexander?”.
El integrante Arguedas Vindas, responde: “Con la propuesta que hace don Rodrigo, vamos con el 25%, también hay que llegar a una concordancia entre todos, pero 25%”.
El integrante Quesada Madrigal, dice: “Sí, yo sopeso la votación y creo que un 25% está en un rango interesante, entonces yo cambio mi opinión y lo cambio a 25% del 80”.
El integrante Hernández Solano, contesta: “Sí, yo cambio a 25% y apoyo a don Rodrigo con la propuesta”.
El integrante Arroyo Guzmán, dice: “25% don Juan Carlos”.
El integrante presidente Segura Solís, finaliza: “Muy bien. Entonces por mayoría se da el 25%, y yo salvo el voto y otorgo un 50%”.
Considerando:
Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente, por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque en el informe remitido mediante oficio N° 0745-JP/DJA-2023 del 06 de noviembre del 2023 de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se recomienda mantener lo indicado en el informe N.° 0305-JP/DJA-2023 en cuanto a denegar la solicitud de pensión a la señora Marisol Castro Dobles, teniendo en cuenta los nuevos elementos valorados en el segundo estudio N.º 23-002256-0160-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, esta Junta se separa de dicha posición y considera que se le debe otorgar un porcentaje de beneficio de pensión a la señora Marisol Castro Dobles, debido a que, analizando la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que existía una dependencia económica parcial, como resultado de los años de convivencia y la conformación de un hogar, determinado que ese porcentaje debe ser un 25% del 80% del monto de jubilación que devengaba el jubilado judicial fallecido Ricardo Zamora Carvajal, al momento del deceso.
[bookmark: _Toc150436519][bookmark: _Toc150504999]Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Marisol Castro Dobles en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Ricardo Zamora Carvajal, esta Junta dispone: 1.) Por unanimidad, apartarse de lo recomendado en los oficios N° 0305-JP/DJA-2023 del 11 de mayo de 2023, N° 0745-JP/DJA-2023 del 06 de noviembre del 2023, suscritos por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, basados en los elementos incluidos en los estudios realizados por el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y otorgarle un porcentaje de beneficio de pensión a la petente. 2.) Por mayoría, acoger la solicitud de pensión que formula la señora Marisol Castro Dobles, y cuya asignación mensual, será el equivalente al 25% del 80% del monto de jubilación que recibía el jubilado judicial fallecido Ricardo Zamora Carvajal, al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 02 de diciembre de 2022, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión”. 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo de su cargo, con el fin de que se realicen los cálculos correspondientes al porcentaje de pensión otorgado a la señora Castro Dobles.
Voto de minoría del integrante presidente Juan Carlos Segura Solís: El suscrito se aparta del voto de mayoría y concede un 50% del 80% máximo otorgado a la señora Castro con base en los siguientes motivos. Cabe indicar que la dependencia económica no debe ser absoluta sino relativa, así lo ha indicado de manera reiterada la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Así en la Sentencia No 750-2009 de las diez horas diez minutos del siete de agosto del año dos mil nueve indicó: "El fundamento de la pensión por viudez es el haber convivido y dependido económicamente del jubilado, en tanto el importe de la pensión lo que pretende es ser un sustituto del aporte económico brindado por el fallecido a fin de evitar que el dependiente quede en la indigencia o bien, pueda mantener el nivel de vida al que estaba acostumbrado...". Además del Informe de Trabajo Social no indica las variantes en el estilo de vida posteriores a la muerte del causante Zamora Carvajal, ni tampoco explica cómo se van a satisfacer las necesidades básicas de ese núcleo familiar formado por más de cuarenta años en los cuales se adquirieron y construyeron bienes en común los cuales ahora no podrán ser sostenidos económicamente por la señora Castro. Por todo lo anterior, se mantiene la posición de otorgar un 50% del 80% del monto de la jubilación que recibía el señor Ricardo Zamora Carvajal al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan.
Se procede con la votación y se aprueba por mayoría.
ARTÍCULO VII
Documento N° 1083-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0654-JP/DJA-2023 del 20 de octubre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Ileana Masís Calderón, cédula de identidad 03-0207-0492 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Isidro Ulate Álvarez cédula de identidad 02-0176-0761, cuyo deceso acaeció el 06 de junio del 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 29 de junio del 2023 (17 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Ileana Masís Calderón, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.° 23-001425-0732-TS y recibido por esta Dirección el 06 de octubre del 2023, suscrito por la Licenciada Yarithna Harley Bolaños, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Masís Calderón.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) La persona referida es la señora Ileana María Masís Calderón, cédula de identidad 3-207-492, de 68 años de edad, viuda, con secundaria incompleta, administradora del hogar, costarricense de nacionalidad, vecina del cantón de Tres Ríos, en la provincia de Cartago.

De la historia personal y familiar de interés al presente proceso se conoce que la persona valorada crece con privaciones sociales, que desde temprana edad debió colaborar con la actividad económica familiar. Esta condición limitó sus posibilidades para insertarse en procesos educativos formales, específicamente la educación secundaria, así como en procesos de socialización. La evaluada laboró en oficios acordes a su nivel académico, dentro de los cuales destaca, el oficio de costurera, mismo que realizó hasta los 26 años.

Cuando contaba con 26 años de edad, conoció al señor Isidro Ulate Álvarez, cédula 2-176-761, quien se refiere como la persona empleada judicial fallecida. La pareja contrajo noticias en 1981, siendo que el señor Ulate Álvarez laboraba como empleado de proveeduría en las oficinas centrales de los Tribunales de Justicia de San Ramón de Alajuela. No se refieren rupturas o separaciones durante la convivencia de pareja.

La señora Masís Calderón y el señor Ulate Álvarez no procrearon hijos. Lo anterior, por solicitud del señor Ulate Álvarez, quien era divorciado y contaba con siete hijos de una relación previa.

La pareja se establece en la Unión de Tres Ríos, en la provincia Cartago siendo que adquieren una vivienda en la zona de Montufar. Desde ese momento hasta la actualidad, este se refiere como el domicilio del grupo familiar de origen.

La vivienda adquirida se identifica bajo matrícula (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Este inmueble fue puesto a responder posterior al fallecimiento del ex funcionario judicial. Lo anterior en razón de la necesidad de la referida, quien al no contar con ingresos debía cubrir las necesidades de salud al final de la enfermedad de su esposo, realizar las obras fúnebres y sostenerse económicamente, por lo que solicitó la colaboración de su hermano Ricardo Masís Calderón, cédula 3-213-933, quien le realizó un préstamo de 1.500,000 colones a cambio de poner esta propiedad a su nombre.

Anterior a la muerte del ex funcionario judicial, el grupo familiar se encontraba conformado únicamente por el señor Ulate Álvarez y la señora Masís Calderón. No se conoce la presencia de otros convivientes o familiares que residieran temporalmente en la casa de habitación.

La persona referida dependía económicamente del señor Ulate Álvarez. Con este ingreso, no solo se atendían las necesidades del grupo familiar, sino que además se atendían las necesidades específicas de las personas, la señora Ileana María. Al momento de la defunción del ex funcionario judicial, se identifica como la única responsable de su cuido y de la atención de sus necesidades en salud (traslado a centros médicos, compra de medicamentos, higiene y limpieza, entre otros).

Posterior al deceso del señor Ulate Álvarez, la señora Masís Calderón no presentaba ingresos. Sin embargo, en fecha 27 de junio de 2023 le fueron depositados ¢4,239,600 correspondientes al socorro mutuo; ingreso con el que actualmente se sostiene económicamente.

De esta forma, los egresos actuales son cubiertos en su totalidad por el monto que percibió, siendo que la señora Masís Calderón no cuenta con red de apoyo económica familiar, institucional o solidaria.

Los ingresos y egresos anterior al fallecimiento del ex funcionario judicial, pueden desglosarse de la siguiente manera:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

De esta forma, se aclara que el salario Bruto del señor Ulate Álvarez es de ¢504.181, mientras que el neto es de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), siendo que los rebajos contemplados en su colilla de pago corresponden a: Seguro de Enfermedad, Fondo de Socorro Mutuo, Aporte a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y del Fondo de Pensiones del Poder Judicial.

En ese sentido, para la satisfacción de sus necesidades básicas, la persona valorada necesitaría de ¢305.879, teniendo en cuenta que las facturas de gastos por servicios básicos han sido señaladas a partir del promedio.

Respecto a su situación de salud, la señora Ileana María era asegurada a través de su pareja, por lo que una vez que este falleció ella queda desprotegida en este sentido. Cabe destacar que no presenta padecimientos que requieran control permanente, sin embargo, debió visitar el servicio de urgencia de un centro médico privado en marzo de 2023, debido a una caída. Al momento de la valoración no presenta dificultad para la escucha ni la marcha (…)”

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

b) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Isidro Ulate Álvarez era de ¢ 504,181.47 (quinientos cuatro mil ciento ochenta y un colones con 47/100) mensuales en bruto y ¢407,907.90 (cuatrocientos siete mil novecientos siete colones con 90/100) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Masís Calderón, de aprobársele la pensión, es del 80% del monto bruto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢403,345.18 (cuatrocientos tres mil novecientos sesenta y tres colones con 02/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo familiar por un monto de ¢402,151.00 (cuatrocientos dos mil ciento cincuenta y un colones con 00/100). 

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 29 de junio del 2023, un total de 17 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Ulate Álvarez. 

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a doña Ileana, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Ulate Álvarez, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Masís Calderón dependía completamente de los ingresos de su cónyuge, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.° 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por doña Ileana, se constató que no es beneficiaria de ninguna pensión por parte de algún otro régimen, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. 

· La Trabajadora Social encargada del peritaje, concluye en su informe:

“(…) Desde el criterio valorativo de Trabajo Social, la persona referida dependía económicamente del funcionario fallecido. Lo anterior en vista de que no contaba con ingresos propios.

Estando en vida el señor Ulate de Álvarez, el ingreso per cápita del grupo familiar ascendía a ¢407.907, mientras que posterior al fallecimiento del funcionario judicial, el per cápita del grupo familiar se redujo a cero, monto que no le permite a la solicitante satisfacer sus necesidades, las cuales ascienden en promedio a ¢305.879.

Cabe destacar que la persona referida recibió un aporte correspondiente al socorro mutuo, el cual se constituye el único ingreso del hogar al momento de la valoración. No obstante, una vez que dicho aporte se acabe, la evaluada no contaría con ingresos para el sostenimiento del hogar y el suyo propio, ya que no cuenta con otras redes de apoyo familiares, institucionales o solidarias. 

Por lo anterior se modificaría significativamente la dinámica económica del hogar y de la persona usuaria, poniéndola en una condición de alta vulnerabilidad (…)”

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.° 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

VII. Recomendaciones 

a) Considerando que doña Ileana no cuenta con ningún tipo de ingreso y demostrado que dependió completamente de los ingresos de su cónyuge (jubilación), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos, asimismo, que según lo indicado en el estudio socioeconómico, actualmente reporta un monto de egresos mensuales por ¢305,879.00 (trescientos cinco mil ochocientos setenta y nueve colones con 00/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Ileana Masís Calderón sea el 94% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢379,144.47 (trescientos setenta y nueve mil ciento cuarenta y cuatro colones con 47/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Esto a partir del 29 de junio del 2023, fecha en que presenta la solicitud.

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.º 23-001425-0732-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Masís Calderón en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.”

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”
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Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Ileana Masís Calderón, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Isidro Ulate Álvarez, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0654-JP/DJA-2023 del 20 de octubre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO; y de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Masís Calderón, cuya asignación será de ¢379 144,47 (trescientos setenta y nueve mil ciento cuarenta y cuatro colones con cuarenta y siete céntimos) mensuales en bruto, con las deducciones que por ley correspondan, equivalente al 94% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Ulate Álvarez al momento de su deceso. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 29 de junio del 2023, día en que presenta la solicitud de pensión, según lo normado en el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión”. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
SALE EL DOCTOR ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
[bookmark: _Toc144117564][bookmark: _Toc149296399][bookmark: _Toc149903611][bookmark: _Toc150505004]ARTÍCULO VIII
Documento N° 1081-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0292-SAF/DJA-2023 del 7 de noviembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, en el que solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el máster Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la C.C.S.S., mediante oficio N.º GP-DAP-1141-2023 del 06 de setiembre de 2023, a favor del señor Richard Montoya Obando, conforme se indica:
“(…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.° 027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

(…)”.

- 0 -
A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el oficio completo y su anexo.
(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0292-SAF/DJA-2023 del 7 de noviembre de 2023, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por el máster Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la C.C.S.S., mediante oficio N.º GP-DAP-1141-2023 del 06 de setiembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor del señor Richard Montoya Obando, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla por la suma de ¢4 108 463,26 (cuatro millones ciento ocho mil cuatrocientos sesenta y tres colones con veintiséis céntimos), así como para el reintegro del ROP, por. ¢451 177,02 (cuatrocientos cincuenta y un mil ciento setenta y siete colones con dos céntimos). 2.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc148033306][bookmark: _Toc150505007][bookmark: _Toc146261731][bookmark: _Toc143009572][bookmark: _Toc143012865]ARTÍCULO IX
Documento N° 1070-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° CA 84-2023 del 2 de noviembre de 2023, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano y el licenciado Parris Quesada Madrigal, por su orden, presidente y secretario del Comité de Auditoría, el cual literalmente dice:
“Con la finalidad de que sea informada a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, nos permitimos comunicar el acuerdo tomado por el Comité de Auditoría, en la sesión No. 013-2023, celebrada el 30 de octubre de 2023, artículo cuarto, que en lo atinente a la Junta Administradora, indica:

“(…)

ARTÍCULO 
CUARTO: Se conoce oficio N° 0027-AI/DJA-2023 recibido mediante correo electrónico del 20 de octubre de 2023, por el licenciado Luis Abarca Padilla, jefe interino de la Auditoría Interna de la Dirección de la JUNAFO, en el que remite Informe ESP-08|36-2023 “Evaluación del cumplimiento normativo relacionado con la gestión de riesgos en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.




Acuerdo: Se acordó: 1.) Tener por conocido el Informe ESP-08|36-2023 “Evaluación del cumplimiento normativo relacionado con la gestión de riesgos en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, remitido mediante oficio N° 0027-AI/DJA-2023 recibido en correo electrónico del 20 de octubre de 2023, por el licenciado Luis Abarca Padilla, jefe interino de la Auditoría Interna de la Dirección de la JUNAFO. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo de su cargo. Se procede con la votación y siendo unánime, se declara acuerdo en firme”.

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota del oficio N° CA 84-2023 del 02 de noviembre de 2023, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano y el licenciado Parris Quesada Madrigal, por su orden, presidente y secretario del Comité de Auditoría, relacionado con el acuerdo tomado por el citado Comité en sesión N° 013-2023, celebrada el 30 de octubre de 2023, artículo cuarto, sobre el informe el Informe ESP-08|36-2023 “Evaluación del cumplimiento normativo relacionado con la gestión de riesgos en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO para lo de su cargo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc150505009]ARTÍCULO X
Documento N° 1071-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° CA 85-2023 del 2 de noviembre de 2023, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano y el licenciado Parris Quesada Madrigal, por su orden, presidente y secretario del Comité de Auditoría, el cual literalmente dice:
“Con la finalidad de que sea informada a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, nos permitimos comunicar el acuerdo tomado por el Comité de Auditoría, en la sesión No. 013-2023, celebrada el 30 de octubre de 2023, artículo quinto, que en lo atinente a la Junta Administradora, indica:

“(…)

ARTÍCULO 
QUINTO: Se conoce oficio N° 0023-AI/DJA-2023 recibido mediante correo electrónico del 23 de octubre de 2023, suscrito por el licenciado Luis Abarca Padilla, jefe interino de la Auditoría Interna de la Dirección de la JUNAFO, en el cual remite informe relacionado con la “Guía para la atención de denuncias planteadas ante la Auditoría Interna de la JUNAFO”.




Acuerdo: Se acordó: 1.) Tener por conocido el informe relacionado con la “Guía para la atención de denuncias planteadas ante la Auditoría Interna de la JUNAFO”, remitido mediante oficio N° 0023-AI/DJA-2023 recibido mediante correo electrónico del 23 de octubre de 2023, suscrito por el licenciado Luis Abarca Padilla, jefe interino de la Auditoría Interna de la Dirección de la JUNAFO. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo de su cargo. Se procede con la votación y siendo unánime, se declara acuerdo en firme”.

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota del oficio N° CA 85-2023 del 02 de noviembre de 2023, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano y el licenciado Parris Quesada Madrigal, por su orden, presidente y secretario del Comité de Auditoría, relacionado con el acuerdo tomado por el citado Comité en sesión N° 013-2023, celebrada el 30 de octubre de 2023, artículo quinto, sobre el informe relacionado con la “Guía para la atención de denuncias planteadas ante la Auditoría Interna de la JUNAFO”. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO para lo de su cargo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc150505011]ARTÍCULO XI
Documento N° 767-2023 / 1072-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, copia del oficio N° 1237-PLA-EV-2023 del 02 de noviembre de 2023, suscrito por el máster Erick Mora Leiva, jefe del Proceso de Planeación y Ejecución, y por la ingeniera Elena Picado González, jefa del Subproceso de Evaluación, ambos de la Dirección de Planificación, dirigido a la Secretaría General de la Corte, el cual dice literalmente:
“En atención al acuerdo de la sesión de Consejo Superior 62-2023 celebrada el 27 de julio del 2023, artículo XLVIII, donde se conoce y aprueba el informe 723-PLA-EV-2023 relacionado con el resultado del seguimiento realizado a los programas presupuestarios del Título 301 del Poder Judicial con corte al 30 de junio del 2023, para el apartado financiero y para el apartado de Gestión. 

Se recibe el análisis realizado por parte de la Dirección General de Presupuesto Nacional, comunicada por parte del Ministerio de Hacienda el 13 de octubre 2023, oficio DGPN-0539-2020, mediante el cual se comunican los aspectos relevantes sobre el seguimiento presupuestario del primer semestre 2023, en específico lo relacionado con el Poder Judicial, que se encuentra en acorde con lo indicado en el informe 723-PLA-EV-2023. 

El documento que se adjunta en el anexo 1 contiene recomendaciones que deben ser consideradas por los Programas Presupuestarios con el propósito de mejorar la gestión institucional. 

A continuación, se presenta un resumen de las conclusiones y recomendaciones contenidas en el oficio DGPN-0539-2020 por apartado: 

1. Apartado de Financiero 

· Respecto a las modificaciones presupuestarias aprobadas, la institución indica que se vio afectada por los plazos de aprobación por parte del Ministerio de Hacienda, esto por cuanto afecta la ejecución oportuna de los recursos que la institución redirecciona a las diversas necesidades institucionales; por cuanto su duración es de aproximadamente dos meses, lo que se convierte en una importante limitante que impacta la ejecución presupuestaria.

· Por otra parte, se indica que, a la fecha de corte del presente informe se encontraba pendiente de aprobación el presupuesto extraordinario H-10 (para la compra de equipo de cómputo), lo cual afecta considerablemente la ejecución presupuestaria, por cuanto, no se pueden iniciar las contrataciones hasta que no se cuente con la aprobación; lo mismo ocurre con el presupuesto extraordinario H-12, que dependiendo de la fecha en que se apruebe impactará la ejecución oportuna de los recursos.

· Adicionalmente, se indica que la afectación directa de los compromisos no devengados recae en la planificación de compras, ya que, para ajustar el rubro de compra, el despacho debe gestionar una modificación presupuestaria para cubrir los compromisos no devengados y debido a la tardanza en la aprobación de esta, la compra se atrasa y con ello la ejecución se ve afectada.

· Adicionalmente, el informe institucional presenta acciones correctivas para mejorar la ejecución del presupuesto asignado para 2023, identificando, en cada Centro Gestor, los responsables de su cumplimiento, razón por la que se recomienda dar un estricto seguimiento e informar sobre la efectividad de estas en el informe anual.

· Asimismo, respecto a lo señalado sobre la entrada en vigor de la Ley de Contratación Pública 9986 y las dificultades que se le han presentado por atrasos en los inicios de los trámites de compra, la aplicación de nuevos lineamientos y la capacitación que reciben los centros gestores del Departamento de Proveeduría al mismo tiempo que inician los procesos de contratación. Al respecto, se recomienda reforzar la asistencia a capacitaciones en el uso del Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP) y la nueva Ley de Contratación Pública para realizar las contrataciones conforme indica la normativa de forma oportuna, con la finalidad de evitar devoluciones y atrasos innecesarios por parte del Departamento de Proveeduría y que en el segundo semestre del año se logren concretar los procesos de compra en trámite.

2. Apartado de Gestión 

· Algunas metas en particular alcanzaron un cumplimiento mayor a un 100,00%, por lo que se recomienda para estos casos particulares que se realice una revisión de las metas, con el fin de determinar si su logro se debe a la subvaloración de las metas establecidas y se propongan metas que presenten retos para la organización.

Con lo anterior, se pone en conocimiento los resultados del seguimiento realizado a los programas presupuestarios del Título 301 del Poder Judicial con corte al 30 de junio del 2023, para el Apartado Financiero y para el Apartado de Gestión, contenidos en el estudio realizado por la Dirección General de Presupuesto Nacional, en específico lo relacionado con el Poder Judicial. 

Anexos

	Anexo 
	Documento

	Anexo1: MH-DGPN-DG-OF-0494-2023
Aspectos relevantes sobre el seguimiento presupuestario del primer semestre 2023
	




...”.
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Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota de la copia del oficio N° 1237-PLA-EV-2023 del 02 de noviembre de 2023, de la Dirección de Planificación, relacionado con los resultados del seguimiento realizado a los programas presupuestarios del Título 301 del Poder Judicial con corte al 30 de junio del 2023, para el Apartado Financiero y para el Apartado de Gestión, contenidos en el estudio realizado por la Dirección General de Presupuesto Nacional, en específico lo relacionado con el Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo de su cargo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc150177544][bookmark: _Toc150505013]ARTÍCULO XII
Documento N° 1080-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, nota recibida el 06 de noviembre del 2023, suscrita por la señora María Gamboa Aguilar, funcionaria judicial, en la cual solicita lo siguiente:
“(…)

1. Congelamiento salarial que produjo la entrada en vigencia de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 hasta la fecha, lo que significa que, por inflación o costo de vida, durante muchos años todo va a subir menos mi salario.

2. Variación en el sistema de carrera profesional y porcentaje a pagar por concepto de prohibición y dedicación exclusiva que trajo la entrada en vigor de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 y que generó una considerable disminución en la liquidez del salario de una buena parte de la población judicial activa.

3. La entrada en vigor de la Ley Marco de Empleo Público, Ley 10159, contingencia fiscal, que eliminó todos los pluses salariales del sector judicial pasando a un sistema de "salario compuesto", con el agravante de que nuestro salario se verá congelado en el tiempo de manera indefinida.

4. Que la Ley 10156 crea un sistema de salario global para todas las personas de nuevo ingreso, donde el salario va a ser mucho menor que el que devengaba una persona para el mismo puesto antes de eliminar los pluses salariales que teníamos ganados.

5. Que las personas pensionadas siguen recibiendo un aumento semestral por costo de vida que sale del fondo de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial, pese a que como se indicó los aportes de quienes recibimos "salario compuesto" no aumentarán en muchísimos años, y las personas de nuevo ingreso van a aportar mucho menos por la reducción de su salario mensual, lo que genera que con el mismo aporte (incluso menos en el caso de personas de nuevo ingreso) se sigan dando aumentos a personas pensionadas con el riesgo lógico para el fondo.

6. Todas las situaciones van a generar que más temprano que tarde el fondo entre nuevamente en problemas económicos.

7. Existe actualmente una acción de inconstitucionalidad donde se cuestiona el aporte patronal del Estado como patrono único, donde la Procuraduría General de la República se pronunció a favor de dicha inconstitucionalidad.

8. Que existe un proyecto de ley presentado por la diputada Pilar Cisneros donde se propone que ese aporte estatal que actualmente supera el 14%, se equipare al aporte del Estado como patrono para el resto de las personas servidoras públicas que ronda un poco más del 5%, lo que generaría aún más un claro desfinanciamiento para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

9. Que con todo el panorama expuesto existe una gran probabilidad de tener que subir el aporte obrero que ya hoy es muy alto y al que se suma un monto extra que se nos rebaja para mantener la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, lo que considero una barbaridad.

10. Que el sistema de jubilación de la Caja Costarricense de Seguro Social es de rango Constitucional y por ende universal, y que, la edad para pensionarse es a los 65 años, con propuestas de poder utilizar el dinero del fondo obligatorio de pensiones complementarias y retirarse anticipadamente.

11. Que los montos de pensión en el Sistema de jubilaciones de la Caja Costarricense del Seguro Social son muy similares al del Poder Judicial, pero aportando alrededor de un 9% menos de mi salario mensual a la caja, lo que me ayudaría a tener una mejor liquidez frente a la situación salarial indicada antes.

PETITORIA

Con fundamento en lo expuesto, solicito: Primero: Que se apruebe mi renuncia inmediata al Fondo de Pensiones del Poder Judicial, consecuentemente se autorice el traslado de las cotizaciones que tenga a la fecha en el Fondeo [sic] Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social. Segundo: Que para cualquier proyecto de ley relacionado con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial al que me encuentro adscrito de manera obligatoria se incluya una norma ordinaria o transitoria donde se nos dé la posibilidad a las personas judiciales activas de elegir entre seguir adscritos a este régimen o poder pasarnos de manera voluntaria al sistema de la CCSS que además es el que constitucionalmente resulta legítimo, en caso de que así no lo consideren les ruego me envíen por escrito las razones de esa negativa.”

- 0 -
Relacionado a este tema, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo, artículo XL, se conoció el criterio jurídico N° 0033-AJ-DJA-2023 remitido por la Asesoría Jurídica de esta Junta Administradora, que en lo conducente indicaba:
“(…)

Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo.

Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”.

Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada una de las normativas que lo regulan.

Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras.

Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial.

Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún esté laborando para la institución.

Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del financiamiento tripartito.

(…)”

- 0 -
En ese momento, se acogió en todos sus extremos el citado criterio. Se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Denegar en todos sus extremos la solicitud presentada por la señora María Gamboa Aguilar, funcionaria judicial, adscrita al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en los siguientes argumentos: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas al ordenamiento jurídico, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, por ende, autorizar lo planteado por la persona gestionante, estaría en contra de lo normado en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. b.) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, el cual tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, debido a esto, si el Fondo deja de percibir alguno de esos ingresos, estaría afectando gravemente la estabilidad actuarial del mismo. c.) El aporte que realiza la persona trabajadora al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace de una disposición legal, no de un acto administrativo emanado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, véase lo normado en el artículo N.° 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 de ese mismo cuerpo normativo, literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras. d.) La Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. e.) En caso de que exista contención en la interpretación de una norma, situación que no se presenta en este análisis, debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). f.) Finalmente, esta Junta carece de competencia para incluir dentro del proyecto de ley, que las personas puedan decidir a cuál régimen de pensiones pertenecer, aunado a esto, las propuestas que se están estudiando para incluir en el texto de la posible reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tiene como objetivo mejorar actuarialmente los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona recurrente. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIII
- Acuerdo declarado privado por el órgano -
Documento N° 1010-2023 / 1098-2023
En sesión N° 45-2023 del 7 de noviembre de 2023, artículo XXXIV, esta Junta conoció el correo electrónico del 6 de noviembre de 2023, suscrito por el licenciado Juan Carlos Sebiani Serrano, presidente de la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial - ANPROJUD, y se encomendó al integrante Rodrigo Arroyo Guzmán, para que realizara la nota de respuesta que se remitirá al señor Sebiani Serrano, la cual sería firmada por el doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de presidente de la JUNAFO, y se declaró dicho acuerdo de carácter privado.
En razón de lo anterior, el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de esta Junta, presentó a los demás integrantes el oficio que será remitido al licenciado Sebiani Serrano.
Los integrantes de este cuerpo colegiado manifiestan estar de acuerdo con la redacción y fondo del citado oficio.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Aprobar el oficio de respuesta que será remitido al licenciado Juan Carlos Sebiani Serrano, presidente de la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial – ANPROJUD, para que sea firmado por el doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de presidente de la JUNAFO. 2.) Declarar este acuerdo de carácter privado.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las diez horas cincuenta y cuatro minutos terminó la sesión.

[bookmark: _GoBack]Doctor Juan Carlos Segura Solís             Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora            Secretario Junta Administradora

- Acta aprobada el 28 de noviembre de 2023 -
Acta N° 046-2023 del 14 de noviembre de 2023                                                       96
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San José 2 de noviembre de 2023 


 


Señores 


MPM Oslean Mora Valdez, Director a.í. Dirección JUNAFO 


Asunto: Indicadores Plan de acción 


 


Se procedió al calculo de los diferentes indicadores para cumplir con lo 


solicitado por la Supen sobre el seguimiento mediante oficio SP-565-


2022 del 31 de mayo de 2022 


 


a) Reserva para derechos en cuso de pago/ Valor presente de los 


pasivos en curso de pago  


Para el cálculo de este indicador se procede con el cálculo del valor 


presente de los beneficios en curso de pago, de acuerdo con la 


información actualizada al 30 de junio de 2023, lo cual arrojo un monto 


de 1,240,105 millones de colones.  La reserva al 30 de junio de 2023 


asciende a 711,260 millones de colones, lo que indica que el 57% 


(.5835) de los pasivos son cubiertos por la reserva actual. Lo cual 


presenta una mejoría con respecto a los valores observador en el 


estudio actuarial con corte a diciembre de 2022, el cual fue de 0.5618. 


Indicador junio 2023 


 


Indicador diciembre 2022 


Pasivos
Relación de 


Reserva / pasivos  


Vejez/Invalidez 1,052,298   698,924         0.5618                     


Muerte 191,729       


Beneficios en curso 1,244,027   


Reserva en 


curso de pago


Pasivos
Relación de 


Reserva / pasivos  


Vejez/Invalidez 1,045,455   711,260            0.5735                     


Muerte 194,650       


Beneficios en curso 1,240,105   


Reserva en 


curso de pago







                 Informe 


 


Página 2 de 4 
 


 


Este indicador por normativa debería ser al menos 1.  


b) Reserva para derechos en cuso de pago /(Valor presente de los 


pasivos en curso de pago - valor presente de la cotizaciones de los 


derechos en curso) 


Este indicador es similar al desarrollado en el apartado a), no obstante, 


de los pasivos se resta el valor presente de las cotizaciones futuras de 


estos beneficios, el objetivo es observar la relación neta de la reserva. 


El valor presente de las cotizaciones es de 221,473 millones de colones, 


lo cual produce que el valor del indicador es 0.6983, o sea el 70% de 


los beneficios está cubierto con la reserva.  Este valor observado 


presenta una mejoría con respecto al de diciembre 2022, el cual 


presento un valor de 0.6827. 


Indicador junio 2023 


 


Indicador diciembre 2022 


 


 


Pasivos
Relación de 


Reserva / pasivos  


Vejez/Invalidez 1,045,455      711,260            0.6983                     


Muerte 194,650         


Beneficios en curso 1,240,105       


Cotizaciones 221,473           
Beneficios menos 


cotizaciones 1,018,631       


Reserva en 


curso de pago


Pasivos
Relación de 


Reserva / pasivos  


Vejez/Invalidez 1,052,298      698,924         0.6827                     


Muerte 191,729         


Beneficios en curso 1,244,027       


Cotizaciones 220,202           
Beneficios menos 


cotizaciones 1,023,824       


Reserva en 


curso de pago
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c) Valorar si el gasto proyectado para el pago de Beneficios se está 


cumpliendo con lo estimado en el último estudio actuarial 


De acuerdo con las proyecciones del estudio actuarial el gasto para el 


pago de beneficios para el primer semestre es de 52,790 millones de 


colones. El valor observado es de 53,430 millones de colones, lo cual 


muestra una desviación del 1.21%. La diferencia más fuerte se nota en 


los derechos de jubilación o vejez con una diferencia del 8.04%. 


 


Parte de la diferencia se puede explicar por el incremento dado para el 


primer semestre por costo de vida.   


d) Evaluar el cumplimiento del rendimiento nominal, inflación y 


rendimiento real, de acuerdo con la planteado en los objetivos 


actuariales 


Los valores de algunas variables económicas para el primer semestre 


distan de las estimaciones iniciales, esto produce que existan 


desviaciones importantes.  La variable con una desviación mayor es la 


inflación, la cual arroja a junio 2023 una deflación acumulada del 1.52%. 


La tendencia mostrada está en sentido inverso lo previsto por los 


diferentes actores el sistema financiero a finales del año pasado y 


principios del presente. Sin embargo, este comportamiento produce un 


efecto positivo en la rentabilidad real, ya que el valor estimado es de 


8.77%; valor muy superior al 2.93% estimado inicialmente. La 


rentabilidad nominal ha sido mucho menor de lo estimado, pues el valor 


observado es de un 5.49%, lo cual es congruente con una disminución 


del ritmo inflacionario.  


   


Proyección semestral 


del  Estudio Actuarial
Valores observados Diferencia %


Pago de derechos por vejez 40,866                              44,153                         8.04%


Pago de derechos por invalidez 3,018                                


Pago de derechos por sucesión 4,733                                


Pago 8.75% CCSS 3,927                                3,975                            1.22%


Pago de separaciones 247                                    229                               -7.27%


52,790                              53,430                         1.21%


5,073                            
-34.55%
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Conclusiones 


El indicador de cobertura de los pasivos actuales mediante la reserva 


muestra una mejoría; sin embargo, el aumento de los derechos en curso 


de pago no es congruente con el crecimiento de los salarios y produce 


una desviación negativa. Con respecto a los indicadores económicos y 


financieros los resultados muestran una gran desviación de lo supuesto 


inicialmente. No obstante, la tasa real alcanzada tiene una incidencia 


positiva en términos actuariales y la inflación baja reduce el crecimiento 


del costo de los derechos en curso de pago para el próximo periodo. 


 


Quedando a sus órdenes se despide de ustedes  


 


Atentamente, 


 


 


 


Actuario Raúl Hernández González, MBA 


Cédula 2-443-650 


Miembro del CPCE #016152 


Estudio actuarial Observado* Diferencia


Rendimiento nominal 9.31% 5.49% 2.11%


Inflación 6.20% -3.02% -9.22%


Rendimiento real 2.93% 8.77% 5.84%


*Valor anualizados


Deflación acumulada a junio de 1.52





				2023-11-02T15:33:53-0600

		RAUL HERNANDEZ GONZALEZ (FIRMA)
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Tasa de crecimiento = Valor presente  -1
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Tasa de crecimiento= 749 593 372 521                               -1

708 152 401 565                              

Tasa de crecimiento= 0,95%
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’Diciembre 2023
‘Diciembre 2024
‘Diciembre 2025

‘Diciembre 2026
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708,648,019,063.11
715,396,940,366.51
722,210,136,087.59
729,088,218,353.90
736,031,805,122.70
743,041,520,236.48

Porcentaje Supervisién maximo 0,02%
Activos Administrados Estimado anual de pago Estimado mensual de pago

141,729,603.81
143,079,388.07
144,442,027.22
145,817,643.67
147,206,361.02
148,608,304.05

11,810,800.32
11,923,282.34
12,036,835.60
12,151,470.31
12,267,196.75
12,384,025.34
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Detalle 2023 - Base 2024 2025 2026 2027

% de incremento anual 20,00% 7,50% 7,50% 7,50% 7,50%

% del presupuesto cargado a Supervisados 27,50% 35,00% 42,50% 50,00%

Estimación de canon por año a cubrir por JUNAFO 57 904 242,00 ₡      73 696 308,00 ₡      89 488 374,00 ₡      105 280 440,00 ₡   

Canon promedio actualmente cancelado 18 583 232,50 ₡               

Incremento con respecto al canon actual

311,59% 396,57% 481,55% 566,53%

JUNAFO - SUPEN 

PERIODOS 2024 - 2027

ESTIMACIÓN DE INCREMENTO EN EL CANON DE SUPERVISIÓN
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N° 9746



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA



DECRETA:



REFORMA DE LA LEY N.º 7732, LEY REGULADORA DEL MERCADO DE VALORES ,



DE 17 DE DICIEMBRE DE 1997; LEY N.º 3284, CODIGO DE COMERCIO, DE 30 DE



ABRIL DE 1964; LEY N.º 8653, LEY REGULADORA l?EL MERCADO DE SEGUROS,



DE 22 DE JULIO DE 2008; LEY N.º 7558, LEY ORGANICA DEL BANCO CENTRAL



DE COSTA RICA, DE 3 DE NOVIEMBRE DE 1995; LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA



DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, LEY N.º 7523-1, RÉGIMEN



PRIVADO DE PENSIONES COMPLEMENTARIAS, DE 7 DE JULIO DE 1995;



Y DE LA LEY N.º 4573, CÓDIGO PENAL, DE 4 DE MAYO DE 1970



ARTÍCULO 1- Se reforman el artículo 2; el numeral 2 del inciso a) del artículo 117; el artículo 151; los incisos 12) y 17) del artículo 157; el inciso 14) del artículo 159 y los artículos 166, 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Los textos son los siguientes:



Artículo 2- Oferta pública de valores y de servicios de intermediación Para efectos de esta ley, se entenderá por oferta pública de valores todo ofrecimiento, expreso o implícito, que se proponga emitir, colocar, negociar o comerciar valores entre el público inversionista.



Para efectos de la presente ley será valor todo derecho de naturaleza patrimonial susceptible de ser transado en el mercado de valores, que tenga por objeto o efecto obtener recursos del público.



Lo dispuesto en la presente ley y en las normas que la desarrollen y complementen será aplicable también, en lo que corresponda, a los contratos, activos e instrumentos financieros derivados, tales como contratos de futuros, de opciones, permuta y otros tipos de contratos o instrumentos financieros que se definan reglamentariamente.



Los instrumentos financieros solo se inscribirán en los casos en que se exija reglamentariamente.



Los derivados cambiarios serán regulados por el Banco Central de Costa Rica, conforme a lo que indica su ley orgánica.



La Superintendencia establecerá, de forma reglamentaria, criterios de alcance general conforme a los cuales se precise si una oferta es pública o privada, así como los mecanismos de acreditación y revelación de información que aplicarán para las segundas, a partir de las condiciones y umbrales que se determinen. Para ello, tomará en cuenta los elementos cualitativos de la oferta, como la naturaleza de los inversionistas, la finalidad inversora de sus destinatarios y el medio o procedimiento utilizado para el ofrecimiento, y los elementos cuantitativos, como el volumen de la colocación, el número de destinatarios y el monto de cada valor emitido u ofrecido. Igualmente, establecerá los criterios para determinar si un documento o derecho no incorporado en un documento constituye un valor en los términos establecidos en este artículo.



Únicamente podrán hacer oferta pública de valores en el país los sujetos autorizados por la Superintendencia General de Valores (Sugeval), salvo los casos previstos en esta ley. Lo mismo aplicará a la prestación de servicios de intermediación de valores, de conformidad con la definición que establezca la Superintendencia de forma reglamentaria, así como a las demás actividades reguladas en esta ley.



Artículo 117-



[ ... ]



a) [ ... ]



[ ... ]



Registro contable de valores



2) Las centrales de valores autorizadas por la Superintendencia serán las responsables de administrar el registro de los valores privados, con identificación de titularidad del beneficiario final, dentro de los parámetros que se determinen reglamentariamente. Esta información la facilitará el custodio, quien tiene la obligación de obtener y conservar la información. Podrán prestar también otros servicios complementarios o de valor agregado que definan en sus reglamentos operativos y sean previamente aprobados por la Superintendencia.



La Superintendencia deberá velar por que las entidades miembros cumplan con estándares que garanticen la debida integración operacional del sistema nacional de registro de anotaciones en cuenta.



[ ... ]



Artículo 151- Intercambio de información y cooperación



Las superintendencias podrán intercambiar todo tipo de información con otros organismos supervisores financieros nacionales y extranjeros, y participar en actividades de supervisión conjunta; para ello, deberán suscribir acuerdos de cooperación e intercambio de información en los que se contemple el principio de reciprocidad y en los que se establezca que, cuando se trate de información confidencial, el organismo supervisor correspondiente estará sujeto a prohibiciones de divulgación de esa información, equiparables a las especificadas en esta ley. La información que se comparta en función de los convenios aquí señalados se considerará una excepción a la autodeterminación informativa, en los términos del artículo 8 de la Ley N.º 8968, Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, de 7 de julio de 2011.



Las solicitudes de asistencia y cooperación, incluidas las actividades de supervisión conjunta, así como la información y documentación que las superintendencias reciban de las autoridades y los organismos del exterior, serán confidenciales y solamente podrán ser usadas de conformidad con los términos acordados en los referidos instrumentos de cooperación e intercambio de información, en los que se preverá el principio de reciprocidad. La obligación de guardar dicha confidencialidad aplicará a las personas contempladas en el artículo 166 de esta ley, aun cuando hayan dejado de prestar sus servicios a la Superintendencia, y en caso de incumplimiento aplicarían las sanciones establecidas en ese mismo artículo.



Artículo 157- Infracciones muy graves



[ ... ]



12) Los sujetos fiscalizados o emisores de valores que incumplan:



a) La obligación de someterse a auditorías externas, serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en los incisos 2) o 3) del artículo 158 de esta ley, según los criterios de valoración del artículo 164.



b) las normas contables establecidas en esta ley o adoptadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), cuando el incumplimiento dificulte conocer el verdadero estado patrimonial o financiero de la entidad o las operaciones en las que ha participado, serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3) del artículo 158 de esta ley.



c) La obligación de llevar la contabilidad o los registros legalmente exigidos o los lleven con vicios o irregularidades esenciales que dificulten conocer la situación patrimonial o financiera de la entidad o de los valores que emite, serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3) del artículo 158 de esta ley.



d) La obligación de llevar los registros contables con la información de soporte completa que respalde las transacciones que dificulte conocer la situación patrimonial o financiera de la entidad o de los valores que emite, serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3) del artículo 158 de esta ley.



e) Lleven los registros con retrasos, cuando el incumplimiento dificulte conocer el verdadero estado patrimonial o financiero de la entidad o las operaciones en las que ha participado, serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3) del artículo 158 de esta ley.



[ ... ]



17) Las personas físicas o jurídicas que realicen informes o auditorías externas sobre entidades y empresas supervisadas o sobre grupos y conglomerados financieros: a) con vicios o irregularidades que incumplan el marco legal y normativo aplicable a la entidad o empresa supervisada de que se trate, o cuyos informes presenten deficiencias de forma o fondo; o b) no informen al supervisor, en el momento que tengan conocimiento, de las siguientes situaciones: operaciones ilegales o fraudulentas, alteraciones u omisiones graves de información, situaciones de irregularidad financiera, o inobservancia en las normas emitidas por el Conassif, que presente una entidad o empresa supervisada, o que haya sido cometida por miembros del órgano de dirección, funcionarios o empleados de estas.



La sanción por las infracciones indicadas en el párrafo anterior será hasta de doscientos salarios base, vigente al momento de determinarse la infracción, definido en la Ley N.º 7337, de 5 de mayo de 1993, o con la suspensión del registro de auditores externos hasta por un plazo de cinco años, contado a partir del período contable anual siguiente a la firmeza de la respectiva resolución. La sanción será impuesta por el superintendente o el supervisor responsable en el caso de grupos o conglomerados financieros, de la supervisión de la entidad en donde se detectó la infracción siguiendo el debido proceso.



[ ... ]



Artículo 159- Infracciones graves



[ ... ]



14) Los sujetos fiscalizados o emisores que:



a) Incumplan las normas contables establecidas en esta ley o adoptadas reglamentariamente por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el inciso 4) del artículo 160 de esta ley.



b) No lleven los registros contables con la información de soporte completa que respalde las transacciones, serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el inciso 4) del artículo 160 de esta ley.



c) Lleven los registros con retrasos, cuando el incumplimiento no tipifique como infracción muy grave, serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el inciso 4) del artículo 160 de esta ley.



[ ... ]



Artículo 166- Prohibición de divulgar información



Salvo los casos previstos en la normativa vigente, así como la divulgación de información relevante para el público o por orden judicial, se prohíbe a los directores del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), así como a funcionarios, empleados y asesores de dicho órgano, de las superintendencias y a los directores, empleados y asesores de las bolsas de valores, divulgar información relativa a los sujetos fiscalizados y a las transacciones de los mercados organizados conforme a esta ley, que conozcan en virtud de su cargo. Tal prohibición se mantendrá aun cuando las citadas personas dejen de prestar sus servicios, hasta tanto la respectiva información se haga pública. En caso de duda acerca de la divulgación de la información particular, el Conassif decidirá lo que corresponda.



Los directores del Conassif, así como los funcionarios, empleados y asesores de dicho órgano, y funcionarios, empleados y asesores de las superintendencias, mantendrán la confidencialidad de los requerimientos de información y asistencia que les soliciten las autoridades y organismos del exterior, así como de la información que reciban que provenga de dichas autoridades u organismos, de conformidad con los términos previstos en acuerdos o instrumentos suscritos para tales efectos. La referida obligación se mantendrá aun cuando las citadas personas dejen de prestar sus servicios.



La violación de la prohibición contenida en este artículo será sancionada según lo dispuesto en el artículo 203 del Código Penal. Tratándose de funcionarios de las superintendencias constituirá, además, falta grave para efectos laborales y serán sancionados con el despido sin responsabilidad patronal, siguiendo el debido proceso, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que correspondan. El superintendente e intendente serán responsables de denunciar, al Ministerio Público, los actos ilícitos de que tenga conocimiento.



            Artículo 17 4- Financiamiento



El presupuesto de la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval), la Superintendencia de Pensiones (Supén) y la Superintendencia General de Seguros (Sugese) será financiado en un cincuenta por ciento (50%) con recursos provenientes del Banco Central de Costa Rica y en un cincuenta por ciento (50%) mediante contribuciones obligatorias de los sujetos fiscalizados. Para estos efectos, se entenderá que el presupuesto de cada Superintendencia incluye el gasto del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), el cual se asignará anualmente, de manera proporcional, al monto de sus respectivos presupuestos.



Asimismo, el Banco Central será el responsable de que las superintendencias reciban oportunamente los fondos para cubrir su presupuesto.



Las propuestas de presupuesto de las superintendencias y del Conassif serán enviadas en consulta a los sujetos supervisados. Sus observaciones serán analizadas pero no serán vinculantes para la versión final de los presupuestos que se envíen para conocimiento de la Junta Directiva del Banco Central y para la respectiva aprobación de la Contraloría General de la República. Las observaciones deberán ser enviadas, en la forma y el medio que se indique reglamentariamente, en un plazo máximo de diez días hábiles después de recibidas las propuestas de presupuesto. El resultado del análisis de las observaciones recibidas, tanto de las aceptadas como de aquellas rechazadas, se publicará dentro de los siguientes diez días naturales después de cerrado el periodo de recepción, en los sitios web de cada superintendencia, del Conassif y del Banco Central de Costa Rica.



El gasto corriente del presupuesto de las superintendencias y el Conassif, anualmente no crecerá más del sesenta y cinco por ciento (65%) del crecimiento promedio del producto interno bruto nominal, para los últimos cuatro años previos al año de formulación de dicho presupuesto. Para determinar el crecimiento anual se tomará como referencia el gasto corriente del presupuesto institucional aprobado, inmediato anterior.



Artículo 175- Contribución de cada sujeto fiscalizado al financiamiento de los gastos de las superintendencias



Cada sujeto supervisado por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval) y la Superintendencia General de Seguros (Sugese) contribuirá, hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de sus ingresos brutos anuales, al financiamiento de los gastos efectivos de la respectiva superintendencia. Para las entidades aseguradoras y reaseguradoras supervisadas por la Superintendencia General de Seguros no se tomarán en cuenta, para los efectos de este artículo, los ingresos provenientes de las reaseguradoras.



Cada entidad supervisada por la Superintendencia de Pensiones (Supén) contribuirá hasta con un máximo de un cero coma cero dos por ciento (0,02%) de los activos administrados o de un cero coma cero cero dos por ciento (0,002%) del monto pagado por pensiones, en el caso de aquellas entidades supervisadas que no administren activos. Dentro de estos límites máximos, las superintendencias podrán cobrar a cada sujeto supervisado una contribución marginal superior cuando el perfil de riesgo del supervisado exija un mayor esfuerzo de supervisión. El cálculo del costo de ese esfuerzo adicional se hará con base en el costeo de las tareas realizadas y según los procedimientos que se establecerán en el reglamento respectivo.



En el caso de los emisores no financieros, la contribución será hasta de un cero coma uno por ciento (O, 1 %) anual sobre el monto de la emisión. Los sujetos obligados por los artículos 15 y 15 bis de la Ley N. º 7786, Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo, de 30 de abril de 1998, contribuirán con un canon. Este podrá ser diferenciado, según lo defina el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) en función del perfil de riesgo del sujeto supervisado, su estructura, la cantidad y el monto de sus transacciones, y su vulnerabilidad al riesgo. El Conassif fijará el monto de dicho canon anualmente, según los cambios que se den en relación con la cantidad y tipo de sujetos inscritos y costos del proceso de supervisión. El canon se pagará anualmente.



Mediante reglamento del Poder Ejecutivo se especificarán los porcentajes de la contribución tanto regulares como los marginales por concepto de esfuerzo superior en la supervisión, según los diversos tipos de sujetos supervisados, dentro de los límites máximos antes indicados, de manera que se cubra el cincuenta por ciento (50%) de los gastos de cada una de las superintendencias. No se impondrá una contribución adicional, cuando un mismo sujeto quede sometido a la supervisión de más de una superintendencia, sino que el sujeto de que se trate contribuirá únicamente al presupuesto de su supervisor natural o principal, conforme a los términos del reglamento.



En caso de mora, el monto de las contribuciones adeudadas devengará la tasa de interés moratoria definida en la Ley N.º 4755, Código de Normas y Procedimientos Tributarios, de 3 de mayo de 1971.






 




Ficha articulo





ARTÍCULO 2- Se reforman los incisos l) y m) del artículo 8 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Los textos son los siguientes:



Artículo 8- Atribuciones del superintendente



Al superintendente le corresponderán las siguientes atribuciones:



[ ... ]



l) Exigir, a los sujetos fiscalizados, toda la información necesaria, en las condiciones y periodicidad que determine por reglamento la Superintendencia, para cumplir adecuadamente con sus funciones de supervisión de conformidad con esta ley. Para esto, sin previo aviso, podrá ordenar visitas de inspección in situ, a las entidades, para revisar los negocios y asuntos de las entidades supervisadas, incluida la inspección de libros, registros, contabilidad y otros documentos. La  Superintendencia podrá realizar visitas a los emisores y a sus auditores externos, con el fin de aclarar la información de las auditorías, revisar el proceso de colocación de los valores en los mercados organizados y verificar la información referente a la publicidad de sus estados financieros e informes de gobierno corporativo.



m) Exigir a los sujetos fiscalizados información sobre las participaciones accionarias de sus socios, miembros de la Junta Directiva y empleados, incluyendo la identificación de las personas físicas titulares de estas participaciones, y hacerla pública a partir del porcentaje que disponga reglamentariamente. Los emisores accionarios deberán comunicar la información relacionada con la tenencia de participaciones significativas y hacerla pública de acuerdo con los términos y las condiciones que defina reglamentariamente la Superintendencia.



[ ... ]






 




Ficha articulo





ARTÍCULO 3- Se reforma el inciso i) y se adiciona el inciso t) al artículo 171 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Los textos son los siguientes:



Artículo 171-



Financiero



Funciones del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema



Son funciones del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero



[ ... ]



i) Reglamentar el intercambio de información y cooperación que pueden realizar entre sí las diferentes superintendencias, ya sea para efectos de supervisión consolidada prudencial, de conducta de mercado, para la cooperación internacional con base en acuerdos suscritos con homólogos extranjeros o cualquier otro aspecto que considere importante para el cumplimiento de las funciones. Las superintendencias que compartan información deberán mantener las obligaciones de confidencialidad correspondientes, incluyendo la relacionada con la solicitud de información, en el caso de cooperación internacional. Los miembros del Conassif, superintendentes, intendentes, demás funcionarios de las superintendencias o cualquier otra persona física o jurídica que preste servicios a la superintendencia e incumpla los deberes de confidencialidad estarán sujetos a las sanciones administrativas, civiles y penales correspondientes.



[ ... ]



t) Establecer, vía reglamento, cánones o tarifas para trámites o servicios específicos, tales como, pero no limitados a, los trámites de autorización, registros, y certificaciones o constancias que deban emitir las superintendencias a solicitud de los regulados, supervisados o fiscalizados, o de terceros, todo de conformidad con el ordenamiento jurídico. Los montos establecidos para estos cánones deberán reflejar el costo del servicio y serán transferidos al Banco Central de Costa Rica.



[ ... ]






 




Ficha articulo





ARTÍCULO 4- Se reforma el artículo 241 de la Ley N. º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993. El texto es el siguiente:



Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997.






 




Ficha articulo





ARTÍCULO 5- Se reforma el inciso f) y se adiciona el inciso g) al artículo 132 de la Ley N. º 7558, Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, de 3 de noviembre de 1995. Los textos son los siguientes:



Artículo 132- Prohibición



[ .. . ]



f) La información que requiera el Instituto Costarricense sobre Drogas en ejercicio de sus atribuciones para combatir la legitimación de capitales y el financiamiento al terrorismo.



g) La información que la Superintendencia General de Valores (Sugeval) solicite para atender requerimientos de información según los términos de un Acuerdo Multilateral de Entendimiento, suscrito entre la Superintendencia y las autoridades extranjeras, miembros de la Organización Internacional de Comisiones de Valores que cumpla con la legislación y normativa aplicable.



[ ... ]






 




Ficha articulo





ARTÍCULO 6- Se adiciona un segundo párrafo al artículo 203 de la Ley N.º 4573, Código Penal, de 4 de mayo de 1970. El texto es el siguiente:



Divulgación de secretos



Artículo 203-



[ ... ]



La pena será de cuatro a seis años de prisión, cuando se trate de información de las entidades o empresas supervisadas por las superintendencias del Sistema Financiero Nacional, o de los clientes de dichas entidades o empresas, cuando tal información esté protegida por el secreto, la confidencialidad o la prohibición de divulgación. Si la divulgación la realiza un funcionario público o profesional, además de la pena señalada en este párrafo se impondrá la inhabilitación para el ejercicio de cargos y oficios públicos o de profesionales titulares de uno a tres años.






 




Ficha articulo





ARTÍCULO 7- Se adiciona el inciso r) al artículo 8 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. El texto es el siguiente:



Artículo 8- Atribuciones del superintendente



Al superintendente le corresponderán las siguientes atribuciones:



[ ... ]



r) Proporcionar la cooperación e información que soliciten las autoridades y los organismos del exterior para el cumplimiento de sus respectivas funciones, de conformidad con los términos del acuerdo o instrumento de cooperación e intercambio de información suscrito entre la superintendencia y las autoridades extranjeras. Dicho acuerdo deberá ser conocido y aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y suscrito por el citado superintendente. La información incluirá toda aquella que la superintendencia tenga en su poder o que pueda obtener en ejercicio de sus facultades, incluyendo la de naturaleza bancaria o cualquier otra que se encuentre protegida por disposiciones de secreto o confidencialidad, cuando esta sea necesaria para reconstruir las transacciones y el movimiento de los recursos o fondos relacionados con las operaciones objeto del intercambio de información.



Las solicitudes de asistencia, así como la información y documentación que la superintendencia reciba de las autoridades y los organismos del exterior serán confidenciales y solamente podrán ser usadas de conformidad con los términos acordados en los referidos instrumentos de cooperación e intercambio de información, en los que se preverá el principio de reciprocidad. La obligación de guardar dicha confidencialidad aplicará a todo el personal, aun cuando hayan dejado de prestar sus servicios a la superintendencia.



El superintendente, o los funcionarios designados por él, podrán hacer comparecer ante sí o requerir información a personeros o empleados de las entidades y empresas fiscalizadas o a terceras personas cuando:



i) Se presuma tengan conocimiento de los hechos investigados en el proceso de supervisión o sobre la manera como se conducen los negocios de una entidad o empresa fiscalizada, para que expliquen aspectos que, en aras de la protección del orden público, sea necesario esclarecer acerca de una entidad o empresa fiscalizada, todo esto de conformidad con el procedimiento previsto en esta ley.



ii) Sea necesario para el cumplimiento de los compromisos de cooperación e intercambio de información con autoridades y organismos del exterior, de conformidad con los términos del acuerdo o instrumento que al efecto tenga suscrito la superintendencia con estos.



La asistencia que proporcione la superintendencia a las citadas autoridades y organismos del exterior no estará condicionada por el hecho de que los actos o las conductas objeto de la asistencia internacional no hayan tenido lugar en Costa Rica o no constituyan una violación al marco legal aplicable a los mercados organizados conforme a esta ley.



En cualquiera de los casos anteriores, el superintendente podrá además solicitar al juez penal que ordene el secuestro de documentos, correos, lugares de almacenamiento físicos o virtuales y sus respectivos procesadores de las personas o entidades que pudieran tener conocimiento o información relacionada con el objeto de las acciones de la superintendencia o de la asistencia internacional de que se trate. El secuestro estará sujeto a las formalidades establecidas en la Ley N.º 7425, Ley sobre Registro, Secuestro y Examen de Documentos, e Intervención de las Comunicaciones, de 9 de agosto de 1994.






 




Ficha articulo





ARTÍCULO 8- Se adiciona el artículo 177 bis a la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. El Texto es el siguiente:



Artículo 177 bis- Protección legal



Cuando un administrado interponga demanda por responsabilidad civil o penal en lo personal contra alguno de los miembros del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, el gerente y el subgerente del Banco Central, los superintendentes e intendentes del Sistema Financiero Nacional, los funcionarios de las superintendencias con poder de decisión en materia de supervisión financiera y los órganos directores de los procedimientos administrativos sancionatorios, por actos o conductas relacionados con el ejercicio de sus deberes, funciones o atribuciones relacionados o resultantes de la actividad de supervisión o regulación financieras, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, el Banco Central o los órganos de supervisión del Sistema Financiero Nacional, según corresponda, asumirán, en caso de que sea requerida expresamente por las personas indicadas en el primer párrafo de este artículo, la completa defensa judicial, por medio de sus asesorías jurídicas respectivas. En caso de un eventual conflicto de interés para la asesoría jurídica en la que recaiga la defensa, esta deberá ser asumida por alguna de las demás asesorías jurídicas del Banco Central, de las superintendencias o del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, según corresponda. La defensa incluirá, entre otros, la constitución de las fianzas, efectos de medidas cautelares, honorarios de notarios externos y peritos, y rendición de garantías.



Estos mismos costos de defensa serán también cubiertos por las instituciones indicadas, cuando alguna de las personas cubiertas por este artículo sea requerida ante otras instancias administrativas o comisiones legislativas, aun cuando el acto administrativo no haya sido declarado nulo mediante sentencia firme en sede judicial.



Se faculta a las asesorías jurídicas del Banco Central y de sus órganos desconcentrados, para que asuman la defensa de los servidores y exservidores de las entidades que representan, cuando sean objeto de algún tipo de denuncia administrativa o judicial por el desempeño de sus funciones, pudiendo contar al efecto con la asesoría técnica de las demás dependencias administrativas de la institución.



De encontrarse al funcionario o al servidor público, o a quien en su momento lo fue, responsable en lo personal, en sede judicial, por los hechos que se le imputen en la demanda y en el tanto quede demostrado en sentencia que el servidor o funcionario actuó con dolo o culpa grave, deberá asumir, igualmente en lo personal, y una vez firme la sentencia respectiva, el pago de las sumas a que sea condenando y reintegrar a los órganos o las entidades que asumieron los costos de su defensa, la totalidad de los recursos invertidos en ellos. Los jueces civiles y penales deberán analizar expresamente la existencia de culpa o dolo en la conducta del funcionario o exfuncionario al resolver las demandas a las que se refiere el presente artículo.
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ARTÍCULO 9- Se adiciona un párrafo al final del artículo 265 de la Ley N. º 3284, Código de Comercio, de 30 de abril de 1964. El texto es el siguiente:



Artículo 265-



[ ... ]



Por medio de la autoridad judicial competente, las superintendencias del sistema financiero podrán requerir, a cualquier persona física o jurídica no supervisada por ellas, la exhibición de libros contables y otros documentos cuya información sea necesaria para el ejercicio de sus funciones de supervisión y fiscalización sobre operaciones o transacciones financieras efectuadas por los supervisados, pudiendo obtener copias físicas o impresiones de las actas electrónicas.
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ARTÍCULO 10- Se adicionan tres párrafos al final del artículo 615 de la Ley N. º 3284, Código de Comercio, de 30 de abril de 1964. El texto es el siguiente:



Artículo 615-



[ ... ]



La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef) suministrará a la Superintendencia General de Valores (Sugeval) la información sobre cuentas bancarias, órdenes y transacciones que esta le solicite para atender requerimientos de información, según los términos de un Acuerdo Multilateral de Entendimiento suscrito entre la Superintendencia y autoridades extranjeras, miembros de la Organización Internacional de Comisiones de Valores, que cumpla con la legislación y normativa aplicable.



Para realizar la entrega de información, en los términos indicados en el párrafo anterior, la Superintendencia General de Valores deberá contar con un requerimiento de una autoridad extranjera que contenga al menos lo siguiente:



a) Una descripción de los hechos que son objeto de la investigación y que motivan el requerimiento, así como el propósito para el que se solicita la asistencia.



b) Una descripción de la asistencia solicitada por la autoridad extranjera y la indicación de la legislación que pudiera haber sido incumplida.



La información que se suministre será la necesaria para que la autoridad extranjera solicitante pueda reconstruir transacciones financieras realizadas.
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Artículo 11.-Se adiciona el inciso r) al artículo 29 de la Ley N° 8653, Ley Reguladora del Mercado de Seguros, de 22 de julio de 2008. El texto es el siguiente:



Artículo 29.-Objetivos y funciones de la Superintendencia General de Seguros



r) Solicitar al juez penal que ordene el secuestro de documentos, correos, lugares de almacenamiento, físicos o virtuales, y sus respectivos procesadores de las personas o entidades que pudieran tener conocimiento o información relacionada con el objeto de las acciones de la Superintendencia o de la cooperación internacional de que se trate, en los términos del artículo 151 de la Ley N° 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores. El secuestro estará sujeto a las formalidades establecidas en la Ley N° 7425, Ley sobre Registro, Secuestro y Examen de Documentos, e Intervención de las Comunicaciones, de 9 de agosto de 1994.



(Corregido mediante Fe de Erratas publicada en La Gaceta N° 220 del 19 de noviembre del 2019, página N° 88.)
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ARTÍCULO 12- Se adiciona un último párrafo al artículo 33 de la Ley N. º 7523-1, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, de 7 de julio de 1995.



El texto es el siguiente:



Artículo 33- Regulación del régimen



[ . . . ]



A la Superintendencia de Pensiones (Supén) le será aplicable lo establecido en el artículo 151 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Además, el superintendente, el intendente, los empleados, los asesores y cualquier otra persona, física o jurídica, que preste servicios a la Superintendencia de Pensiones estarán sujetos a la prohibición de divulgar información, prevista en el artículo 166 de esa ley. De lo anterior se exceptúan la divulgación de la información estadística agregada y cualquier otra información a cuya divulgación obliguen esta ley o la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000.
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ARTÍCULO 13- Se deroga el inciso 13 del artículo 159 de la Ley N. º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS



TRANSITORIO I- Plazo para contar con la metodología para calcular el canon establecido en el artículo 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 diciembre de 1997, para el caso de los sujetos obligados por los artículos 15 y 15 bis de la Ley N. º 7786, Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de uso no Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo, de 15 de mayo de 1998.



El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) contará con un año para establecer la metodología para calcular el canon establecido en el artículo 17 4, para el caso de los sujetos obligados por los artículos 15 y 15 bis de la Ley N.º 7786. Entretanto, el Consejo podrá determinar un valor único que aplique a todos los sujetos obligados.
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TRANSITORIO II- Plazo para alcanzar el aporte al financiamiento de las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).



El incremento en el porcentaje de contribución de las entidades supervisadas por la Supén, la Sugef y la Sugeval, conforme a lo dispuesto en los artículos 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997, se alcanzará a razón de un incremento del siete coma cinco (7, 5) puntos porcentuales por año, a partir del presupuesto correspondiente al quinto año inmediatamente siguiente a la entrada en vigencia de esta ley y hasta completar el cincuenta por ciento (50%) dispuesto en los citados artículos; de forma tal que durante los cuatro años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley se aplicarán los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes antes de esta modificación.



Durante la vigencia de este transitorio, el Banco Central de Costa Rica continuará sufragando la diferencia del monto de los gastos para garantizar el correcto y eficiente funcionamiento de las superintendencias.
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TRANSITORIO III- Plazo para alcanzar el aporte al financiamiento de las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Seguros (Sugese) El incremento en el porcentaje de contribución de las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Seguros, conforme a lo dispuesto en los artículos 174 y 175 de la Ley N. º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997, se alcanzará a razón de un incremento de diez puntos porcentuales por año, a partir del presupuesto correspondiente al tercer año inmediatamente siguiente a la entrada en vigencia de esta ley. A partir del presupuesto correspondiente al quinto año, inmediatamente siguiente a la entrada en vigencia de esta ley, esas entidades supervisadas contribuirán con un incremento del siete coma cinco (7,5) puntos porcentuales y hasta completar el cincuenta por ciento (50%) dispuesto en los citados artículos; de forma tal que durante los dos años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley se aplicarán los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes antes de esta modificación.



Durante la vigencia de este transitorio, el Banco Central de Costa Rica continuará sufragando la diferencia del monto de los gastos para garantizar el correcto y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.



Rige a partir de su publicación.



Dado en la Presidencia de la República, San José a los dieciséis días del mes de octubre del año dos mil diecinueve.
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Página 2



19 de junio de 2023

SP-775-2023 



Señor 

Juan Carlos Segura Solís, Presidente 

Junta Administradora del 

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 



Estimado señor:



Según lo dispuesto por las Normas Técnicas Sobre Presupuesto Público “4.2.14, inciso b), aparte iii) Transferencias”, el Banco Central de Costa Rica (BCCR) debe incorporar, como ingreso, la contribución que brinda su representada por concepto de cobro por los servicios de supervisión que realiza la superintendencia al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



De tal forma, que dicho monto debe ser incorporado en su respectivo presupuesto como un gasto por concepto de supervisión. En el caso de las empresas públicas, debe registrarse en la cuenta presupuestaria: “6.01.06 Transferencias corrientes a instituciones Públicas Financieras” y, a su vez, para los casos que corresponda en el “Sistema de Información sobre planes y Presupuesto [SIPP] de la Contraloría General de la República, deberá incluirse utilizando el clasificador institucional del sector público del BCCR N.o “1.2.1.3.100.000”. Por lo anterior, se le solicita su colaboración para que dicho monto sea debidamente incorporado en el presupuesto institucional.



El monto formulado para el 2024 es de 57 904 242,00 colones. Es importante destacar que este monto corresponde a una estimación por lo que no puede considerarse como la contribución definitiva que debe realizar su representada en el año referido. Al respecto, posteriormente, se les estará comunicando el monto definitivo por cobrar. 



Agradezco de antemano la atención que se le brinde a este oficio. 



Atentamente, 



  [image: ]

 José Ezequiel Arias González     

Jefe Área Comunicación y Servicios



Copia: Señor Oslean Mora Valdez, Director Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Uso Interno



Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr





Uso Interno



Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr
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  Oficio N.°0245-DJA-2023 


 


 San José, 21 de junio de 2023 
 


 


Licenciada 


María del Rocío Aguilar Montoya  


Superintendencia de Pensiones 


S. D.  
Asunto: Respuesta al documento 


SP-0775-2023, relacionado al 


monto y la cuenta presupuestaria 


por concepto de supervisión. 


Estimada Licenciada: 


 


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, en atención al oficio SP-0775-


2023, relacionado a la contribución que brinda el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial (FJPPJ) a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), por concepto de 


cobro por los servicios de supervisión se indica lo siguiente: 


 


1. De acuerdo con los tiempos de formulación presupuestaria del Poder Judicial para el 


periodo 2024, se informa que ya se tiene un presupuesto formulado y autorizado 
para el año 2024 por parte del Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial.  


 
2. La Unidad de Control de Ingresos de la Tesorería Nacional remite oficio N.° MH-TN-


DF-UCI-OF-0578-2023 del 10 de mayo de 2023 sobre la actualización de los pasos 


que deben efectuarse para operativizar el depósito y ejecución de recursos del 
presupuesto de la JUNAFO, en relación con lo expresado en el documento 
denominado “Informe técnico sobre la gestión de los recursos de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 
 


3. De acuerdo con la estimación por los servicios de supervisión, a partir del 


comportamiento de las partidas de los años 2021, 2022 y 2023, se informa que la 
JUNAFO posee presupuestados los recursos suficientes para cubrir el concepto de 
supervisión de SUPEN para el periodo 2024. 


 


4. Se destaca que, los recursos por concepto de cobro por los servicios de supervisión 
fueron formulados en la cuenta presupuestaria “6.01.06 Transferencias corrientes a 
instituciones Públicas Financieras” que se está solicitando.  


 







 
 


  Oficio N.°0245-DJA-2023 


 


 


En espera de que la información le sea de utilidad, se da por atendida la solicitud y se 
queda atentos de requerir algún dato o aclaración adicional. 


 


Atentamente; 


 
 
 


 
 
 


MPM. Oslean Mora Valdez 
Director a.i.  


Dirección de Junta Administradora del Fondo  


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
RRT 


CC.: José Ezequiel Arias González    
Archivo. 
 





				omorava@poder-judicial.go.cr

		2023-06-22T15:18:30-0600

		Costa Rica, Centroamerica.

		OSLEAN VICENTE MORA VALDEZ (FIRMA)

		Estoy aprobando este documento
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San José, 18 de julio de 2023 
Oficio N° 0523-JUNAFO-2023 
Al contestar refiérase a este # de oficio 


 


Señora 
Licda. Ingrid Moya Aguilar, Directora interina 
Junta Administradora Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones Poder Judicial 
 
Estimada señora: 
 


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo 


tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, en la sesión N° 028-2023 celebrada el 13 de julio de 2023, que literalmente 


dice: 


 


“ARTÍCULO XII 
 


Documento Nº 674-2023 
 


Conoce esta Junta Administradora, el oficio N° SP-775-2023 del 19 de junio de 


2023, suscrito por el señor José Ezequiel Arias González, jefe del área de comunicación 


y servicios de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, donde indica que según lo 


dispuesto por las Normas Técnicas Sobre Presupuesto Público “4.2.14, inciso b), aparte 


iii) Transferencias”, es necesario que los servicios de supervisión que realiza la SUPEN 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sean incorporados en el 


presupuesto institucional como un gasto por concepto de supervisión. Además, el 


mismo debe registrarse en la cuenta presupuestaria: “6.01.06 Transferencias corrientes a 


instituciones Públicas Financieras”. 


 


A continuación, se adjunta el oficio que contiene la solicitud completa: 


 


2023SP775.docx


 
 


Se acuerda:  Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado 


anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 


SP-775-2023 de fecha 19 de junio de 2023, de la Superintendencia de 


Pensiones – SUPEN, en el cual indica que los servicios de supervisión 


que realiza la SUPEN al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, deben ser incorporados en el presupuesto institucional como 







 


 


un gasto por concepto de supervisión. El mismo debe registrarse en la 


cuenta presupuestaria: “6.01.06 Transferencias corrientes a 


instituciones Públicas Financieras”. 2.) Trasladar este acuerdo a la 


Dirección de la JUNAFO, para lo de su cargo. 


 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se 
declara acuerdo firme. Comuníquese.” 


 


 


Atentamente,  
 
 
 
Licda. Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 


 


 


cc:  Sr. José Ezequiel Arias González, jefe del área de comunicación y servicios de la 


Superintendencia de Pensiones – SUPEN 


Diligencias / Refs: (674-2023) 


dmendozar 





				2023-07-19T09:17:08-0600
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Anexo cuadros

				Montos de pagos realizados

				Año		Monto pagado

				2019		13,046,957.00

				2020		19,007,374.00

				2021		22,974,842.00

				2022		19,303,757.00



				Promedio		18,583,232.50



				Porcentaje máximo de pago sobre activos administrados

				Proyección

								Porcentaje Supervisión máximo 0,02% 

						Activos Administrados 		Estimado anual de pago		Estimado mensual de pago

				´Diciembre 2022		708,648,019,063.11		141,729,603.81		11,810,800.32

				´Diciembre 2023		715,396,940,366.51		143,079,388.07		11,923,282.34

				´Diciembre 2024		722,210,136,087.59		144,442,027.22		12,036,835.60

				´Diciembre 2025		729,088,218,353.90		145,817,643.67		12,151,470.31

				´Diciembre 2026		736,031,805,122.70		147,206,361.02		12,267,196.75

				´Diciembre 2027		743,041,520,236.48		148,608,304.05		12,384,025.34





				ESTIMACIÓN DE INCREMENTO EN EL CANON DE SUPERVISIÓN

				JUNAFO - SUPEN 

				PERIODOS 2024 - 2027

				Detalle		2023 - Base		2024		2025		2026		2027

				% de incremento anual		20.00%		7.50%		7.50%		7.50%		7.50%

				% del presupuesto cargado a Supervisados				27.50%		35.00%		42.50%		50.00%



				Estimación de canon por año a cubrir por JUNAFO				₡   57,904,242.00		₡   73,696,308.00		₡   89,488,374.00		₡   105,280,440.00

				Canon promedio actualmente cancelado		₡   18,583,232.50

				Incremento con respecto al canon actual				311.59%		396.57%		481.55%		566.53%

						18,583,232.50		100.00

						57,904,242.00		311.59





				2022		19,303,757.00

				2023		19,532,678.00
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Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación actuarial Monto a trasladar a la CCSS ROP

GP-DAP-1141-2023

 Richard Montoya 

Obando 

03-0376-0510 4,108,463.26          5,169,499.60            4,108,463.26                         451,177.02           
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San José, 20 de octubre de 2023 
  


Licenciado 
Arturo Baltodano Baltodano 
Presidente, Comité de Auditoría 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
Poder Judicial 
  


Estimado señor: 
  
En atención a lo establecido en el Reglamento de Gobierno Corporativo de la SUPEN, en el 
artículo 25 Comité de Auditoría, el cual se cita a continuación: 


"El Comité de Auditoría es responsable, entre otros asuntos de: 
 
[…] 
 
25.11 Revisar y trasladar al Órgano de Dirección, los estados financieros anuales auditados, 
los informes complementarios, las comunicaciones del auditor externo y demás informes de 
auditoría externa o interna." El Subrayado no es parte del original. 


 
Se remite el informe de auditoría referente al estudio denominado “Evaluación del 
cumplimiento normativo relacionado con la gestión de riesgos en el Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial”, el cual forma parte del Plan Anual de Trabajo de esta 
Auditoría Interna para el periodo en curso, con el propósito de que sea analizado en sesión 
del Comité que preside. 
 
Finalmente, esta auditoría se mantiene a la orden para aclarar o complementar cualquier 
aspecto que se estime conveniente. 
  
Sin más por el momento. 
  
Atentamente, 
  
  


Lic. Luis Abarca Padilla 
Jefe de Auditoría Interna a,i 


Dirección de la JUNAFO 
  
CC.: Archivo / Proyecto ESP-08|36-2023  
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Informe de auditoría:  
Evaluación del cumplimiento normativo 


relacionado con la gestión de riesgos en el 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial 
  


ESP-08|36-2023 
  


Setiembre, 2023 
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1. Introducción 
 


1.1.        Origen del estudio 
El presente estudio tiene su origen en el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna de la 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para el año 
2023 aprobado en la sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones N° 003-2023 celebrada el 31 de enero de 2023, artículo IX. 
  
 


1.2.        Objetivo general 
Evaluar el cumplimiento normativo relacionado con la gestión de riesgos en el Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
  
 


1.3.        Alcance y naturaleza 
Este servicio de auditoría es de naturaleza especial y como parte de su alcance consideró el 
cumplimiento de normativa del ente regulador basada en la gestión de riesgos. 
  
El periodo de examen comprende desde enero 2022 hasta setiembre 2023, en lo que 
respecta a la información suministrada por el Proceso de Riesgos y la Dirección de la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
  
 


1.4.        Equipo de trabajo 
La asignación fue desarrollada por Johel Calero Brenes, Profesional 2 y aprobada por Luis 
Abarca Padilla, jefe administrativo 4 como personal integrante de la Auditoría Interna. 
  
 


1.5.        Normativa técnica aplicada 
Para la ejecución de este trabajo se observaron las Normas para el Ejercicio de la Auditoría 
Interna en el Sector Público y las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, 
ambas promulgadas por la Contraloría General de la República. 
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2. Antecedentes 
El Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones en adelante SUPEN, por sus siglas, 
fue aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), 
mediante el artículo 7 del acta de la sesión 1332-2017, celebrada el 16 de mayo de 2017 y 
publicado en el alcance 151 del Diario Oficial “La Gaceta”, del 23 de junio de 2017, el cual rige a 
partir de su publicación en dicho Diario Oficial. 
  
En el oficio CNS-1332/07 del 05 de junio de 2017 inmerso en dicho reglamento, propiamente en 
el punto 3, se lee textualmente: 
  


“La Ley 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias en su artículo 33, dispone 
que el Régimen de Pensiones será regulado y fiscalizado por una Superintendencia de 
Pensiones (SUPEN), como órgano de máxima desconcentración, con personalidad y 
capacidades jurídicas instrumentales y adscrita al Banco Central de Costa Rica. 
  
Corresponde a la SUPEN autorizar, regular, supervisar y fiscalizar los planes, fondos y 
regímenes contemplados en esa Ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud 
de otras leyes; y la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para 
administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que 
intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las 
disposiciones de esta Ley”.  


   


3. Resultados del Estudio 
Como producto de la auditoría realizada en el área bajo estudio, a continuación, se desarrollan 
algunos de los aspectos analizados: 
 


3.1 Definición de la Gestión de Riesgos 


Durante una entrevista con personal del Proceso de Riesgos, se verificó que respaldan su 
labor en instrumentos que permiten efectuar una gestión integral basada en lo siguiente: 
  


• Reglamento de Gobierno Corporativo emitido por el Consejo Nacional de 
Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF-SUPEN). 


• Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones. 
  
Según lo expresado por la jefatura del Proceso de Riesgos, para el caso de dicho Proceso 
se toma inicialmente el Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones, que 
sirve como base para elaborar los documentos correspondientes para una buena gestión 
de acuerdo con las buenas prácticas y regulaciones, que a partir de ahí se deriva el Marco 
de Gestión de Riesgos que establece las políticas tanto a nivel local como internacional. 
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Seguidamente se establece el Perfil de Riesgos del Fondo y la Declaración de Apetito de 
Riesgo que se enfoca en determinar los riesgos que el fondo está dispuesto a administrar 
o a gestionar entre los cuales destacan el riesgo de precios, de tasas de interés y de ahí 
se derivan otros aspectos como definición de la metodología de indicadores de riesgos 
financieros y establecer modelos para selección de emisores, ya sean locales o 
internacionales. 
  
Los documentos detallados anteriormente, identifican de manera apropiada las líneas de 
defensa para el análisis y control de riesgos. 
  
La primera línea corresponde en este caso a las unidades organizacionales de la Dirección 
de la JUNAFO, que actualmente cumplen su papel de forma razonable siendo que, los 
riesgos relevantes se analizan y se remiten para discusión en las sesiones de los comités 
técnicos y de la Junta Administradora, brindando seguimiento a estos, según consta en 
las distintas actas, además de que se trabaja en una cultura de riesgos sensibilizando e 
informando a las personas servidoras de la Dirección de la JUNAFO mediante cápsulas 
sobre los diferentes tipos de riesgos, conceptos y temas relacionados. 
  
La segunda línea de defensa, representada por el Proceso de Riesgos, está en un proceso 
evolutivo de su gestión y los tipos de riesgos, en apego a la normativa vigente y la Función 
de Cumplimiento que supervisa la gestión de riesgos al seguir los planes de acción para 
cumplir los lineamientos emanados por el ente regulador. 
  
La tercera línea que involucra a la Auditoría Interna interviene por primera vez en un 
estudio enfocado en cumplimiento normativo para conocer cómo operar y evaluar la 
gestión objetivamente. 
  
La cuarta línea incluye a la SUPEN y la Auditoría Externa, quienes ejercen una función 
decisiva en la supervisión y revisión de los procesos de gestión de riesgos, quienes ya han 
efectuado evaluaciones previas a este estudio. 


  
Estos aspectos analizados, son concordantes con lo siguiente: 
  


Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones: 
  


"Artículo 2. Objeto 
  
Este reglamento tiene por objeto: 
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a) Orientar a las entidades reguladas en el proceso de identificación y gestión 
de los riesgos a que se encuentran expuestos los fondos que administran. […]" 
El subrayado no es parte del original. 
  
  
"Artículo 3. Definiciones 
  
[…] 
  
Líneas de Defensa: Áreas o funciones organizacionales que contribuyen a la 
gestión y control de los riesgos de la entidad. Se reconocen tres "Líneas de 
Defensa": 
  
La primera línea de defensa será la responsable de la gestión diaria de los 
riesgos, enfocada en identificar, evaluar y reportar cada exposición, en 
consideración del Apetito de Riesgo aprobado y sus políticas, procedimientos 
y controles. Generalmente se asocia a las líneas de negocio o a las actividades 
sustantivas de la entidad. 
  
La segunda línea de defensa complementa a la primera por medio del 
seguimiento y reporte a las instancias respectivas. Generalmente incluye la 
unidad de riesgos y la unidad o función de cumplimiento. 
  
La tercera línea consiste en una función o unidad de Auditoría Interna 
independiente y efectiva, que proporcione al Órgano de Dirección 
información sobre la calidad del proceso de gestión del riesgo, esto por medio 
de sus revisiones y vinculándolos con la cultura, la estrategia, los planes de 
negocio y las políticas de la entidad." El subrayado no es parte del original. 
  


Reglamento sobre Gobierno Corporativo del CONASSIF: 
  


"Artículo 14. Gestión y control del riesgo.  
El Órgano de Dirección debe definir y comunicar las responsabilidades en 
torno a la gestión y control de los riesgos, sin detrimento del resto de la 
regulación específica sobre la materia. Esta responsabilidad implica la 
identificación de las Líneas de Defensa, así como la formulación de políticas y 
controles apropiados y alineados a la Declaración de Apetito de Riesgo." El 
subrayado no es parte del original. 
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3.2 Identificación de funciones del Proceso de Riesgos 


La estructura actual del Proceso de Riesgos comenzó a funcionar a principios de enero de 
2022 la cual fue aprobada por la Junta Administradora en la sesión N° 01-2022 celebrada 
el 03 enero 2022. Este proceso está conformado por tres personas servidoras, a saber, 
una jefatura y dos personas gestoras que, según el organigrama vigente, este proceso se 
encuentra ubicado con dependencia directa del Órgano de Dirección y comunicación 
directa con el Comité de Riesgos, por lo que se evidencia el cumplimiento de lo siguiente: 
  


Reglamento sobre Gobierno Corporativo: 
  


"Artículo 32. Estructura para gestión del riesgo. Las entidades deben contar 
con una unidad o función de gestión de riesgos eficaz e independiente de las 
líneas de negocio o actividades sustantivas, bajo la conducción de un director 
de riesgos o equivalente. 
  
La unidad o función de gestión de riesgos debe contar, entre otros, con: 
  
32.1 Personal suficiente, que posea la experiencia y competencias necesarias, 
incluyendo el conocimiento de los productos y del mercado, que le permitan 
emitir criterios fundamentados en relación con los riesgos a los que está 
expuesta la entidad y los Vehículos de Administración de Recursos de 
Terceros. 
  
32.2 Acceso a todas las líneas de negocio o actividades sustantivas con 
potencial de generar un riesgo material a la entidad." 


  
Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones: 
  


"Artículo 10. La unidad o función de riesgos 
  
Las entidades deben contar con una unidad o función de riesgos eficaz e 
independiente de las líneas de negocio o actividades sustantivas, bajo la 
conducción de un director de riesgos o equivalente. 
  
La unidad o función de riesgos debe contar, entre otros, con: 
  
i. Personal suficiente, que posea la experiencia y competencias necesarias, 
incluyendo el conocimiento de los productos y del mercado, que le permitan 
emitir criterios fundamentados en relación con los riesgos a los que está 
expuesta la entidad y los fondos administrados. […]"  El subrayado no es del 
original. 
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"Artículo 11. Director de la unidad o función de riesgos 
  
El director o equivalente de la unidad o función de riesgos, es el encargado de 
esta unidad o función; reporta al Órgano de Dirección y debe tener el nivel 
jerárquico, independencia, autoridad y las competencias necesarias para 
supervisar las actividades de gestión de riesgos de la entidad y de los fondos 
administrados. Debe contar con acceso a toda la información necesaria para 
realizar sus funciones y no debe tener responsabilidades en las líneas de 
negocio o las actividades sustantivas de la entidad. […]" El subrayado no es 
del original. 


  
Las funciones de cada persona servidora de dicho Proceso las establece el Perfil 
Competencial Institucional, sin embargo, las labores generales para los gestores de 
riesgos se describen en el plan de trabajo anual y es elaborado por el Proceso de Riesgos. 
  
Entre las funciones principales de la jefatura del Proceso de Riesgos destacan:  
  


“[…] Supervisar y evaluar la gestión integral de riesgos del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones, velando por el cumplimiento y alcance de las metas establecidas con la 
normativa referente de riesgos e inversiones […]” 
  
“[…] Proponer al Comité de Riesgos para el análisis y aprobación las metodologías, 
para identificar, medir y monitorear los distintos tipos de riesgos financieros, así 
como los límites establecidos […]” 


  
Tanto la Ley General de Control Interno No. 8292, en el artículo 2, inciso f), como las 
Directrices generales para el establecimiento y funcionamiento del Sistema Específico de 
Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI), definen: 
  


“Valoración del Riesgo. Identificación y análisis de los riesgos que enfrenta una 
institución, tanto de fuentes internas como externas relevantes para la consecución 
de los objetivos.”. 


  
Entre las funciones principales del Gestor de Riesgos destaca: 
  


“Realizar las labores profesionales para analizar, identificar, medir, evaluar, 
monitorear y controlar los diferentes riesgos a los que puede estar expuesto el 
portafolios de inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de 
conformidad con las políticas de inversión y riesgos, así como, las diferentes 
disposiciones reglamentarias y legales vigentes...” 
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“[…] Emitir criterio sobre las modificaciones propuestas a los reglamentos en el 
tema de riesgos […]” 
  
“[…] Elaborar informes técnicos y brindar criterio técnico relacionado con el campo 
de su competencia […]” 
  


En concordancia con lo anterior, el Reglamento sobre Gobierno Corporativo indica lo 
siguiente: 
  


"Artículo 34. Responsabilidad de la unidad o función de riesgos. La unidad o 
función de gestión de riesgos es responsable de identificar, evaluar, medir, informar 
y dar seguimiento sobre los riesgos de la entidad o Vehículo de Administración de 
Recursos de Terceros." El Subrayado no es parte del original. 


Según el análisis realizado, el Proceso de Riesgos tiene una comprensión adecuada de las 
funciones que debe realizar, en consonancia con la normativa aplicable reflejada en su 
planificación y en el perfil de puestos, y se encuentra posicionado en la estructura 
organizacional en concordancia con su función y la normativa. 


  


3.3 Actividades relacionadas con la gestión de riesgos 


En el 2021 se realizó el proceso de unificación del Fondo, y en ese momento la Dirección 
optó por iniciar con una estructura mínima priorizando áreas como jubilaciones y 
pensiones y el área contable, pero por limitaciones presupuestarias y desconocimiento 
sobre transferir los recursos de la Dirección de la JUNAFO al Poder Judicial para financiar 
nuevas plazas, en ese momento solo se tomaron en cuenta aquellos que ya estaban 
desempeñando funciones relacionadas con el fondo. 
  
En consecuencia, en ese momento las jefaturas asumieron de forma interina ciertas áreas, 
para garantizar la continuidad de las labores sin interrupciones, no obstante, una vez que 
se obtuvieron recursos adicionales, se incorporaron las áreas faltantes en 2022, y como 
resultado, el jefe del Proceso de Riesgos dejó de desempeñar temporalmente las funciones 
adicionales que había asumido para enfocarse exclusivamente en la gestión de riesgos 
según lo establece la normativa vigente.  
  
Cabe indicar, que dicha situación fue transitoria y motivada por una razón específica, en 
línea con el conflicto de interés señalado por la SUPEN en el oficio SP-135-2022. 


En primer lugar, el Proceso de Riesgos inspecciona y da seguimiento al comportamiento 
de los indicadores de riesgos a través de la herramienta VALMER y los resultados de este 
análisis se exponen y discuten en las sesiones mensuales del comité técnico experto, con 
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el fin de informar sobre la situación actual del Fondo. Los planes de mejora que surgen de 
estas sesiones de trabajo se aprueban por votación de los participantes, según consta en 
las actas. 
  
De igual manera el Proceso de Riesgos sustenta sus actividades bajo la normativa interna 
aprobada por la JUNAFO, diseñada para cumplir con los lineamientos que establece el ente 
regulador, según se detalla en el cuadro siguiente: 
  


Cuadro No 1 
Normativa atinente a la gestión de riesgos 


  


Documento Descripción Acta 
Comité Riesgos 


Acta 
JUNAFO 


Marco de Gestión de 
Riesgos 


Permanente supervisión del 
Órgano de Dirección y del Comité 
de Riesgos 


120-2023 30-2023 


Código de Gobierno 
Corporativo 


Transparencia y eficacia del 
FJPPJ, contiene lineamientos 
generales 


120-2023 30-2023 


Metodología General 
para la Valoración de 
Riesgos 


Evaluación semicuantitativa de 
los riesgos 


No aplicó 
aprobación 


04-2020 


Declaración de 
Apetito por Riesgo 


Nivel y tipos de riesgos que el 
FJPPJ acepta o evita 


120-2023 30-2023 


Perfil de Riesgos Características del FJPPJ como 
inversionista  


120-2023  30-2023 


Política para la 
Administración 
Integral de Riesgos 


Identificación, análisis y gestión 
de los riesgos a los que se expone 
el FJPPJ 


120-2023 30-2023 


Manual Metodologías 
Cálculo Indicadores 
Riesgos Financieros 


Documenta metodologías para el 
cálculo de los indicadores de 
riesgo 


123-2023 Pendiente 


de 


aprobación 


Fuente: Elaboración propia con información suministrada por el Proceso de Riesgos 
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En resumen, de lo analizado se puede concluir que, se ha adoptado un enfoque estratégico 
y riguroso en la gestión de riesgos, alineándose estrechamente con los lineamientos 
establecidos por el supervisor.  
  
Es primordial tener en cuenta que la gestión de riesgos es un componente clave de los 
Planes Estratégicos. Esto implica comprender y anticipar los riesgos financieros, además 
de evaluar y mitigar tanto los riesgos financieros como los no financieros, por lo que, para 
lograrlo de manera eficiente, es esencial comprender la estructura del Fondo y las diversas 
áreas que lo componen, tanto desde una perspectiva legal como tecnológica. 


Herramienta “VALMER” 
  
En el año 2016 se realizó un estudio de factibilidad, para la adquisición o desarrollo de un 
sistema para la administración de riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial, el cual fue visto y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, 
(administrador anterior del régimen) en la sesión extraordinaria N° 71-16 celebrada el 27 
de julio del 2016, lo cual dio origen a la contratación de la empresa VALMER Costa Rica 
S.A., luego de una Licitación Pública en la cual fue elegida en vista que obtuvo el mayor 
puntaje de la evaluación, cumplió con lo solicitado en el cartel y los costos se ajustaban al 
presupuesto, servicio que brinda desde junio de 2017. 
  
El Acta de Consejo Superior No. 006-2019, Artículo XXX, en el punto 10 del indicador No. 
2.4.2.1. “Herramienta implementada”, detalla: 
  


“El Consejo Superior, en sesión extraordinaria Nº 71-16, celebrada el 27 de julio de 
2016, artículo VI, acordó aprobar el "Estudio de Factibilidad para la Adquisición o 
Desarrollo del Sistema de Riesgos, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial" y Autorizar el inicio, a la brevedad, de la contratación respectiva para 
el arrendamiento en forma externa de un Sistema de Riesgos. Además, a efecto de 
dar cumplimiento al acuerdo del Consejo Superior por medio de la Licitación 
Abreviada 2016LA-000062-PROV, que ganó la empresa Valmer Costa Rica y 
mediante el Contrato N°026117, se dio la contratación de un servicio de 
"Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de 
indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial". Con la adquisición de la herramienta se 
inicia su implementación a partir del 2017, por lo que el indicador cumple con un 
100%.” 


  
Según el Proceso de Riesgos, VALMER se utiliza para generar indicadores de riesgos 
financieros, para el Fondo y además se realizan análisis de emisores y la confección de 
informes de seguimiento financiero y actuarial, no se usa para otro tipo de análisis 
financiero específico, porque el personal del área de riesgos ejecuta ese trabajo. 
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La principal ventaja de utilizar la herramienta VALMER es su eficacia, ya que, al agregar un 
archivo con la cartera de inversiones al sistema, todas las metodologías del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial son validadas en función del mercado. 
  
Otra ventaja que brinda es que, al tener personal dedicado a esa herramienta, agiliza los 
procesos como efectuar ajustes solicitados por SUPEN o en el cálculo del deterioro, que si 
tuviera que ejecutarse a nivel del fondo tardaría más tiempo en vista que no existe 
personal enfocado exclusivamente en esta tarea. 
  
Las actualizaciones del sistema VALMER no tienen ningún costo adicional para la JUNAFO, 
porque es un aspecto al que ellos como empresa deben ajustarse a nivel de mercado para 
mantener estándares de alta calidad. 
  
Según lo ratificado por el Proceso de Riesgos, si se requiere un ajuste de mercado por 
solicitud de la SUPEN, la empresa VALMER las actualizaría, lo que genera un valor agregado 
al contar con la herramienta. 


Identificación de riesgos 
  
En el año 2018, se implementó una modificación en la Ley Orgánica del Poder Judicial No. 
9544, sobre la legislación que rige la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), lo que tuvo 
un impacto significativo en la supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial. Esta actualización legislativa implicó un cambio importante en la supervisión 
regulatoria del fondo, que generó la necesidad de realizar ajustes en los instrumentos de 
inversión y en los límites que debían establecerse. 
  
Al respecto señala la Ley Orgánica del Poder Judicial en el artículo 241: 
  


"La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia 
de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero 
(Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la 
ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los 
artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 
17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que 
haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial." 


 
Esta modificación legal representó un giro en la relación entre el Fondo y la SUPEN, ya que 
la supervisión regulatoria se intensificó, y la SUPEN se involucró plenamente en la 
supervisión y regulación del fondo.  
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El Proceso de Riesgos actualmente posee una gestión de riesgos financieros madura que 
se respalda con un informe estructurado que confeccionan de forma mensual y se presenta 
ante el Comité de Riesgos y la Junta. En cuanto a los riesgos no financieros, se trabaja 
paulatinamente en su implementación para irlos cubriendo con la estructura que tiene el 
Fondo actualmente.  
  
En el documento denominado "Plan de Trabajo del Proceso de Riesgos de 2022" se definen 
una serie de riesgos a los que las instituciones están expuestas los cuales se enumeran a 
continuación:  
  
Riesgos financieros: En el Proceso de Riesgos actualmente se trabaja con los siguientes 
riesgos financieros:  
  


• Riesgo de crédito: riesgo de contraparte y el riesgo de concentración  
• Riesgo de precio 
• Riesgo de tasa de interés 
• Riesgo cambiario 
• Riesgo de liquidez 
• Riesgo de solvencia 


  
Riesgos no financieros: El Proceso de Riesgos presenta el siguiente panorama respecto a 
este tipo de riesgos:  
  


• Riesgo operativo: No se implementa en el FJPPJ y una de sus razones corresponde 
a la falta de personal, según lo enfatizó la jefatura del Proceso de Riesgos. En la 
actualidad, dos gestores están a cargo del Proceso de análisis de riesgos, quienes 
además de desempeñar labores en las áreas de riesgos financieros, ejecutan otras 
actividades afines a su puesto, sin embargo, el operativo requiere una atención 
adicional en vista de que abarca muchas funciones, por lo que la jefatura del 
Proceso de Riesgos considera conveniente asignar a una persona propiamente al 
análisis de este riesgo. 


• En línea con lo anterior, la jefatura pretende que, a partir del segundo semestre o 
fin de este año 2023, se inicie con el análisis y mapeo de los riesgos, ya que este 
riesgo operativo consiste en establecer la metodología y se requiere un mapeo de 
procesos de la Dirección de la JUNAFO, que resulta un trabajo amplio. Este tema 
se amplía en el acápite 3.14. 


• Riesgo de tecnologías de información (TI): Este Riesgo por el momento se 
encuentra pendiente de implementarse en el FJPPJ, en vista que la unidad de 
trabajo asignada a este tema se encuentra en proceso de maduración.  


• Riesgo legal: Este riesgo se comenzó a trabajar a finales de 2022 y actualmente 
continúa en evolución y desarrollo. 
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• Riesgo político, de cambio legislativo o regulatorio: No se miden ni se lleva un 
indicador en un momento dado, pero si se gestionan en caso de que una 
circunstancia lo amerite, por ejemplo, un cambio normativo. 


• Riesgo de reputación: Forma parte de los riesgos que se contemplan, sin embargo, 
no se considera como un riesgo que impacte directamente tomando en cuenta la 
naturaleza del Fondo, pero se le da seguimiento.  


• Riesgo estratégico: Este riesgo se comenzó a trabajar a finales de 2022 y 
actualmente continúa en evolución y desarrollo. 


• Riesgo país: Se reconoce el riesgo país, puesto que el Fondo realiza inversiones en 
mercados internacionales. 


• Riesgo de legitimación de capitales: No se reconocen, debido a que su naturaleza 
no aplica en la operativa del Fondo, sin embargo, no se descarta.  


• Riesgo de conglomerado y grupo financiero: No se reconocen por no ser 
pertinentes para el Fondo. 


  
Riesgos especiales para el sector de pensiones  
  


• Riesgo actuarial: a nivel de solvencia para dar seguimiento a la política de solvencia 
actualmente. 


  
A partir del año 2022 se inició con el análisis gradual de los riesgos no financieros. 
  
En la Declaración del Apetito por Riesgo del FJPPJ, se reconoce de manera igualitaria los 
riesgos mencionados. 
  
Estos aspectos mencionados, van alineados con lo siguiente: 
  


Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones: 
  


"Artículo 3. Definiciones 
  
[…] 
  
Declaración de Apetito de Riesgo:  
La articulación por escrito del nivel y tipos de riesgo que una entidad acepta o evita, 
con el fin de alcanzar sus objetivos. Incluye medidas cuantitativas expresadas en 
relación con los ingresos, el capital, medidas de riesgo, liquidez y otras mediciones 
pertinentes, según proceda. También incluye declaraciones cualitativas para hacer 
frente a los riesgos de reputación y de conducta, así como de legitimación de 
capitales y financiamiento al terrorismo, entre otras." El subrayado no es parte del 
original. 
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"Artículo 6. Responsabilidades del Órgano de Dirección 
  
[…] 
  
c) Aprobar y evaluar periódicamente la planificación estratégica de las inversiones 
De acuerdo con las características de cada fondo administrado, la planificación debe 
incluir la declaración de apetito de riesgo para los riesgos a los que están expuestas 
las inversiones, los objetivos de rentabilidad para los fondos administrados y la 
asignación estratégica de activos.” El subrayado no es del original. 


Indicadores Financieros 
 
En enero de 2018, se modificó la metodología de cálculo de los indicadores de riesgo del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para mejorar la gestión del riesgo 
financiero. Los indicadores se calculan utilizando datos proporcionados por Valmer Costa 
Rica SA, alineados con estándares del mercado y regulaciones de diversas 
Superintendencias (CONASSIF, SUGEVAL, SUGEF, SUPEN y SUGESE). Los cálculos se basan 
en un manual de metodologías de cálculo respaldado por el Comité de Riesgos y aprobado 
por la Junta Administradora en febrero de 2020.  
  
La gestión integral de riesgos es fundamental en la operación del fondo porque plantea la 
identificación de los riesgos asociados a la actividad del fondo, su análisis, evaluación y 
tratamiento, para reducir la probabilidad de ocurrencia y el impacto causado. Para lograrlo, 
se cuantifica la exposición a los riesgos que pueden afectar el Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones como lo son de mercado, de crédito, de liquidez, entre otros, los cuales se 
detallan y documentan en los informes mensuales de indicadores de riesgos. 
 
La jefatura del Proceso de Riesgos aclaró que la elección de cuál es recomendable utilizar 
en un momento dado depende de las condiciones del mercado y de los objetivos 
específicos que se buscan alcanzar en términos de gestión de riesgos, ya que cada uno 
permite visualizar diferentes escenarios.  
  
Por otra parte, los cálculos de los diferentes indicadores se detallan en el documento 
denominado "Metodologías Riesgos Financieros", revisado por el Comité de Riesgos y 
aprobado por la Junta Administradora del FJPPJ en la sesión N° 4-2020 celebrada el 17 de 
febrero del 2020 artículo XXXI. 
  


Límites y tolerancia al riesgo 
Tras analizar diferentes conceptos respecto a los "Límites y Tolerancia al riesgo", podemos 
resumir que son cruciales en la gestión de riesgos, pues permiten establecer niveles 
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aceptables de variación o desviación en un proceso o situación, ayudan a controlar los 
riesgos, tomar decisiones informadas, evaluar el desempeño y comunicar clara y 
transparentemente. 
  
El 30 de marzo de 2022, mediante sesión ordinaria No. 105 del Comité de Riesgos y en 
atención al requerimiento establecido por la SUPEN por medio del oficio SP-135-2022, se 
aprobaron los límites de apetito, tolerancia y capacidad correspondientes a los riesgos de 
tasas de interés y crédito. 
  
Se examinó el documento denominado "Matriz de Atención SP-135-2022", suministrado 
por la Función de Cumplimiento con el fin de identificar el plan de acción elaborado por el 
Órgano de Dirección y el Proceso de Riesgos y se observó que el requerimiento se 
encuentra en proceso de confección. 
  
Cabe indicar que dentro de las funciones del Comité de Riesgos destaca proponer para 
aprobación del Órgano de Dirección de la entidad regulada los límites de exposición al 
riesgo para cada tipo de riesgo identificado. 
  
Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones: 
 


"Artículo 12. Funciones de la unidad o función de riesgos 
La unidad o función de riesgos desempeñará, al menos, las siguientes funciones: 
 
[…] 
  
c. Asesorar al Comité de Riesgos y al Órgano de Dirección en la elaboración o 
modificación de la declaración del apetito de riesgo y del marco de gestión de 
riesgos.” 


 
"Artículo 13. Comité de Riesgos 
 El Comité de Riesgos es responsable de asesorar al Órgano de Dirección en todo lo 
relacionado con las políticas de gestión de riesgos, así como respecto de la 
capacidad y el Apetito de Riesgo de la entidad en relación con los fondos 
administrados. Este comité tiene, entre otras, las siguientes funciones: 
 
[…] 
  
d. Proponer para aprobación del Órgano de Dirección de la entidad regulada:  
i. Los límites de exposición al riesgo para cada tipo de riesgo identificado."  
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3.4 Autoevaluación y cultura de riesgos 


En 2022, el Proceso de Riesgos desarrolló planes de acción para mejorar su gestión, que 
se enfocaron en abordar las observaciones y recomendaciones del ente regulador 
durante sus intervenciones previas. 
 
Primeramente, se impulsó el desarrollo de una cultura de riesgos a nivel de la Dirección, 
que dentro de las actividades efectuadas se aplicó un “Test Diagnóstico” dirigido al 
personal de la Dirección, de igual manera se implementaron cápsulas informativas 
respecto al tema de riesgos, para asegurar un entendimiento sólido y compartido, con el 
fin de dar respuesta a las actividades y las observaciones realizadas por la SUPEN de forma 
previa.  
  


"Artículo 26.-Comité de Riesgos. 
  
[…] 
  
Asimismo, de supervisar la ejecución de la Declaración de Apetito de Riesgo por 
parte de la Alta Gerencia, la presentación de informes sobre el estado de la Cultura 
del Riesgo de la entidad, y la interacción y supervisión con el director de riesgos, o 
con quien asuma este rol." El subrayado no es parte del original. 


  
Otro elemento importante en ese plan de acción corresponde a la implementación de los 
riesgos no financieros, tema que fue abordado en las sesiones de comités durante los 
últimos meses de 2022, donde se presentó la Metodología para la Implementación de 
Riesgo Legal y se trabajó en la identificación y gestión inicial sobre este tipo de riesgo.  
 
Actualmente el Proceso de Riesgos cuenta con un gestor de riesgos dedicado a tiempo 
completo, con el fin de fortalecer el enfoque y lograr una gestión adecuada.  
 
Se implementó un plan de acción que incluyó la autoevaluación de riesgos del Fondo, con 
el fin de fortalecer los sistemas de control, para eso se aplicó una prueba de 
autoevaluación a los miembros del Proceso de Riesgos, aplicado por parte de la Oficina 
de Cumplimiento. 
  
Se verificó si este tema se discutió y aprobó en las sesiones de Junta Administradora, para 
respaldar y revisar el formato del formulario de la autoevaluación. Sin embargo, al 
consultar a la Secretaría de la JUNAFO y a la Función de Cumplimiento, se constató que 
hasta el momento no se ha revisado ni aprobado el documento "Test Diagnóstico". 
 
Lo anterior incumple lo que rige el Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de 
Pensiones, en su artículo 6, inciso m:  
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"Artículo 6. Responsabilidades del Órgano de Dirección 
  
[…] 
  
m) Aprobar y supervisar la implementación de procesos de autoevaluación de 
riesgos de la entidad, las políticas de cumplimiento y el sistema de control interno." 
El subrayado no es parte del original.  


  
Con el fin de cumplir las regulaciones, se dio seguimiento a la Política de Solvencia y en 
abril de 2022 se presentó un informe detallado con los resultados de ese seguimiento, y 
se da vigilancia y análisis a la situación financiera y actuarial del Fondo, como respuesta a 
las observaciones de la SUPEN; presentado ante el Comité de Riesgos en setiembre de 
2022. 
  
Estas acciones, atienden lo indicado por el Reglamento de Riesgos de la Superintendencia 
de Pensiones: 
  


"Artículo 6. Responsabilidades del Órgano de Dirección 
  
El Órgano de Dirección es responsable de aprobar y mantener la estrategia de 
gestión de riesgos de los fondos administrados. En este rol le corresponde, entre 
otros: 
  
[…] 
  
f) Vigilar, para el caso de los fondos de beneficio definido, la solvencia del fondo e 
informar a los afiliados, pensionados y otras partes interesadas acerca de ello y de 
las acciones que se están tomando para conseguir o mantener el nivel de solvencia 
adecuado y los riesgos que se están asumiendo para ello. 
  
[…] 
  
m) Aprobar y supervisar la implementación de procesos de autoevaluación de 
riesgos de la entidad, las políticas de cumplimiento y el sistema de control interno." 
El subrayado no es parte del original" El subrayado no es parte del original. 
  
"Artículo 5. Responsabilidad de la entidad regulada 
  
Cada entidad regulada debe conocer los riesgos a que se exponen los fondos 
administrados y gestionarlos adecuadamente en el mejor interés de los afiliados y 
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pensionados. En este sentido, las entidades reguladas deben implementar 
mecanismos sólidos de gestión de riesgos que les permitan optimizar el control de 
sus operaciones y minimizar los riesgos y sus impactos, de tal manera que se haga 
una sana administración de los recursos de los fondos, procurando un equilibrio 
entre seguridad, rentabilidad y liquidez, que permita la entrega eficiente y oportuna 
de los beneficios a los afiliados y pensionados. 
  
En el proceso de gestión de riesgos, las entidades reguladas deben identificar y 
evaluar los riesgos relevantes que enfrentan los fondos administrados en sus 
principales procesos, así como las debilidades de sus sistemas de control interno y 
supervisión, para promover su corrección y mejora continua. 
  
Además, las entidades reguladas deben contar con personal suficiente y capacitado 
para llevar a cabo las actividades sustantivas y garantizarse que dichos 
colaboradores, incluyendo el personal subcontratado, conocen y entienden los 
riesgos propios de sus funciones y la forma de mitigarlos." El subrayado no es parte 
del original. 


  
Sumado a ello, el Proceso de Riesgos participó en el año 2022 en los sellos de calidad del 
Centro de Gestión de la Calidad del Poder Judicial, por sus siglas, CEGECA, 
específicamente con tres enfoques, uno desde el enfoque documental, otro desde la 
parte de procesos y el otro que es de la parte organizacional; lo cual produjo que la oficina 
lograra acreditarse en los tres sellos, logro que pocas oficinas a nivel institucional del 
Poder Judicial posee.  
  
Para este año 2023, el Proceso de Riesgos espera avanzar con el riesgo estratégico y riesgo 
operativo, con el fin de irlos ajustando y hacer una gestión integral de riesgos, no 
solamente de la parte financiera, sino desde la no financiera.  


3.5 Informes de riesgos 


Según lo expresado por la jefatura de Riesgos, el procedimiento aplicado en el Proceso de 
Riesgos para la gestión de aprobaciones y firmas de los informes que realizan y que son 
dirigidos al Órgano de Dirección se basa en lo establecido en el Reglamento de Riesgos de 
la Superintendencia de Pensiones, con el fin de garantizar la integridad y la calidad de la 
información que se presenta ante las instancias de toma de decisiones en JUNAFO.  
  
En línea con lo anterior, los informes y documentos que se presentan ante el Comité de 
Riesgos abarcan diversos aspectos, que incluyen: 
  


• Cumplimiento Normativo: Se efectúan para evidenciar el cumplimiento 
normativo y de las regulaciones aplicables en la operación. 
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• Actualización: Ofrecen una visión actualizada de la situación de riesgos y 
oportunidades en la JUNAFO. 


  


• Solicitudes del Comité de Riesgos: Responden a solicitudes específicas de los 
miembros del Comité de Riesgos para obtener información o evaluación sobre 
aspectos puntuales relacionados con la gestión de riesgos. 


  
• Órgano de Dirección y Alta Gerencia: Informes dirigidos a los encargados de 


tomar decisiones para comprender los riesgos y oportunidades que impactan en 
la estrategia y el rendimiento de la organización. 


  
• Proceso de Inversión: Relacionados con proyectos de inversión que deben ser 


evaluados en función de su exposición a riesgos financieros y operativos. 
  
Una vez generados, estos informes del Proceso de Riesgos se elevan al Comité de Riesgos, 
donde se someten a una evaluación detallada y en su caso, aprobación. Posteriormente, 
se procede a su trámite final, que implica la presentación y revisión ante la JUNAFO, 
donde se toma la decisión definitiva respecto a su aceptación o modificación. Este 
proceso garantiza una supervisión robusta y una toma de decisiones fundamentada en la 
gestión integral de riesgos en la organización, asegurando que las acciones tomadas estén 
alineadas con la estrategia y objetivos. 
  
Es importante indicar que, el Proceso de Riesgos posee un nivel jerárquico de 
independencia y autoridad, que reporta al Órgano de Dirección. 
  
En lo referente a las aprobaciones, estas se pueden observar en las actas del Comité de 
Riesgos y de la JUNAFO. 
 
De lo analizado, es importante mencionar lo indicado por el Reglamento de Riesgos de la 
Superintendencia de Pensiones: 
  


"Artículo 11. Director de la unidad o función de riesgos 
  
El director o equivalente de la unidad o función de riesgos, es el encargado de esta 
unidad o función; reporta al Órgano de Dirección y debe tener el nivel jerárquico, 
independencia, autoridad y las competencias necesarias para supervisar las 
actividades de gestión de riesgos de la entidad y de los fondos administrados. Debe 
contar con acceso a toda la información necesaria para realizar sus funciones y no 
debe tener responsabilidades en las líneas de negocio o las actividades sustantivas 
de la entidad[…]” El subrayado no es parte del original. 
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"Artículo 12. Funciones de la unidad o función de riesgos 
  
La unidad o función de riesgos desempeñará, al menos, las siguientes funciones: 
  
a. Identificar, medir, evaluar, monitorear, dar seguimiento e informar al Órgano de 
Dirección y a los comités de riesgos e inversiones, de los riesgos que enfrentan las 
entidades reguladas y los fondos administrados. 
  
b. Vigilar que la gestión de riesgos sea integral y se consideren los riesgos en que 
incurra la entidad regulada y los fondos administrados. 
  
[…] 
  
e. Informar, al menos mensualmente, al Órgano de Dirección, al Comité de Riesgos, 
al de Inversiones y a la Alta Gerencia sobre: 


i. La exposición por tipo de riesgo de los fondos administrados. Los informes sobre 
la exposición de riesgo deberán incluir análisis de sensibilidad y pruebas bajo 
condiciones extremas. 
ii.  Las desviaciones que, en su caso, se presenten con respecto al apetito de riesgo 
aprobado. Los informes deben incluir pruebas de retroalimentación (backtesting) 
con datos reales que permitan medir la efectividad de los modelos utilizados y su 
correspondiente ajuste cuando ellos se desvíen de la realidad.” El subrayado no es 
parte del original. 


  
Adicionalmente, respecto a la información que se genera producto de estos informes, se 
almacena de manera apropiada de acuerdo con los parámetros establecidos en el “Sello 
de Gestión Documental” del CEGECA, el cual, se ubica en la estructura documental en 
SharePoint de Microsoft, contando con el respaldo, seguridad y confidencialidad 
necesarios para el manejo de esta. 


  


3.6 Comité de Riesgos 


El 03 de febrero de 2020, en sesión No. 2 de la Junta Administradora del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se elaboró el Reglamento Composición del 
Comité de Riesgos y Comité de Inversiones FJPPJ (Fondo Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial).  
  
De acuerdo con el artículo 1, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
contará con un Comité de Inversiones y un Comité de Riesgos, conforme a los 
lineamientos establecidos en la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión 
del Sistema Financiero (CONASSIF) y aplicables al Fondo. 
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 Integración del Comité de Riesgos 
  
De acuerdo con el artículo 8 del Reglamento Composición del Comité de Riesgos y Comité 
de Inversiones FJPPJ, estará integrado de la siguiente manera: 
  


"a) Miembro (a) Externo (a) del Comité de Riesgos del FJPPJ, quien presidirá el 
Comité, con voz y voto.  
b) Cuatro personas designadas por la Junta Administradora, con voz y voto.  
c) La jefatura del Proceso de Riesgos, con voz.  
  
Adicionalmente, el Comité contará con una Secretaría Técnica quien será el Gestor 
de Riesgos y se encargará de asistir a la presidencia, en labores tales como: 
elaboración de las actas, seguimiento a los acuerdos y preparación de informes 
técnicos para presentación a los órganos de dirección. La participación de esta 
persona será en calidad de invitada." 


  
Actualmente el Comité de Riesgos del FJPPJ está compuesto por los siguientes miembros: 
 


Miembros Cargo Nivel Académico 


MGR. Pedro Aguilar Moya Presidente y Miembro 
Externo 


Economista y Máster en Gestión de 
Riesgos 


Ph. DGR. Alexander Arguedas 
Vindas 


Director Doctor en Gestión de Riesgos 


Dr. Juan Carlos Segura Solís Director Doctor en Derecho 


Lic. Parris Quesada Madrigal Secretario de Actas Licenciado en Administración de 
Empresas 


Lic. Freddy Chacón Arrieta Director Licenciado Administración Empresas 
énfasis en Contabilidad 


Fuente: Elaboración propia con información suministrada por el Proceso de Riesgos 
  


• El Comité de Riesgos cumple con lo estipulado en el reglamento respecto a la 
conformación de sus integrantes.  


  
• El licenciado Freddy Chacón Arrieta no participa en el Comité de Riesgos desde la 
sesión del 31 de agosto de 2022 (Sesión Ordinaria No. 110), debido a una situación 
personal.  


  
• Respecto a la inactividad de dicho miembro del Comité de Riesgos, la Dirección 
de la JUNAFO indicó a esta Auditoría: 
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“En el Reglamento de los Comités se regula el tema con respecto a las 
ausencias, pero existe la posibilidad de que el Órgano Máximo de Dirección 
otorgue permisos de ausencia ante algunos eventos o situaciones personales. 
En el caso particular del Comité de Riesgos existe una autorización expresa de 
la JUNAFO que avala la ausencia del señor Chacón, sesión N° 47-2022 
celebrada el 06 de diciembre de 2022., artículo IV, mientras concluye el 
proceso de elecciones de las personas integrantes de la JUNAFO” 
  


Respecto a lo analizado, es de destacar que, se constató que el Comité de Riesgos ha 
sesionado sin inconvenientes considerando la frecuencia con que se reúne, no obstante, 
resulta pertinente valorar la posibilidad de reemplazar a dicho miembro, siguiendo los 
procedimientos correspondientes, a través del Tribunal Electoral Judicial. 
 
 


Requisitos de los integrantes 
 
De acuerdo con el artículo 9 del Reglamento Composición del Comité de Riesgos y Comité 
de Inversiones del FJPPJ, los integrantes del comité deben cumplir los siguientes 
requerimientos: 
  


“a) Deben ser personas de reconocida y probada honorabilidad, así como contar 
con experiencia y conocimiento demostrable en materia económica, financiera, 
análisis de riesgos, contable, legal, bursátil, pensiones o actuarial la cual deberá 
quedar debidamente acreditada y documentada. 
  
b) No haber sido condenado, mediante sentencia firme, por la comisión dolosa o 
culposa de algún delito durante los últimos cinco años. 
  
c) No haber sido condenado, mediante sentencia firme, por la comisión culposa 
de delitos contra la buena fe de los negocios o la confianza pública durante los 
últimos cinco años. 
  
d) No haber sido sancionadas administrativamente durante los dos últimos años. 
  
e) No haber sido suspendidas, separadas o inhabilitadas para ocupar cargos 
administrativos o de dirección en entidades reguladas o supervisadas por los 
órganos de regulación o supervisión financiera. 
  
f) No podrán estar ligados entre sí por parentesco o consanguinidad o afinidad, 
hasta el tercer grado. En el caso de la persona asesora externa dicha 
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incompatibilidad se extenderá a las personas servidoras de la entidad que 
mantengan posiciones de decisión o dirección.” 


  
Para la persona Miembro Externo (a): 


          
“No haber sido condenada mediante sentencia firme, por la comisión dolosa de 
algún delito durante los diez últimos años. 
 
No haber sido condenada, mediante sentencia firme, por la comisión culposa de 
delitos contra la buena fe de los negocios o la confianza pública durante los cinco 
últimos años. 
  
No podrá formar parte de calificadoras de riesgo o de emisores.” 


  
Según se establece en este reglamento, la Dirección de la JUNAFO será la encargada de 
acreditar los requisitos señalados en este apartado. 
  
Según información brindada por la Dirección de la JUNAFO respecto al procedimiento que 
se utiliza para acreditar los requisitos de los integrantes de los comités, tanto de los 
miembros internos como externos se detalla lo siguiente: 
  


• El Órgano Máximo de Dirección es el encargado de aprobar los nombramientos 
de las personas que ocupen puestos dentro de los Comités Técnicos. 


 


• La elección de un miembro externo del Comité Técnico conlleva un proceso de 
contratación administrativa, y debe de cumplir al menos con lo indicado en la 
normativa SUPEN y son avalados por la JUNAFO con la presentación de los 
atestados que correspondan. Asimismo, es importante resaltar que la 
información de los Comités Técnicos de la JUNAFO que el ente supervisor solicita 
se encuentra incluida en SUPEN Directo, la cual es revisada por dicha 
Superintendencia.  


  
Al respecto el Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones cita 
textualmente: 


  
"Miembro externo del Comité de Riesgos: Miembro independiente no vinculado 
por relación laboral o contractual, propiedad o gestión a la entidad, al grupo o 
conglomerado financiero, al grupo de interés económico, o las empresas que 
prestan servicios a la entidad regulada, o de parentesco, consanguinidad o afinidad 
con miembros del Órgano de Dirección, la Alta Gerencia, el director de la unidad o 
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función de riesgos y los integrantes del Comité de Inversiones de la entidad 
regulada." 


  
Por otra parte, el Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones, en el 
artículo No. 6 hace referencia a las responsabilidades del Órgano de Dirección. Y en el 
inciso e) de ese artículo destaca el apoyo de los comités técnicos, que, entre otras, señala 
las siguientes: 
  


Artículo 6. Responsabilidades del Órgano de Dirección  
  
El Órgano de Dirección es responsable de aprobar y mantener la estrategia de 
gestión de riesgos de los fondos administrados. En este rol le corresponde, entre 
otros:  
  
 "… e) Velar, con el apoyo de los comités técnicos, porque la gestión de las 
inversiones se realice de una manera prudente para alcanzar los objetivos 
planteados, con base en criterios técnicos, transparencia y estándares éticos…" 


  
De lo mencionado se desprende que: 
  


• El Comité de Riesgos cumple con lo estipulado en el artículo 9 del Reglamento 
Composición del Comité de Riesgos y Comité de Inversiones FJPPJ, respecto a los 
requisitos que deben poseer sus integrantes y se apega al código de conducta 
establecido en el reglamento del supervisor.  


 


• Esta Auditoría Interna revisó los atestados de cada uno de los integrantes tanto 
del Comité de Riesgos como del Proceso de Riesgos, para validar su perfil 
académico y experiencia, con lo cual se verificó que cumplen con lo que establece 
el artículo 9 de dicho reglamento, aunado a que la mayoría de los integrantes del 
Comité forman parte del Órgano de Dirección y sus atestados fueron avalados 
por la SUPEN y su presidente es proveedor externo que pasó por el tamizaje 
correspondiente del proceso de contratación administrativa, según información 
recibida de la Dirección de la JUNAFO.  


 


• El Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones en los artículos 
13, 14, 15, se refiere a los temas desarrollados en este acápite, por lo que se 
cumple con un control interno apropiado para acreditar los requisitos de los 
integrantes del comité que opera actualmente, tanto de los miembros internos 
como externos. 
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3.7 Planes de acción 


El Proceso de Riesgos de JUNAFO es supervisado periódicamente por SUPEN, cumpliendo 
el Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones. Durante el año 2021, de 
acuerdo con el documento SP-135-2022, se implementaron medidas correctivas en 
colaboración con el Órgano, con el fin de llevar a cabo los ajustes y mejoras requeridos. 
  
Con respecto a planes de acción el citado Reglamento establece: 
  


"Artículo 3. Definiciones 
  
[..] 
  
Planes de acción: Consiste en un conjunto de medidas correctivas propuestas por la 
entidad regulada, con el fin de cumplir con los requerimientos comunicados por el 
supervisor. Estos planes de acción contienen los objetivos, actividades, responsables 
y fechas de finalización." 


  
"Artículo 6. Responsabilidades del Órgano de Dirección 
  
[…] 
  
h) Asegurar que la organización cumple con la legislación y regulación aplicable, con 
las políticas, códigos y otras disposiciones internas aprobados por esta, así como 
con los planes de acción presentados a la SUPEN y a los Órganos de Control o al 
mismo Órgano de Dirección…" El subrayado no es parte del original. 


  
Con el fin de analizar el cumplimiento de los planes de acción del ente, para el presente 
estudio se ha seleccionado una muestra representativa de cinco elementos, procedentes 
del conjunto total que fue contabilizado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) 
en el documento SP-135-2022. Esta selección se detalla en el cuadro siguiente: 
 


Cuadro No 3 
Cumplimiento a lo solicitado por SUPEN en el 2021 


  


Hecho Observado Requerimiento Plan de Acción Estado 


La JUNAFO carece de función de 
cumplimiento 


Informar fechas de su 
contratación  


La Función de Cumplimiento 
comenzó en el 2022 


Atendido 


La JUNAFO carece de auditor interno Informar fechas de su 
contratación  


La Función del Auditor Interno 
comenzó en el 2022 


Atendido 
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En actas de sesiones del Órgano de 
Dirección y de los comités técnicos  
no se evidencia el análisis de los 
informes de Riesgos e Inversiones. 


En las actas debe 
evidenciarse ese 
análisis. 


En las actas de 2022 ya se 
documenta lo discutido sobre 
los informes elaborados 


Atendido 


Riesgos tiene conflicto de interés, el 
jefe realiza procesos operativos 


Informar las acciones 
que se llevarán a cabo 
para corregirlo. 


Actualmente el jefe de Riesgos 
realiza labores de su área 
únicamente 


Atendido 


En la JUNAFO no han sido valorados 
ni cuantificados los riesgos no 
financieros 


Plan de acción con 
plazos y responsables 
para implementar su 
valoración  


En el 2022 se inició la 
valoración de los riesgos no 
financieros 


Atendido 


Fuente: Elaboración propia con información suministrada por la Función de Cumplimiento 


  
Tal y como se muestra en el cuadro anterior, tanto el Órgano de Dirección como el Proceso 
de Riesgos han implementado una serie de planes de acción con el fin de abordar y 
solventar las observaciones señaladas por la SUPEN, orientados a dar cumplimiento a la 
normativa establecida. 
  
En línea con lo anterior, es importante destacar que, la gestión de riesgos se encuentra 
en un proceso de evolución y mejora continua, para garantizar que la entidad esté 
alineada con los estándares y lineamientos que dicta el de la Superintendencia de 
Pensiones.  
  
Dicho reglamento ha sido referente para que el Proceso de Riesgos desarrolle el Marco 
de Gestión de Riesgos, la Declaración del Apetito, Perfil de Riesgos y las Políticas de 
Riesgos, normativa que debe irse ajustando con el fin de alcanzar el perfil requerido y 
contribuir con el desarrollo óptimo de la gestión, al hacerlo, no solo se cumple con los 
requisitos regulatorios, sino que también se fortalece la capacidad para gestionar riesgos 
de manera efectiva y contribuir al desarrollo óptimo de la organización en su conjunto. 
  
La Ley General de Control Interno No. 8292 del 31-07-2002, estipula en los incisos b y c 
del artículo 12, (Así corregido por FE DE ERRATAS publicada en la Gaceta No.102 de 29 de 
mayo de 2003), textualmente: 
  


“Artículo 12.- Deberes del Jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de 
control interno. En materia de control interno, al jerarca y titulares subordinados 
les corresponderá cumplir, entre otros, los siguientes deberes: 
  
[….] 
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b) Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de 
desviaciones o irregularidades. 
  
c) Analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y 
disposiciones formuladas por la auditoría interna, la Contraloría General de la 
República, la auditoría externa y las demás instituciones de control y fiscalización 
que correspondan.” El subrayado no es parte del original. 


  
Respecto a lo señalado, es importante mencionar que, se constató que el Órgano de 
Dirección recibe informes periódicos de la Función de Cumplimiento relacionados con el 
avance en los planes de acción que son agendados para análisis en las sesiones de dicho 
órgano por lo que, se ejerce de manera razonable el control necesario para la supervisión 
respectiva.  


 


3.8 Manuales y/o guías de funciones 


El Proceso de Riesgos cuenta con procedimientos específicos sobre las funciones que 
deben realizar, alineados al sello documental del CEGECA, sin embargo, esos documentos 
en su totalidad no detallan a las personas responsables de ejecutar los diferentes 
procesos o tareas y es fundamental establecer claramente las responsabilidades 
individuales de los miembros involucrados para promover una mayor eficiencia y 
efectividad en la gestión de riesgos en toda la organización.  
  
La Ley General de Control Interno No. 8292, en su artículo 15 textualmente indica: 


  
"Artículo 15.—Actividades de control. Respecto de las actividades de control, serán 
deberes del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros, los siguientes: 
  
a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las 
normas y los procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema 
de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a 
desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus 
funciones.  
  
b) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente tanto las políticas 
como los procedimientos que definan claramente, entre otros asuntos, los 
siguientes: 
  


 i. La autoridad y responsabilidad de los funcionarios encargados de autorizar 
y aprobar las operaciones de la institución.  
  
ii. La protección y conservación de todos los activos institucionales.  
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iii. El diseño y uso de documentos y registros que coadyuven en la anotación 
adecuada de las transacciones y los hechos significativos que se realicen en la 
institución. Los documentos y registros deberán ser administrados y 
mantenidos apropiadamente.  
iv. La conciliación periódica de registros, para verificar su exactitud y 
determinar y enmendar errores u omisiones que puedan haberse cometido." 
El subrayado no es del original. 
  


Respecto a este aspecto, es relevante mencionar que, los procedimientos se elaboraron 
según los criterios del CEGECA al momento de la certificación en el Sello de Procesos y 
según información suministrada por esa oficina, en el proceso de reacreditación que 
deberá someterse el Proceso de Riesgos en el 2024, se utilizarán los nuevos criterios que 
consideran el aspecto señalado. 
 
Por otra parte, según información suministrada por el Proceso de Inversiones, se cuentan 
con controles para alinear y asegurar que las decisiones de inversión se ejecuten según la 
declaración del apetito del riesgo y de las políticas de inversión y estos controles se están 
documentando en manuales de procedimientos que están desarrollando como parte los 
criterios del Sello de Procesos del CEGECA. 
  
Respecto a lo anterior, es importante considerar lo que indica el Reglamento de Riesgos 
de la Superintendencia de Pensiones: 
  


"Artículo 7. Responsabilidades de la Alta Gerencia 
  
Entre otras funciones, corresponde a la Alta Gerencia: 
  
[…] 
  
d) Aprobar los controles necesarios para que las decisiones de inversión se tomen y 
se ejecuten en el marco de la declaración del apetito de riesgo y de las políticas de 
inversión aprobadas. Igualmente debe establecer los controles necesarios para que 
se lleve a cabo una gestión adecuada de los riesgos a los que están expuestas las 
inversiones." El subrayado no es parte del original. 


   


3.9 Planes de Contingencia 


De acuerdo con información del Proceso de Riesgos, VALMER ha implementado un sólido 
plan de contingencia para hacer frente a situaciones en las que la herramienta ValRisk 
pueda no estar disponible o experimenta alguna indisposición y está diseñado con el fin 
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de garantizar la continuidad de las operaciones críticas y la integridad de los procesos de 
gestión de riesgos, incluso en circunstancias adversas. 
  
Esto garantiza que se puedan seguir supervisando y gestionando eficazmente los riesgos 
financieros, incluso en situaciones inesperadas. 
  
Por ello, la capacitación del personal es una parte integral de ese plan de contingencia, 
asegurando que todos estén preparados para actuar de manera efectiva en caso de que 
surja una indisponibilidad de ValRisk.  
  
En el Proceso de Riesgos, una estrategia de gestión de riesgos adoptada, para abordar 
cualquier movimiento significativo en el mercado que pueda afectar a un emisor 
específico o variable macroeconómica relevante se realiza a través de una comunicación 
por correo electrónico dirigida a las áreas pertinentes de la organización. 
  
Valrisk brinda indicadores del portafolio específico, porque los análisis de emisores llevan 
un estudio específico, para lo cual debe analizarse la estructura de los EEFF y analizar las 
cuentas relacionadas. 
  
El Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones indica lo siguiente: 
  


"Artículo 6. Responsabilidades del Órgano de Dirección 
  
El Órgano de Dirección es responsable de aprobar y mantener la estrategia de 
gestión de riesgos de los fondos administrados. En este rol le corresponde, entre 
otros: 
  
[…] 
  
n) Aprobar planes de contingencia y de continuidad del negocio, incluyendo 
tecnologías de información, que aseguran su capacidad operativa y que reducen o 
limitan las pérdidas en caso de una interrupción de sus operaciones." El Subrayado 
no es parte del original. 
  
"Artículo 7. Responsabilidades de la Alta Gerencia 
  
Entre otras funciones, corresponde a la Alta Gerencia: 
  
[…] 
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i) Establecer planes de contingencia y de continuidad de las actividades 
significativas, que aseguren su capacidad operativa y limiten las pérdidas en caso 
de una interrupción de sus operaciones." El subrayado no es parte del original. 


  
De lo mencionado, adicionalmente se constató que, la Dirección de la JUNAFO desarrolló 
un plan de continuidad del negocio en el que se establecen aspectos como tareas, 
recursos, criticidad, plan de contingencia, responsable y tiempo, el cual fue aprobado por 
la JUNAFO en la sesión N° 33-2022 celebrada el 30 de agosto de 2022, esto como medida 
en caso de un ataque a la infraestructura tecnológica de la institución, aspecto 
concordante con la normativa antes citada. 


  


3.10 Seguimiento de acuerdos del Comité de Riesgos 


Se examinaron las sesiones de comité de enero a diciembre de 2022, con el fin de 
identificar si de parte del Proceso de Riesgos existe un seguimiento oportuno de las tareas 
originadas por los acuerdos de las reuniones o sesiones de trabajo del Comité de Riesgos, 
de lo cual se extrajo una muestra de 5 temas tratados en sesiones de comité distintas, en 
las que se emitieron recomendaciones para implementarse según se detalla:  
  


Cuadro No.4 
Seguimiento acuerdos sesiones Comité de Riesgos 


  


Acta Fecha Sesión Tarea Seguimiento Estado 


101-CR-
JA-2022 


27/1/2022 Ordinaria Análisis crédito 
Coopejudicial: Agendar para 
9/2/2022.  


Se programa para el 
09/02/2022. 


Atendido 


102-CR-
JA-2022 


9/2/2022 Extraordinaria Trasladar al Asesor Jurídico 
análisis Fideicomiso 
Inmobiliario PJ- BCR, para 
criterio jurídico.  


Mediante acta 104-
CR-JA-2022 da por 
conocido  


Atendido 


104-CR-
JA-2022 


16/3/2022 Extraordinaria Tener por conocido análisis 
de Fideicomiso. Posible 
conflicto de intereses, 
consulta al Ministerio 
Hacienda. 


Oficio 120-DJA-2022 
del 29/04/2022. 
Ministerio Hacienda 
contestó.  


Atendido 


106-CR-
JA-2022 


27/4/2022 Ordinaria Plan de acción para 
estrategia de inversión por 
exceso de liquidez. 


 Se remite oficio y se 
presenta en el Comité 
el 15/07/2022, 
aprobado en acta 108-
CR-JA-2022. 


Atendido 
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108-CR-
JA-2022 


15/7/2022 Ordinaria Solicitar a Inversiones lo 
relacionado a metodologías 
para 
definir niveles del riesgo de 
liquidez. 


Mediante correo del 
04/08/2022, Riesgos 
realiza la solicitud a 
Inversiones 


Atendido 


Fuente: Elaboración propia con información de las Actas de Comité y el Proceso de Riesgos 
  
  


Con respecto a las responsabilidades que debe cumplir la Unidad de Riesgos, se establece: 
  


Reglamento de Gestión de Riesgos de SUPEN:  
  
  
“Artículo 10. La unidad o función de riesgos 
  
Las entidades deben contar con una unidad o función de riesgos eficaz e 
independiente de las líneas de negocio o actividades sustantivas, bajo la 
conducción de un director de riesgos o equivalente. 
  
La unidad o función de riesgos debe contar, entre otros, con: 
  
i. Personal suficiente, que posea la experiencia y competencias necesarias, 
incluyendo el conocimiento de los productos y del mercado, que le permitan emitir 
criterios fundamentados en relación con los riesgos a los que está expuesta la 
entidad y los fondos administrados. 
  
ii. Acceso a todas las líneas de negocio o actividades sustantivas con potencial de 
generar un riesgo material a la entidad o al fondo administrado. 
  
Los servicios prestados por la unidad o función de riesgos podrán contratarse con 
un área especializada del grupo o conglomerado financiero, del grupo de interés 
económico del cual forme parte la entidad regulada, o bien, con un tercero 
independiente. En cualquiera de estos casos, la entidad deberá mantener, dentro 
de su propia organización, un responsable que ejerza como contraparte técnica. 
  
No podrá contratarse la prestación del servicio con terceros cuando existan 
conflictos de intereses con la entidad o grupo o conglomerado financiero o con el 
grupo de interés económico al que pertenezca la entidad regulada. 
  
Corresponde al Órgano de Dirección de la entidad regulada establecer los 
mecanismos para la comprobación de la capacidad técnica y la experiencia del 
área o del tercero contratado. 
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La contratación de servicios con áreas especializadas del grupo o conglomerado 
financiero o grupo de interés económico, o con terceros independientes, deberá 
formalizarse mediante un contrato. 
  
La responsabilidad de la entidad regulada es indelegable.” 
  


Con respecto a las responsabilidades que debe cumplir el Comité de Riesgos, se establece: 
  


Reglamento sobre Gobierno Corporativo del CONASIFF: 
  
“Artículo 26.-Comité de Riesgos. 


  
 […] supervisar la ejecución de la Declaración de Apetito de Riesgo por parte 
de la Alta Gerencia, la presentación de informes sobre el estado de la Cultura 
del Riesgo de la entidad, y la interacción y supervisión con el director de 
riesgos, o con quien asuma este rol. 


  
El trabajo del comité incluye la supervisión de las estrategias y la gestión de 
los riesgos para asegurarse de que son coherentes con el Apetito de Riesgo 
declarado. Además, el comité debe cumplir las funciones establecidas en la 
regulación específica emitida por la respectiva superintendencia. 


  
El comité debe recibir informes periódicos y oportunos del director de riesgo o 
quien asuma este rol, así como de las otras áreas o funciones relevantes, sobre 
el Perfil de Riesgo actual de la entidad, de los límites y métricas establecidas, 
las desviaciones y los planes de mitigación…" El subrayado no es del original. 


  


Código de Gobierno Corporativo de la JUNAFO: 
  
Artículo 20.- Comité de Riesgos. 
  
"… Los acuerdos de este Comité son aplicables para toda la gestión del FJPPJ, 
emitiendo directrices con los acuerdos relacionados a través de la Jefatura del 
Proceso de Riesgos, en forma directa a las Jefaturas de los procesos 
involucrados, con copia a la Junta Administradora para garantizar su 
cumplimiento, acuerdos y directrices que deben ser supervisadas por el Comité 
de Cumplimiento. 
Le corresponde remitir a la Junta Administradora para aprobación el Marco 
de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ y sus componentes; así como el nivel 
del Apetito de Riesgos del FJPPJ, además de los planes de contingencia y de 
continuidad del negocio, que le proponga el Proceso de Riesgos, todos deberán 
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ser revisados y actualizados en caso de que correspondan por lo menos una 
vez al año. 


  
El Comité de Riesgos deberá revisar y aprobar los informes de riesgos 
mensuales del Proceso de Riesgos y cualquier otro documento relacionado con 
la gestión de riesgos que deberán ser canalizados por este Proceso…" El 
subrayado no es del original. 


  


3.11 Capacitaciones 


Según información obtenida por el Proceso de Riesgos, han adoptado una estrategia 
proactiva en cuanto a su desarrollo y capacitación, por lo que previo a cada programa de 
formación, se consideran las áreas que requieren refuerzo y las oportunidades para 
adquirir nuevos conocimientos que permitan realizar de la mejor manera sus funciones.  
 
Las capacitaciones que recibieron durante el año 2022 corresponden a las que se 
muestran en el siguiente cuadro: 


Cuadro No 5 
Proceso de Riesgos 
Capacitaciones 2022 


 


Nombre de capacitación Personas participantes Entidad 


Manejo de Portafolio y Selección de 
Inversiones 


José Andrés Lizano Vargas INCAE 


Especialización Gobierno Corporativo José Andrés Lizano Vargas FUNDEPOS 


Técnico en Riesgos Jenny Guillén Guardado  UCR (Universidad 
de Costa Rica) 


Técnico en Riesgos Asociados a la Operación Fabián Guillén Mora  UCR 


 Fuente: Elaboración propia con información suministrada por el Proceso de Riesgos 
  
De acuerdo con información suministrada por la Dirección de la JUNAFO, el detalle de 
capacitaciones recibidas por parte del personal del Procesos de Riesgos, Proceso de 
Inversiones y sus respectivos Comités técnicos corresponden a los siguientes: 
  


• Técnico en Riesgos de la Fundación UCR. 
• Manejo de portafolio y selección de inversiones del INCAE. 


• Especialista en Gobierno Corporativo con Análisis de Datos, Universidad 
Fundepos. 


• Programa Técnico en Riesgos Asociados a la Operación Fundación UCR. 
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• Seminarios de actualización económica CEFSA. 


• Gestión de Riesgos de entidades financieras del INCAE. 


• Curso en riesgos financieros y operativos para miembros de Juntas 
Directivas y Comités de Riesgos de Fundación UCR. 


• Actualización para mantener credencial de gestor de portafolios de la 
Cámara de Fondos de Inversión. 


  
De lo anterior, es importante recalcar, que ambos procesos han planteado opciones de 
capacitación, no obstante, en vista que se estuvo a la espera del mecanismo y directrices 
para el proceso de contratación en conformidad con la entrada en vigor de la Ley de 
Contratación Pública de parte del Departamento de Proveeduría, a la fecha no se ha 
pactado ninguna acción en ese sentido. 


  
El Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones establece en el artículo 7, 
inciso j, lo siguiente: 
  


“Artículo 7. Responsabilidades de la Alta Gerencia 
  
[…] Velar porque exista un proceso de reclutamiento y selección que permita 
contratar el personal con las competencias, cualidades morales, la independencia y 
los conocimientos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades. De 
igual manera, debe mantener un proceso de inducción, capacitación periódica y 
evaluación del desempeño para todos los colaboradores. En dicha inducción y 
capacitación periódica, debe incluirse a los miembros del Órgano de Dirección y de 
los comités técnicos…” El subrayado no es del original. 


  


3.12 Revisión de documentos de gestión de riesgos 


Según entrevista efectuada a la jefatura del Proceso de Riesgos, sobre la revisión anual 
de los documentos de gestión que establece el Reglamento de Riesgos de la 
Superintendencia de Pensiones, se informó que durante el primer semestre de cada año 
se efectúa una revisión de dichos documentos por parte de su equipo de trabajo. 
  
En caso de que sea necesario realizar modificaciones o abordar datos relevantes, se 
presenta dicha propuesta al Comité de Riesgos y a la JUNAFO para su conocimiento y 
aprobación. Todo este proceso queda debidamente registrado en las actas de las 
diferentes sesiones según corresponda. 
 
Tras revisar las sesiones correspondientes al año 2022, se verificó ese aporte del Proceso 
de Riesgos, según consta en el acta de la sesión ordinaria No. 07-2022, así como en el 
oficio con el número de referencia 0413-JUNAFO-2022. En estos registros se trataron 
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temas vinculados con políticas de transparencia, los cuales fueron presentados para su 
respectiva consideración y evaluación.  
  
No se obtuvo evidencia que respalde el procedimiento o actividad que el Proceso de 
Riesgos realiza cuando no identifican temas que requieren alguna modificación durante 
el proceso de revisión. 
  
El Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones contempla: 
  


"Artículo 9. El marco de gestión de riesgos 
  
[…] 
  
f. El mecanismo mediante el cual se aprueban, revisan y actualizan los 
procedimientos y controles, así como la periodicidad de estas gestiones. 
  
h. La forma y periodicidad en que se debe informar a las instancias correspondientes 
sobre la exposición y gestión de riesgos en los fondos administrados. 
  
[…] 
  
El marco de gestión de riesgos debe ser claro y conocido por toda la organización. 
Además, debe ser revisado al menos una vez al año y actualizado, si corresponde". 
El subrayado no es parte del original.  


3.13 Mecanismos de Comunicación 


A nivel interno de la JUNAFO, para informar a las diferentes áreas sobre los alcances y 
resultados del proceso de administración integral de riesgos, se utiliza el informe de 
gestión de riesgos mensual que se presenta al Comité de Riesgos y a la JUNAFO. Ese 
informe se publica en la página electrónica del FJPPJ, con el fin de que la población en 
general se informe. 
  
Asimismo, de forma mensual se envían cápsulas informativas vía correo electrónico a 
todo el personal, con el fin de comunicar temas relacionados con los riesgos y sus 
diferentes conceptos. 
  
En línea con lo anterior, en caso de que se presenten situaciones atípicas en los 
indicadores o con alguno de los emisores, se realiza una comunicación por correo al 
Proceso de Inversiones como a los miembros de los Comités de Riesgos e Inversiones.    
  
Las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) detallan lo 
siguiente: 
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“5.6. Calidad de la comunicación 
  
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer 
los procesos necesarios para asegurar razonablemente que la comunicación de la 
información se da a las instancias pertinentes y en el tiempo propicio, de acuerdo 
con las necesidades de los usuarios, según los asuntos que se encuentran y son 
necesarios en su esfera de acción. Dichos procesos deben estar basados en un 
enfoque de efectividad y mejoramiento continuo.” 


  
Las Directrices Generales para el Establecimiento y Funcionamiento del Sistema 
Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI), D-3-2005-CO-DFOE en el 
numeral 4.8 establece: 
  


"4.8. Comunicación de riesgos 
  
Se deberá brindar información a los sujetos interesados, internos y externos, y a la 
institución en relación con los riesgos institucionales. 
  
La comunicación deberá darse en ambas direcciones, mediante informes de 
seguimiento y de resultados del SEVRI que se elaboran periódicamente y mediante 
la operación de mecanismos de consulta a disposición de los sujetos interesados. 
  
La información que se comunique deberá ajustarse a los requerimientos de los 
grupos a los cuales va dirigida y servir de base para el proceso de rendición de 
cuentas institucional. 
  
[…]” 
  


Por su parte, el Reglamento sobre Gobierno Corporativo del CONASSIF indica: 
  


"Artículo 35. Identificación del riesgo, medición y comunicación. El Órgano de 
Dirección debe aprobar el marco de gestión de riesgos, esto incluye, 
políticas, procedimientos y metodologías para identificar, medir, dar seguimiento, 
gestionar y comunicar los riesgos relevantes que podrían afectar la consecución de 
los objetivos de la entidad o los Vehículos de Administración de Recursos de Terceros 
recibidos en administración, con el fin de mitigar su impacto. 
  
El marco de gestión de los riesgos debe ser claro y entendido por el personal y define 
las responsabilidades de cada dependencia de la organización dentro de la gestión 
del riesgo." El subrayado no es parte del original. 
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3.14 Función de Cumplimiento 


La función de cumplimiento en la JUNAFO inició el 3 de enero de 2022 y se ha mantenido 
operando de manera continua. 
  
Por tratarse de un puesto nuevo sin homólogo en la estructura del Poder Judicial y que 
sus funciones no estén definidas en ningún documento institucional, no se cuenta con un 
manual de procedimientos respecto al puesto, empero, las funciones durante el periodo 
de estudio se realizaron con base en el marco normativo señalado en el Reglamento sobre 
Gobierno Corporativo, aprobado por el CONASSIF y en coordinación constante y directa 
con la SUPEN. 
  
En línea con lo anterior, la SUPEN mediante oficio SP-439-2020, instó a la JUNAFO para 
efectuar el nombramiento y designación de una persona en el cargo de “Función de 
Cumplimiento Normativo” a la mayor brevedad, con el fin de ordenar la estructura de 
administración existente con los estándares requeridos para cualquier ente supervisado. 
  
 El Reglamento sobre Gobierno Corporativo del CONASSIF establece: 
  


"Artículo 37. Unidad o función de cumplimiento. El Órgano de Dirección debe 
establecer una unidad o función de cumplimiento, responsable de promover y vigilar 
que la entidad opere con integridad y en cumplimiento de leyes, reglamentos, con 
las políticas, códigos y otras disposiciones internas. 
  
La unidad o función de cumplimiento debe tener autoridad, independencia de la Alta 
Gerencia, recursos y brindar reportes directamente al Órgano de Dirección." El 
subrayado no es del original. 
  


La persona servidora que ejecuta la función de cumplimiento, ejerce las labores o 
funciones señaladas en el artículo 37 del Reglamento sobre Gobierno Corporativo, que 
textualmente reza: 
  


“Artículo 37. Unidad o función de cumplimiento: 
  
[…] 
  
La unidad o función de cumplimiento debe tener autoridad, independencia de la Alta 
Gerencia, recursos y brindar reportes directamente al Órgano de Dirección. 
  
La función de cumplimiento debe, entre otras: 
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37.1 Asesorar al Órgano de Dirección y la Alta Gerencia sobre el cumplimiento de 
leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras normas, 
principios y estándares aplicables a la entidad o a los Vehículos de Administración 
de Recursos de Terceros. 
  
37.2 Actuar como punto de contacto dentro de la entidad para las consultas de 
cumplimiento de los miembros del personal, y proporcionar orientación y 
capacitación al personal sobre el cumplimiento de las leyes, reglamentos, códigos, 
normativa, políticas, procedimientos y otras normas. 
  
37.3 Proporcionar informes por separado al Órgano de Dirección sobre los esfuerzos 
de la entidad en las áreas antes mencionadas y sobre cómo la entidad administra 
su riesgo de cumplimiento. 
  
37.4 Cualquier otra función establecida mediante regulación específica del 
supervisor.” El subrayado no es del original. 


  
Por su parte, el Reglamento de Riesgos de la Superintendencia de Pensiones indica: 
 


“Artículo 3. Definiciones 
Líneas de Defensa: Áreas o funciones organizacionales que contribuyen a la gestión 
y control de los riesgos de la entidad. Se reconocen tres "Líneas de Defensa": 
 
[…] 
 
La segunda línea de defensa complementa a la primera por medio del seguimiento 
y reporte a las instancias respectivas. Generalmente incluye la unidad de riesgos y 
la unidad o función de cumplimiento. 
 
[…] 
 
Artículo 8. Responsabilidad de los Órganos de Control 
 
Los Órganos de Control deben proporcionar un criterio independiente al Órgano de 
Dirección y a la Alta Gerencia, de la calidad, eficacia y cumplimiento de las políticas, 
procesos y controles de la gestión del riesgo de la entidad y de los fondos 
administrados.” El subrayado no es del original. 


 
Durante el año 2022, la funcionaria de cumplimiento desempeñaba labores de 
seguimiento, coordinación y recopilación de evidencia en el cumplimiento de los planes 
de acción de la Dirección de la JUNAFO. Es importante señalar que, estas actividades, si 
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bien fueron llevadas a cabo por esta profesional, no son propias de su función por tratarse 
de labores operativas. 
  
A partir del mes de marzo del año 2023, se implementó una reorganización interna en 
respuesta a las indicaciones presentadas por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), 
tal como se detalla en el oficio No. SP-137-2023. 
  
Como resultado de esa reestructuración, dichas actividades han sido delegadas a otras 
áreas administrativas que cuentan con las competencias y recursos adecuados para llevar 
a cabo estas tareas operativas de manera más efectiva. 


En mayo de 2023, la Función de Cumplimiento se reunió con la jefatura del Proceso de 
Riesgos con el fin de analizar detalladamente el Reglamento de Riesgos de la 
Superintendencia de Pensiones y definir cuales funciones de ese documento le 
corresponde atender y cumplir al Proceso de Riesgos, para lo cual revisaron cada uno de 
los artículos y con ello validar que están cumpliendo con lo que les compete.  


Como parte de su responsabilidad de control, la Función de Cumplimiento se encarga de dar 
seguimiento a los planes de acción emitidos por el Proceso de Riesgos en concordancia con 
las decisiones tomadas en las sesiones y las directrices del ente regulador. 
 
En relación con el riesgo operativo, se informa que, si bien el plan de acción no ha sido 
actualizado en vista que se encuentra vigente, se han logrado avances en la implementación 
de éste por parte del Proceso de Riesgos, definiendo algunas actividades que se deben 
realizar para poder implementar la gestión de este riesgo, en este caso se definió la 
necesidad de realizar un mapeo de procesos de la Dirección de la JUNAFO, el cual es un 
trabajo amplio y para la que se considera necesario realizar una contratación externa.  


  
Dicho avance se originó a partir de una reunión efectuada en el mes de junio de 2023 con 
el propósito de llevar a cabo un "Proceso de Análisis para la contratación del Mapeo de 
Procesos en la Dirección de la JUNAFO para la Implementación del Riesgo Operativo". 
 
Durante esta reunión, se acordó la elaboración del cartel de licitación correspondiente al 
"mapeo de procesos", siguiendo la regulación vigente y se realizará una evaluación de las 
ofertas recibidas por parte de las empresas contactadas e interesadas.  
 
De esa reunión se definieron actividades previas y necesarias para Implementación del 
Riesgo Operativo, que se citan textualmente: 


  
“Se recomendó por parte del asesor externo de Riesgo antes de iniciar con la 
implementación del Riesgo Operativo en la JUNAFO, se debía realizar inicialmente 
un “mapeo de procesos” de la Dirección. Esto fue externado en sesión virtual del 
pasado 27 de marzo de 2023. 
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En el mes de abril 2023, se brindó la aprobación por parte del Dirección JUNAFO para 
valorar el proceso de contratación. 
 
Se buscó y coordino con empresas relacionadas y experiencia en el mapeo de 
procesos en organizaciones. Para lo cual, se pactaron reuniones con cuatro 
empresas para exponer las necesidades, las mismas se realizaron los días 8, 9, 11 y 
15 de mayo de 2023.  
 
El personal del Proceso de Riesgos participó en reuniones virtuales con los 
proveedores contactados sobre el mapeo de procesos de JUNAFO, identificando 
varios aspectos importantes para el proceso de mapeo.” 
 


El plan de acción no ha sido actualizado de momento porque se encuentra vigente, sin 
embargo, durante la reunión citada, se concluyó que la etapa del mapeo de procesos sería 
la más afectada debido al prolongado proceso de contratación, motivo por el cual definieron 
que el Proceso de Riesgos sería el responsable de: 


 


• Elaborar el anuncio de licitación para el proyecto de "mapeo de procesos" de 
acuerdo con las normativas actuales durante el período 2023. 


• Llevar a cabo la evaluación de las propuestas recibidas por parte de las empresas 
contactadas e interesadas. 


 
En dicho plan de acción se detallaron las fechas correspondientes a la implementación del 
riesgo operativo según se detalla: 


 
Cuadro No 6 


             Cronograma implementación del Riesgo Operativo 
 


Actividad Inicio Fin 


Implementación 20/02/2023 16/12/2024 


Presentación de Resultados 06/01/2025 06/02/2025 


Evaluación anual de control 06/02/2026 31/03/2026 
Fuente: Elaboración propia con información suministrada por la Función de Cumplimiento 
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4. Conclusiones 
De lo analizado en el estudio, se obtienen las siguientes conclusiones: 
  


• La gestión de riesgos en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se 
efectúa de manera razonable en concordancia con la normativa del supervisor. 


  


• Se incorporó en la gestión el riesgo no financiero, sin embargo, de momento se 
encuentra pendiente la implementación del riesgo operativo y el riesgo de 
tecnologías de información (TI), aspecto que se encuentra planificado dentro de 
los planes de acción de la Dirección de la JUNAFO ante revisiones del supervisor, 
con fecha de finalización de la implementación el 16 de diciembre de 2024. 


  
• Se ha establecido de manera razonable un seguimiento del comportamiento de 


los Indicadores de Riesgos con apoyo de la herramienta VALMER. 
  


• Los Planes de Acción del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se 
han efectuado en su mayoría de forma oportuna, acatando las directrices emitidas 
por el ente regulador. 


  
• Los informes de riesgos suministran información relevante para la toma de 


decisiones del Comité de Riesgos y de la JUNAFO. 
  


• El Comité de Riesgos cumple con lo que estipula el ente regulador en cuanto a su 
conformación y requisitos de los integrantes. 


  
• El Proceso de Riesgos cumple de manera razonable con la normativa analizada y 


según su nivel de responsabilidad. 
  


• La estructura organizacional actual fue debidamente aprobada por la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y es 
acorde con los requerimientos normativos en la identificación y separación de las 
líneas de defensa. 


  


• Se han establecido los límites de tolerancia que se sustentan en la Metodología 
General para la Valoración de Riesgos del FJPPJ. 


  


• La información discutida en las sesiones del Comité de Riesgos que corresponde 
a temas relevantes de atención inmediata se atiende de manera razonable. 


  
• El seguimiento de las recomendaciones acordadas en sesiones del Comité de 


Riesgos se efectúa de manera oportuna por parte del Proceso de Riesgos. 
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• Se han establecido planes de contingencia ante situaciones inesperadas, 


diseñados para brindar continuidad y se comunican a las áreas involucradas. 
  


• La autoevaluación del Proceso de Riesgos se realizó en octubre de 2022 y el 
resultado obtenido fue satisfactorio. 


  
• La Función de Cumplimiento realizó labores durante el 2022 que no corresponden 


a sus competencias, aspecto que fue subsanado en el periodo 2023. 


 
• La Jefatura del Proceso de Riesgos realizó labores durante el 2021 que no 


corresponden a sus competencias, por temas de reestructuración de la JUNAFO 
aspecto que fue subsanado en el periodo 2022. 


  
• La Función de Cumplimiento y el Proceso de Riesgos efectúan sus funciones de 


manera independiente a la administración y presentan informes a la JUNAFO 


según sus competencias. 


  
• El Proceso de Riesgos informa en las sesiones del Comité de Riesgos y de la Junta 


Administradora del FJPPJ sobre el proceso de revisión de los documentos de 


gestión, aunque no identifiquen temas que requieran alguna modificación. 
  


• Se han establecido controles para alinear y asegurar que las decisiones de 
inversión se ejecuten según la declaración del apetito del riesgo y de las políticas 
de inversión y su documentación se está considerando en los manuales de 
procedimientos en desarrollo como parte del proceso de certificación del Sello 
Documental del CEGECA. 


 
• El Proceso de Riesgos cumple de forma razonable con la capacitación de su 


personal, considerado los resultados de la autoevaluación aplicada. 
 


• El Proceso de Riesgos cuenta con procedimientos específicos de sus funciones 
alineados al sello documental del CEGECA, sin embargo, esos documentos no 
detallan a las personas responsables de ejecutar las actividades o tareas, en vista 
de que el aspecto señalado no formaba parte del criterio para la acreditación, 
aspecto que deberá ser atendido al momento de la reacreditación según los 
nuevos criterios del sello. 


 
• Los mecanismos de comunicación son continuos y se remiten a todo el personal, 


adicionalmente se complementan con charlas que contribuyan al entendimiento. 
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• La Función de Cumplimiento presenta informes a la JUNAFO relacionados con el 
cumplimiento normativo, sin embargo, no se considera la forma como se 
administra el riesgo de cumplimiento según lo indica la normativa del supervisor. 


Resumen valoración de cumplimiento normativo 
  


Responsable según 
normativa 


Cumplimiento Aspectos detectados 


Entidad regulada Alto   


Junta Administradora 
del FJPPJ 


Alto   


Alta Gerencia Parcialmente 
Alto 


Implementación de gestión de riesgos 
operativos. (Artículo 7 Reglamento de 
Riesgos de la Superintendencia de 
Pensiones) Nota: Se cuenta con plazo 
otorgado por el supervisor para la 
implementación 


Función de 
cumplimiento 
normativo 


Parcialmente 
Alto 


Informes cumplimiento normativo que 
consideren: cómo la entidad administra su 
riesgo de cumplimiento. (Artículo 37 
Reglamento Sobre Gobierno Corporativo 
del CONASSIF) 


Proceso de Riesgos 
(Función de riesgos) 


Parcialmente 
Alto 


Enviar al Comité de Riesgos y a la JUNAFO 
para aprobación la Autoevaluación de 
Riesgos. (Artículo 6 Reglamento de Riesgos 
de la Superintendencia de Pensiones)  


Comité de Riesgos Alto   


Valoración general Parcialmente 
Alto 


  


Nomenclatura cumplimiento: 


• Alto: Cumple en todos los aspectos relevantes. 
• Parcialmente Alto: Incumplimientos leves con nivel bajo de riesgo. 
• Parcial: Incumplimientos severos con nivel de riesgo considerable. 
• Incumple: no cumple o no cuenta con evidencia documentada. 
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5. Recomendaciones 
 


Recomendación Dirigido Plazo 
Implementación 


Girar la instrucción a la Dirección de la JUNAFO para que 
se coordinen las acciones respectivas para confeccionar 
un manual o guía de las funciones de la Función de 
Cumplimiento que detallen las actividades que deben 
ejecutarse y establezca la forma en que deben realizarse. 


JUNAFO Inmediato 


Girar la instrucción a la Función de Cumplimiento para 
que incorpore en sus informes lo que dicta la norma del 
supervisor sobre cómo la entidad administra su riesgo de 
cumplimiento. 


JUNAFO Inmediato 


Girar la instrucción al Proceso de Riesgos para que 
presente para aprobación del Comité de Riesgos y de la 
JUNAFO la autoevaluación de riesgos en cumplimiento 
de la normativa del supervisor. 


JUNAFO Inmediato 
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San José, 23 de octubre de 2023 
  


Licenciado 
Arturo Baltodano Baltodano 
Presidente, Comité de Auditoría 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones  
Poder Judicial 
  
  
  


Asunto: Guía para la atención de 
denuncias planteadas ante la Auditoría 
Interna de la JUNAFO. 
  


Estimado señor:  
 
En atención a lo establecido en el Reglamento de Gobierno Corporativo de la SUPEN, en el 
artículo 25 Comité de Auditoría, el cual se cita a continuación: 


"El Comité de Auditoría es responsable, entre otros asuntos de: 
[…] 
25.11 Revisar y trasladar al Órgano de Dirección, los estados financieros anuales 
auditados, los informes complementarios, las comunicaciones del auditor externo y 
demás informes de auditoría externa o interna." 


 


Se procede a remitir documento elaborado por esta auditoría interna denominado "Guía 
para la atención de denuncias planteadas ante la Auditoría Interna de la JUNAFO" en 
atención a lo establecido en los lineamientos generales para el análisis de presuntos 
hechos irregulares de la Contraloría General de la República CGR, que en lo que interesa 
se cita lo siguiente: 


"1.1 Ámbito de Aplicación 
  
Los presentes Lineamientos son aplicables a las Auditorías Internas del Sector 
Público, en el ejercicio de las competencias conferidas por ley para el análisis de 
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presuntos hechos irregulares que puedan ser generadores de responsabilidad, a 
cargo de los sujetos incluidos en su ámbito de acción. Estos Lineamientos constituyen 
un marco básico para que las Auditorías Internas lleven a cabo sus labores de 
investigación." 
  
"1.3 Conocimiento de los hechos 


  
El conocimiento de las Auditorías Internas sobre hechos presuntamente irregulares, 
se origina por alguno de los siguientes medios: 
  
a) Presentación de una denuncia, la cual puede ser interpuesta por cualquier 
funcionario o ciudadano; quien puede identificarse o presentarla de forma anónima. 
[…]" 
  


"1.4 Elementos orientadores para la presentación de denuncias 
  
Las denuncias que se presenten ante la Auditoría Interna deberán procurar cubrir al 
menos los siguientes aspectos: 
  
a) que los hechos sean presentados de manera clara, precisa y circunstanciada; 
b) la identificación de los posibles responsables, o que al menos se aporten elementos 
que permitan individualizarlos; 
c) señalamiento de los elementos probatorios en los que se sustenta la denuncia, y  
d) lugar o medio para recibir notificaciones. 
  
Estos requisitos son deseables, pero no pueden constituirse en una limitación para la 
tramitación de denuncias. 
  
Cada Auditoría Interna del Sector Público deberá definir los medios para la recepción 
de las denuncias-sean físicos o electrónicos-teniendo en cuenta lo permitido por el 
ordenamiento jurídico aplicable, y promoviendo la participación y el control 
ciudadanos." 
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"1.6 Principios de la investigación de presuntos hechos irregulares  
  
[…] 
  
c) Principio de independencia. La Auditoría Interna ejercerá sus funciones con total 
independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y de los demás órganos de 
la administración activa; pudiendo establecer la estrategia, las vías de atención, las 
diligencias, las acciones, los mecanismos y los productos de auditoría que estime 
necesarios para la atención de las gestiones en su conocimiento."  
  
"1.8 Acceso y solicitud de Información 
  
Las Auditorías Internas podrán solicitar a particulares, a entes y órganos públicos, 
sujetos privados incluidos dentro de su ámbito de acción, y a los propios 
denunciantes, toda aquella información que les permita recabar elementos, pruebas 
o datos necesarios para el análisis y valoración de los hechos presuntamente 
irregulares que estén investigando. Los sujetos bajo su ámbito de acción tienen el 
deber de brindar toda la información requerida por las Auditorías Internas, para el 
ejercicio de sus competencias." 


  


Por lo antes expuesto, se emite la guía antes mencionada con el fin de orientar a las 
personas para efectuar el registro de una denuncia ante esta auditoría interna. 


Sin más por el momento. 


  
Atentamente, 
 
 


Lic. Luis Abarca Padilla 
Jefe de Auditoría Interna a,í 


Dirección de la JUNAFO 


  


CC: Archivo /   







 
Oficio N° 0023-AI/DJA-2023 


 


 
P á g i n a  4 | 8 


 


Guía atención denuncias planteadas ante la  
Auditoría Interna de la JUNAFO 


  
  


1. Generalidades 
  


Objetivo 
  


El propósito inherente de esta guía consiste en proporcionar a las personas la 
información necesaria sobre los requisitos que deben cumplir para formular 
una denuncia ante la Auditoría Interna de la JUNAFO y el procedimiento a 
aplicar para determinar si se debe iniciar una investigación o descartar la 
denuncia. 


  
Medio de recepción 


  
Las denuncias se recibirán mediante un formulario web o físico. 


  
Ámbito de competencia  


  
La Auditoría Interna tramitará únicamente aquellas denuncias que versen 
sobre posibles hechos irregulares o ilícitos relacionados con el uso y gestión de 
los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme 
las competencias dispuestas en la Ley General de Control Interno N° 8292 y lo 
regulado por la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la 
Función Pública N° 8422.  


  
Principios generales 


  
En el proceso de recepción de las denuncias se atenderán los principios 
esenciales de simplicidad, economía, eficacia y eficiencia. 
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Confidencialidad 
  


La identidad del denunciante, la información, la documentación y cualquier 
evidencia resultante de las investigaciones que se efectúen, serán tratados de 
manera confidencial de conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la 
Ley General de Control Interno y el artículo 8 de la Ley Contra la Corrupción y el 
Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.  


  
2. Requisitos esenciales 


  
Identificación 


  
Se requiere la identificación del denunciante que incluye: 
o Nombre y apellidos 
o Número de identificación 
o Número de teléfono 
o Correo electrónico 
  
En concordancia con la normativa, de igual manera, se contempla la opción de 
interponer la denuncia en forma anónima.  


  
Descripción de hechos 


  
Los hechos denunciados deberán ser expuestos en forma clara y precisa, 
brindando el detalle suficiente que permita realizar la investigación:  
o Finalidad de la denuncia 
o Lugar de los hechos y su secuencia 
o Fecha en que sucedieron 
o Personas involucradas 
o Posibles testigos y datos para contactarlos 
o Presentación de pruebas o indicación de dónde pueden obtenerse. 
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Información complementaria 
  
o La estimación del presunto perjuicio económico ocasionado a los fondos 


públicos en caso de conocerlo 
o Indicar si se interpuso la denuncia previamente, en otras instituciones 


públicas o privadas, o en otras oficinas del Poder Judicial. 
  


El denunciante debe considerar  
  


o Si la Auditoría Interna determina que existe ambigüedad de los hechos se le 
otorgará un plazo de 10 días hábiles para que se complete la información o 
de lo contrario se archivará o desestimará la gestión sin perjuicio de que 
sea presentada con mayores elementos posteriormente, como una nueva 
gestión.  


  
3. Denuncias 


  
Anónimas 


  
Las denuncias anónimas serán atendidas en el tanto aporten elementos de 
convicción suficientes y se encuentren soportadas en medios probatorios 
idóneos que permitan iniciar la investigación, de lo contrario se archivará la 
denuncia. 
  
Además, no será posible brindarle información sobre las acciones llevadas a 
cabo en su atención, ante la imposibilidad de identificar al denunciante.  


  
Direccionamiento 


  
La Auditoría Interna de oficio canalizará la denuncia ante la instancia 
correspondiente para resolver o atender los hechos denunciados, cuando éstos 
no sean de su competencia.  
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Archivo y desestimación de las denuncias 
  


En concordancia con la conforme a la Resolución R-DC-102-2019, del 14 de 
octubre de 2019, emitida por la Contraloría General de la República, se 
desestimará o archivará las denuncias cuando se presente alguna de las 
siguientes condiciones: 
  
o Cuando los hechos presuntamente irregulares resulten por completo 


ajenos al ámbito de competencia de la Auditoría Interna.  
  


o Cuando los hechos presuntamente irregulares ya hayan sido investigados o 
estén siendo conocidos por otra instancia con competencia para realizar el 
análisis y la valoración, así como para ejercer el control y las potestades 
disciplinarias atinentes.  


  
o Cuando los hechos presuntamente irregulares, constituyan una reiteración 


o reproducción de asuntos o gestiones que, sin aportar elementos nuevos, 
refieran a temas resueltos con anterioridad por la Auditoría Interna u otras 
instancias competentes.  


  
o Cuando los hechos presuntamente irregulares se refieran a problemas de 


índole estrictamente laborales que se presentaron entre funcionarios de la 
institución y la Administración Activa, o a desavenencias de tipo personal 
entre funcionarios, salvo que de los hechos se desprenda la existencia de 
aspectos relevantes que ameriten ser valorados por la Auditoría Interna en 
razón de sus competencias.  


  
o Cuando el costo aproximado de los recursos a invertir para la investigación 


de los hechos presuntamente irregulares sea superior al valor del hecho 
denunciado, sin perjuicio de cualquier otra acción alternativa que en el 
ejercicio de sus competencias las Auditorías Internas pudieran realizar. 


  
o Cuando el asunto denunciado refiera exclusivamente a intereses personales 


del denunciante, en relación con conductas ejercidas u omitidas por la 
Administración.  







 
Oficio N° 0023-AI/DJA-2023 


 


 
P á g i n a  8 | 8 


 


  
o Cuando del análisis inicial resulte evidente que no se ha cometido ninguna 


infracción al ordenamiento jurídico. 
  


En cualquiera de los supuestos anteriores, la Auditoría Interna emitirá acto 
fundamentado en el que expresamente se indique la causal utilizada para la 
desestimación y archivo. 


  
4. Medios para la presentación de la denuncia 


o Mediante formulario en línea publicado en el sitio oficial de la Dirección de 
la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial. https://fjp.poder-judicial.go.cr/ 


o En la recepción de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ubicación que puede ser 
consultada en el sitio web oficial. 


  



https://fjp.poder-judicial.go.cr/
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		LUIS ARNULFO ABARCA PADILLA (FIRMA)
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San José, 13 de octubre de 2023 
MH-DGPN-DG-OF-0494-2023 


 
 
Señor 
Orlando Aguirre Gómez 
Presidente 
Corte Suprema de Justicia 
 
Asunto: Aspectos relevantes sobre el seguimiento presupuestario del 
primer semestre 2023. 
 
 
Estimado señor: 
 
Reciba un cordial saludo. En atención a su oficio 284-P-2023, de fecha 28 de 
julio del 2023, mediante el cual se remite el Informe de Seguimiento Semestral 
2023 del Poder Judicial, al respecto, y considerando la información suministrada, 
se incluyen los principales resultados y recomendaciones sobre los aspectos 
relevantes del estado de la situación financiera y la gestión institucional al 30 de 
junio de 2023. 
 


1- Apartado Financiero 
 
Al 30 de junio la institución contó con un monto total de presupuesto por 
¢490.764,58 millones, que no varió respecto al monto inicial, en el tanto, las 
modificaciones presentadas al presupuesto, y aprobadas durante el primer 
semestre del 2023, correspondieron a traslados de partidas vía decreto ejecutivo, 
realizados conforme a un origen y aplicación de fondos que permitió comprobar el 
equilibrio por programas y fuentes, y junto con las justificaciones aportadas, el 
cumplimiento de la normativa técnica y jurídica vigente.  
 
En el primer semestre, la entidad presentó movimientos presupuestarios en tres 
modificaciones programadas, a saber:  
 


• Decreto Ejecutivo N°43.872-H (H-001), para reforzaron recursos en la 
partida Remuneraciones, con el fin de atender faltantes de salario escolar. 


• Decreto Ejecutivo N°43.943-H (H-002), para reforzar recursos en las 
partidas Servicios, Materiales y Suministros y Bienes duraderos, con el 
objetivo de cubrir los compromisos no devengados. 


• Decreto Ejecutivo N°43.994-H (H-003), para reforzar recursos en las 
partidas Servicios, Materiales y Suministros, Bienes duraderos y 
Transferencias corrientes, para atender necesidades institucionales como: 
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cubrir faltantes en contratos, el proyecto de cambio de cubierta de techo en 
los Tribunales de Guatuso de San Carlos, el pago de viáticos a los 
empleados judiciales, el mantenimiento de pintura de los Tribunales de San 
José y las remodelaciones en las instalaciones de los Tribunales de 
Cartago, Heredia, San José y Sarapiquí. 


 
Respecto a las modificaciones presupuestarias aprobadas, la institución indica 
que se vio afectada por los plazos de aprobación por parte del Ministerio de 
Hacienda, esto por cuanto afecta la ejecución oportuna de los recursos que la 
institución redirecciona a las diversas necesidades institucionales; por cuanto su 
duración es de aproximadamente dos meses, lo que se convierte en una 
importante limitante que impacta la ejecución presupuestaria.  
 
Por otra parte, se indica que, a la fecha de corte del presente informe se encuentra 
pendiente de aprobación el presupuesto extraordinario H-10 (para la compra de 
equipo de cómputo), lo cual afecta considerablemente la ejecución 
presupuestaria, por cuanto, no se pueden iniciar las contrataciones hasta que no 
se cuente con la aprobación; lo mismo ocurre con el presupuesto extraordinario 
H-12, que dependiendo de la fecha en que se apruebe impactará la ejecución 
oportuna de los recursos. 
 
Al primer semestre su representada muestra un nivel de ejecución del 43,85% 
(¢215.209,39 millones) y, al igual que ocurrió en el mismo periodo de 2022, el 
comportamiento de las partidas Servicios, Materiales y Suministros, Bienes 
duraderos, Transferencias corrientes y Cuentas especiales presentan un nivel de 
ejecución menor al 45,00%. 
 
Según la certificación N° DCN-0018-2023 emitida por la Contabilidad Nacional, 
el Poder Judicial presentó un monto de ¢7.109,37 millones correspondiente a 
compromisos no devengados, de los cuales en el primer semestre ejecutó 
¢2.498,55 millones, por lo que, si al nivel de ejecución presentado se le resta el 
monto correspondiente a esos recursos, se observa que la ejecución asociada al 
presupuesto del ejercicio económico sería de 43,34%. Adicionalmente, se indica 
que la afectación directa de los compromisos no devengados recae en la 
planificación de compras, ya que, para ajustar el rubro de compra, el despacho 
debe gestionar una modificación presupuestaria para cubrir los compromisos no 
devengados y debido a la tardanza en la aprobación de esta, la compra se atrasa 
y con ello la ejecución se ve afectada. 
 
Los factores que a nivel institucional afectaron con mayor frecuencia a las partidas 
con ejecuciones menores al 45,00%, fueron: 
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-Procesos de contratación que se concretan en el segundo semestre, por 
cuanto la entrada en vigor de la Ley de Contratación Pública No.9986 y uso 
de la de la herramienta Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP) del 
Ministerio de Hacienda afectó la ejecución presupuestaria, debido a los 
atrasos en el inicio de los trámites de compra y la aplicación de los nuevos 
lineamientos.  
 
-Desviaciones entre lo planificado y lo ejecutado, debido a que las 
contrataciones en moneda extranjera se vieron afectadas por una 
disminución en el tipo de cambio y que los recursos gestados mediante los 
presupuestos extraordinarios H-010 y H-012 no se hayan aprobado, lo que 
no permite utilizar los recursos en el tiempo esperado.  
 
-Normas de ejecución para el ejercicio presupuestario 2023 que, conforme 
a lo dictado en el Artículo 7-Normas de ejecución presupuestarias de la Ley 
10331 Presupuesto Ordinario 2023, no permite traslados entre partidas en 
los decretos ejecutivos, lo que conlleva a que no se puedan redireccionar los 
recursos de manera más eficiente y oportuna. 


 
Adicionalmente, el informe institucional presenta acciones correctivas para 
mejorar la ejecución del presupuesto asignado para 2023, identificando, en cada 
centro gestor, los responsables de su cumplimiento, razón por la que se 
recomienda dar un estricto seguimiento e informar sobre la efectividad de estas 
en el informe anual.   
 
Asimismo, respecto a lo señalado sobre la entrada en vigor de la Ley de 
Contratación Pública No.9986 y las dificultades que se le han presentado por 
atrasos en los inicios de los trámites de compra, la aplicación de nuevos 
lineamientos y la capacitación que reciben los centros gestores del Departamento 
de Proveeduría al mismo tiempo que inician los procesos de contratación. Al 
respecto, se recomienda reforzar la asistencia a capacitaciones en el uso del 
Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP) y la nueva Ley de Contratación 
Pública para realizar las contrataciones conforme indica la normativa de forma 
oportuna, con la finalidad de evitar devoluciones y atrasos innecesarios por parte 
del Depto. de Proveeduría y que en el segundo semestre del año se logren 
concretar los procesos de compra en trámite. 
 


2-Apartado de Gestión  
 
En relación con los indicadores que tuvieron un nivel de avance menor al 45,00%, 
el factor que repercutió sobre los resultados corresponde a Metas cuyo 
cumplimiento se planifica concretar en el segundo semestre; por cuanto, el 
resultado de los dos indicadores de gestión del programa 930-Servicio Defensa 
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Pública que no presentan avance, se debe a que se obtienen a través de encuestas 
de satisfacción que se realizan en el segundo semestre del año, por lo cual no se 
requiere de acciones correctivas. 
 
En relación con los restantes 10 indicadores de gestión, estos muestran un 
promedio de cumplimiento del 88,89% respecto a la meta programada y algunas 
metas en particular alcanzaron un cumplimiento mayor a un 100,00%, por lo que 
se recomienda para estos casos particulares que se realice una revisión de las 
metas, con el fin de determinar si su logro se debe a la subvaloración de las metas 
establecidas y se propongan metas que presenten retos para la organización. 
 
 


Atentamente, 
 
 
 


José Luis Araya Alpízar 
Director General Presupuesto Nacional 


 
 
C.c. Carpeta digital sharepoint.com/sites/DGPNMH/Documentos  


Sr. Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso Financiero Contable, Poder Judicial.  
Sra. Nacira Valverde Bermúdez, Directora, Dirección de Planificación, Poder Judicial.  
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San José, 29 de mayo de 2023 


 


Doctor 


Juan Carlos Segura Solís 
Presidente 


Junta Administradora del FJPPJ 


S.          D. 


Asunto: Solicitudes de personas 


servidoras judiciales en donde 


plantean renunciar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial. 


 


Estimado señor: 


Esta Asesoría Jurídica tiene conocimiento de que están ingresando a la 


Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, gestiones en donde personas servidoras judiciales solicitan renunciar 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y comenzar a cotizar a otros 


regímenes de pensiones como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, 


aun perteneciendo laboralmente al Poder Judicial, conforme a lo anterior, con la 


intención de que el Máximo Órgano de Dirección tenga claridad jurídica sobre el 


tema, se procede a desarrollar lo siguiente. 


Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de 


junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace 


en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa 


Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las 
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Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir 


de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de 


contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto 


de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de 


pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa 


planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, 


la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso 


es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el 


mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el 


espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo. 


Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la 


CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en 


cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-


94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es 


cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de 


carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, 


toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características 


tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita 


se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que 


su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el 


título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las 


decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 
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Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa 


normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la 


Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración 


Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos 


actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según 


la escala jerárquica de sus fuentes”. 


Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que 


pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de 


los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de 


capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de 


contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un 


porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles 


frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se 


cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas 


cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada 


una de las normativas que lo regulan. 


Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de 


decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, 


debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este 


cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de 


las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 
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236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los 


sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las 


jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no 


brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, 


estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de 


las personas servidoras. 


Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de 


agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se 


sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito 


de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados 


judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como 


vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que 


irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la 


Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad 


social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. 


Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser 


trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado 


en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin 


haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se 
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les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el 


monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la 


formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen 


mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social 


(CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a 


otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester 


resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa 


para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no 


habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún 


esté laborando para la institución. 


Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que 


presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun 


perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la 


normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la 


interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos 


recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia 


de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala 


Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de 


prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el 


principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor 


de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de 
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recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la 


masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 


9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda 


alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas 


funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, 


Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, 


debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los 


recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del 


financiamiento tripartito. 


De esta forma, esta Asesoría Jurídica deja rendido el presente escrito con el 


propósito de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, tenga claridad en la resolución de gestiones en donde las personas 


servidoras judiciales soliciten dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial. 


Atentamente;  


 


 
Lic. Eduardo Chacón Monge 


Asesor Jurídico a.í.  


Dirección de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


 


CC: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
Archivo: Eduardo Chacón Monge. 
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[bookmark: _Toc147409122]Política de evaluación del Desempeño

1. [bookmark: _Toc147409123]Objetivo: 

Esta política tiene por objetivo establecer las normas internas para evaluar el desempeño de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en su conjunto, en adelante La JUNAFO, y de sus personas integrantes en forma individual, de sus Comités Técnicos y de la Alta Gerencia considerando lo estipulado el artículo N.° 241 de la Ley Orgánica de Poder Judicial, acuerdo CONASSIF 15-22 Reglamento sobre idoneidad y desempeño de los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de entidades y empresas supervisadas, y el acuerdo SUGEF 16-16 Reglamento sobre Gobierno Corporativo.

Es importante mencionar que, para definir esta política se consideró la dimensión de la JUNAFO, del régimen jubilatorio que administra es decir el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), así como la Dirección de la JUNAFO su estructura, su naturaleza jurídica, el alcance y complejidad de sus operaciones, la estrategia, el perfil de riesgo y el potencial impacto de sus operaciones sobre las personas afiliadas.

2. [bookmark: _Toc147409124]Definiciones: 

Órgano de Máxima Dirección: está conformado por las personas que forman la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (La JUNAFO) como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley, así mismo cuenta con personalidad jurídica instrumental para ejercer las representación judicial y extrajudicial del FJPPJ.

Alta Gerencia: está conformado por las personas que ocupen los puestos de Director o Subdirector de la Dirección de la JUNAFO. Es el área responsable del proceso de planeamiento, organización, dirección, evaluación, control, ejecución y rendición de cuentas, de los recursos organizacionales para el logro de los objetivos establecidos por el Órgano de Máxima Dirección. 

Comités Técnicos: para lograr la eficiencia y una mayor profundidad en el análisis de los temas de su competencia, el Órgano de Máxima Dirección posee comités técnicos que coadyuvan a la correcta gestión de sus competencias, los cuales tienen su propia normativa que regula su funcionamiento.

3. [bookmark: _Toc147409125]Alcance: 

Las normas de evaluación aplican a las personas que ocupen o vayan a ocupar un puesto en el Órgano de Máxima Dirección, en los Comités Técnicos o en la Alta Gerencia. Se destaca que, esta política debe ser aprobada por el Órgano de Máxima Dirección y actualizada al menos cada dos años.



4. [bookmark: _Toc147409126]Procedimiento para la evaluación de las personas integrantes del Órgano de Máxima Dirección, sus Comités Técnicos o de la Alta Gerencia: 

Considerado la normativa vigente, y los lineamientos dirigidos y aprobados por el Órgano de Máxima Dirección, a continuación, se detalla el procedimiento para la evaluación del desempeño de las personas integrantes del Órgano de Máxima Dirección, sus Comités Técnicos o de la Alta Gerencia. Es importante indicar que, se deben de proporcionar prácticas de gobierno apropiadas para el desarrollo de las labores, y proporcionar los medios para que se sigan dichas prácticas y se revise periódicamente su continua eficacia.

a. [bookmark: _Toc147409127]Ente interno que lidera el proceso de evaluación: 

Al respecto, es importante indicar que, los ejercicios de evaluación del desempeño serán realizados por medio de evaluaciones internas, específicamente por el órgano o la persona que designe la JUNAFO, es importante mencionar que, el proceso de evaluación contará con el apoyo y la supervisión de la persona que ocupe el puesto de Función de Cumplimiento, con esto, se busca garantizar una independencia del evaluador y su experiencia en las áreas de evaluación de gobierno corporativo. Además, centralizar las evaluaciones, analizar resultados, presentar recomendaciones y dar seguimiento a planes de acción.

Cada aspecto evaluado deberá contar con indicadores que sean específicos, medibles, alcanzables, relevantes y con plazos definidos.

b. [bookmark: _Toc147409128]Definición de puestos y órganos sujetos a evaluación: 

La evaluación del desempeño aplica para la JUNAFO en su conjunto, y de sus personas integrantes en forma individual, de sus Comités Técnicos y de la Alta Gerencia, estos últimos son considerados “puestos claves” dentro de la Dirección de la JUNAFO, por lo que se considera que su posición dentro de esta Dirección resulta de importancia crítica en la definición y el desarrollo de la estrategia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial o de las actividades sustantivas de las diferentes áreas técnicas.

Es importante destacar que, existe una diferencia significativa entre una comisión y un comité, por su formalidad permanencia en el tiempo y productos entregables, la normativa que controla la Superintendencia d Pensiones regula únicamente lo relacionado con los comités técnicos, siendo que, por el modelo de negocio, de estructura, capacidad y organización los comités definidos a la fecha y sujetos a esta evaluación de desempeño son los siguientes:

a. Comité de Riesgos.

b. Comité de Inversiones.

c. Comité de Auditoría.

Lo anterior, en alineamiento con el Código de Gobierno Corporativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



c. [bookmark: _Toc147409129]Aspectos para evaluar y su periodicidad: 

De acuerdo con la normativa vigente, específicamente el acuerdo CONASSIF 15-22 Reglamento sobre idoneidad y desempeño de los miembros del Órgano de Máxima Dirección y de la Alta Gerencia de entidades y empresas supervisadas y las buenas prácticas internas, se señala que, la evaluación del desempeño incluirá los siguientes elementos, en cuanto resulten aplicables.

i. [bookmark: _Toc147409130]Aspectos para evaluar: 

a. Liderazgo en temas estratégicos y de aspectos de la entidad (Órgano).

b. Cumplimiento de los objetivos estratégicos.

c. Atención de responsabilidades de acuerdo con lo establecido en el Reglamento sobre Gobierno Corporativo.

d. Atención de las normas de funcionamiento del Órgano de Máxima Dirección y documentación de sus deliberaciones y decisiones.

e. Efectividad de la supervisión, coordinación e interacción del Órgano de Máxima Dirección con la Alta Gerencia, Gestión de Riesgos, Auditoría Interna, Auditoría Externa y Órganos de Supervisión.

f. Efectividad y oportunidad de la gestión de la Alta Gerencia con los órganos de supervisión, la auditoría interna y la auditoría externa.

g. Manejo de la información confidencial y efectividad en la protección de datos personales.

h. Gestión de los conflictos de interés, ya sean reales, potenciales o aparentes, de las personas integrantes del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia.

i. Desempeño y comunicación de los Comités Técnicos.

[image: DISCO:Users:imac:Desktop:OT. 53143 Papel Membretado Dirección Junta Fondo de Jubilaciones y Pensiones:Encabezado Papel Membretado Dirección Fondo Pensiones.jpg]

j. Cumplimiento de las regulaciones adicionales relativas al gobierno corporativo aplicable a entidad establecidas en leyes, reglamentos, estatutos u otra normativa relacionada
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ii. [bookmark: _Toc147409131]Detalle de las evaluaciones: 

		Órgano o persona Evaluada

		Tipo de Evaluación

		Detalle de la Evaluación

		Responsable de la evaluación



		Órgano de Máxima Dirección



		Personas integrantes del Órgano de Máxima Dirección

		Autoevaluación 

		Evaluación Individual: La herramienta le permitirá a cada persona integrante de la JUNADO autoevaluarse de forma objetiva, dando como resultado las áreas de mejora de forma individual. 



		La JUNAFO



		Órgano de Máxima Dirección (conjunto)

		Autoevaluación

		Autoevaluación colectiva: cada persona integrante evalúa el desempeño del Órgano Colegiado en su conjunto, como un todo. Se obtiene una nota colectiva.

		La JUNAFO



		Alta Gerencia



		Persona Directora

		JUNAFO

		Autoevaluación Individual:  La persona que ocupe el cargo de Dirección efectúa una autoevaluación de su desempeño. Se consideran solo elementos que respondan al rol de Director en la Dirección de la JUNAFO.

		Alta Gerencia



		Persona Directora

		JUNAFO

		La persona que ostente la presidencia de la JUNAFO evalúa a la persona Directora de acuerdo con las funciones correspondientes de su cargo.

		La JUNAFO



		Persona Subdirectora

		JUNAFO

		Autoevaluación Individual:  La persona que ocupe el cargo de Sub-Dirección efectúa una autoevaluación de su desempeño. Se consideran solo elementos que respondan al rol de Sub Director en la Dirección de la JUNAFO. 

		Alta Gerencia



		Persona Subdirectora

		JUNAFO

		La persona que ostente la presidencia de la JUNAFO evalúa a la persona Sub -Directora de acuerdo con las funciones correspondientes de su cargo

		La JUNAFO



		Comités Técnicos



		Comité de Riesgos

		Autoevaluación

		Autoevaluación colectiva: cada persona integrante del Comité evalúa el desempeño del Comité en su conjunto, como un todo. Se obtiene una nota colectiva.

		El Comité de Riesgos.



		Comité de Inversiones

		Autoevaluación

		Autoevaluación colectiva: cada persona integrante del Comité evalúa el desempeño del Comité en su conjunto, como un todo. Se obtiene una nota colectiva.

		El Comité de Inversiones.



		Comité de auditoría

		Autoevaluación

		Autoevaluación colectiva: cada persona integrante del Comité evalúa el desempeño del Comité en su conjunto, como un todo. Se obtiene una nota colectiva.

		El Comité de auditoría.







iii. [bookmark: _Toc147409132]Periodicidad: 

Al respecto, se indica que, el proceso de evaluación para la JUNAFO en su conjunto, y de sus personas integrantes en forma individual, de sus Comités Técnicos y de la Alta Gerencia se realizará al menos una vez al año, específicamente en el último trimestre del año en estudio.

d. [bookmark: _Toc147409133]Metodología formal de la evaluación: 

a. La persona que ocupe el puesto de Función de Cumplimiento comunicará al Órgano de Máxima Dirección, los Comités técnicos y la Alta Gerencia la necesidad de aplicar la evaluación del Desempeño.

b. El órgano o persona encargada aplica la metodología formal de la evaluación. Al respecto, se indica que, se posee una herramienta de evaluación. 

c. Mediante oficio formal se pone en conocimiento a las personas integrantes de la JUNAFO el resultado de todas las evaluaciones.

e. [bookmark: _Toc147409134]Mecanismos para subsanar debilidades: 

Se destaca que, la metodología seleccionada permite determinar las brechas y las áreas de mejora para cada aspecto evaluado. Por otra parte, por medio de un documento oficial se le comunicará los resultados a las a las personas integrantes de la JUNAFO, a cada órgano y personal evaluado. Finalmente, de acuerdo con los resultados obtenidos se crearán planes de acción, con su respectivo control y seguimiento. 

f. [bookmark: _Toc147409135]Programas de capacitación: 

Por medio de programas de capacitación se buscará ir mejorando aspectos de las personas integrantes de la JUNAFO, de sus Comités Técnicos y de la Alta Gerencia. Para esto, se tendrá una coordinación con la Dirección de la JUNAFO (brazo administrativo) para contratar las capacitaciones necesarias.

5. [bookmark: _Toc147409136]Actualización de la política:

Esta Política será revisada, como mínimo, cada dos años por la JUNAFO.
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